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Conversación con el lector

La Biblioteca Biográfica Venezolana es un proyecto de 
largo alcance, destinado a llenar un gran vacío en cuanto 
se refiere al conocimiento de innumerables personajes, 
bien se trate de actores políticos, intelectuales, artistas, 
científicos, o aquellos que desde diferentes posiciones se 
han perfilado a lo largo de nuestra historia. Este proyec­
to ha sido posible por la alianza cultural convenida entre 
Bancaribe y el diario El Nacional, y el cual se inscribe den­
tro de las celebraciones del bicentenario de la Indepen­
dencia de Venezuela, 1810-2010.

Es un tiempo propicio, por consiguiente, para intentar 
una colección que incorpore al mayor número de vene­
zolanos y que sus vidas sean tratadas y difundidas de ma­
nera adecuada. Tanto el estilo de los autores a cargo de la 
colección, como la diversidad de los personajes que abar­
ca, permite un ejercicio de interpretación de las distintas 
épocas, concebido todo ello en estilo accesible, tratado 
desde una perspectiva actual.

Al propiciar una colección con las particulares caracte­
rísticas que reviste la Biblioteca Biográfica Venezolana, 
Bancaribe y el diario El Nacional buscan situar en el mapa 
las claves permanentes de lo que somos como nación. Se 
trata, en otras palabras, de asumir lo que un gran escritor, 
Augusto Mijares, definió como lo “afirmativo venezolano”. 
Al hacerlo, confiamos en lo mucho que esta iniciativa pue­
da significar como aporte a la cultura y al conocimiento 
de nuestra historia, en correspondencia con la preocupa­
ción permanente de ambas empresas en el ejercicio de su 
responsabilidad social.

Miguel Ignacio Purroy Miguel Henrique Otero
Presidente de Bancaribe Presidente Editor de El Nacional
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H u m b o l d t  retrata los 
valles de Aragua

El viajero no oculta su entusiasmo. Lo maravilla el paisaje, consigna 
en su cuaderno de notas lo que llama hechos singulares. “Durante mi 
permanencia en los valles del Tuy y de Aragua apareció la luz zodiacal 
casi todas las noches con extraordinaria refulgencia”. Siente la satis­
facción “de ver la porción más hermosa y cultivada de la provincia, a 
saber, los valles de Aragua...” Como si se hubieran trasladado para reci­
birlo, hacerle amable la travesía, encuentra personas conocidas: “Casi 
todas las familias con que habíamos cultivado amistad en Caracas, los 
Uztáriz, los Tovares, los Toros, se hallaban reunidas en los hermosos va­
lles de Aragua. Propietarios de las más ricas plantaciones, rivalizaban 
entre sí para hacernos agradable nuestra permanencia”. Quien cuenta, 
añade que antes de internarse en las selvas del Orinoco, “gozamos una 
vez más de todas las ventajas de una civilización adelantada”.

El viajero hace una observación política: desde hacía mucho tiem­
po, los habitantes de La Victoria habían pedido a la corte de España 
el título de villa, y el derecho de elegir su cabildo. “El gobierno muni­
cipal, observa, de acuerdo con su propia naturaleza, debería ser una
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de las principales bases de la libertad y la igualdad de los ciudadanos, 
pero en las colonias españolas ha degenerado en una oligarquía muni­
cipal”. Avanza y dice que San Mateo, Turmero y Maracay son pueblos 
encantadores en los que todo manifiesta la mayor comodidad. Admi­
ra los trigales de San Mateo, y hace observaciones sobre el cultivo del 
trigo en el trópico. El bienestar general es ostensible en Maracay.

Para dar una idea de la situación económica de la zona, aporta un 
dato importante: “En los años de 1780 a 1795, como cuatro o cinco 
mil hombres libres venían anualmente de los Llanos a los valles de 
Aragua para ayudar en el cultivo y la fabricación del añil. Trabajaban 
durante dos meses a jornal”.

En la Hacienda Cura, propiedad de uno de los grandes cacaos que lo 
agasajan, el memorialista pasa siete días. Un apunte de cómo era la 
vida en aquellos parajes para los propietarios, vale la pena ser regis­
trado: “Vivíamos a la usanza de la gente acomodada del país, toman­
do dos baños, durmiendo tres veces y haciendo tres comidas en las 
veinticuatro horas”.

El gran viajero de esta historia se llamaba Alejandro de Humboldt, 
y lo aquí transcrito se encuentra en las páginas de Viaje a las regiones 
equinocciales del nuevo Continente. Pocos testimonios pueden consultarse 
para tener una idea de la vida y de la economía en los valles de Ara­
gua al despuntar el siglo XIX. Por eso conviene viajar con el viajero y 
explorar con sus ojos de sabio enciclopedista lo que entonces sucedía 
en la Provincia de Venezuela.

Santos Michelena nació el I o de noviembre de 1797 en la ciudad de 
Maracay, apenas tres años antes de la visita de Humboldt, en febrero 
de 1800. De modo que ese fue el ambiente de sus primeros años. Tiem­
pos de auge económico en las últimas décadas del régimen colonial. 
Aragua es la tierra de la prosperidad y de la abundancia. De sus cam­
pos salen para Caracas y para el exterior el cacao, la caña de azúcar, 
el maíz, la yuca, el café, y según Humboldt, también el trigo. El añil 
o índigo, según las estadísticas y las notas de Humboldt, era el princi­
pal producto de exportación en aquellas décadas.

Desde Oyarzun, en el país vasco, llegó a Maracay Santiago Ignacio 
Michelena y Unsaín, muy joven, con el propósito de trabajar la tierra.
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Tiempo después logra que el todopoderoso Marqués de Casa León le 
ceda en arrendamiento las tierras que requiere para dedicarse al cul­
tivo del añil. Santiago tiene 24 años. Las relaciones con el Marqués 
son mutuamente beneficiosas. El Marqués admira su capacidad de 
trabajo, su disciplina y honestidad. Ya establecido, el joven vasco se 
enamora de una valenciana que las crónicas describen como mujer 
bella, María Teresa Rojas, y el l 9 de diciembre de 1790 contraen ma­
trimonio, y se instalan en Maracay en casa confortable y amplia, cons­
truida por el propio Santiago en la calle Real.

El joven vasco diversifica sus cultivos, al añil añade el tabaco y el algo­
dón y otros frutos, y los animales requeridos para la buena vida. Poco a 
poco adquiere tierras propias. Los hijos vienen sin pausa, diez en total. 
Juan José, el primero, nace en 1791, lo siguen José María, Manuel Salva­
dor, Vicente y Santos, así llamado porque nació el Día de todos los San­
tos, y después vienen Andrés, Santiago, Francisco, Josefa Ignacia y Teresa 
Ignacia. Dos murieron en la niñez. Algunos de ellos hicieron historia po­
lítica, Santos y Francisco, llamado “El viajero universal”, diplomático y 
trotamundos, y Vicente, periodista, que hizo la guerra y trajinó la políti­
ca, fue diputado a la Convención de Valencia y al Congreso posterior.

Francisco Michelena y Rojas fue escritor y se hizo famoso por su 
pasión de andarín, recorrió Europa, África del Norte, Asia, Oceanía, 
y se aventuró hasta China, lo que en sus tiempos era una verdadera 
proeza. Fue enviado plenipotenciario de José Gregorio Monagas en 
Madrid y Roma. Su pasión lo llevó a explorar el territorio del Río Ne­
gro, bajo los auspicios de José Tadeo Monagas. Navegó aguas arriba los 
ríos Meta y Casiquiare, recorrió el Río Negro y el Amazonas hasta salir 
al Atlántico en 1856. Sobre esta expedición escribió un libro impor­
tante, editado en Bruselas después de su muerte, en 1867, cuyo título 
parece otro viaje: Exploración oficia l p o r  p rim era  vez desde el N o rte  de la 
A m érica  del Sur, siempre p o r  los ríos, entrando p o r  las bocas del Orinoco, de los 
Valles de este m ism o y  del M eta, Casiquiare, R ío Negro o Guainía y  Amazonas, 
hasta Nauta.... Tocando las principa les provincias del im perio.

El viajero universal tuvo una muerte infortunada: en un lugar situa­
do entre Yavita y Pimichín, en Amazonas, una tempestad derribó el 
árbol bajo cuya sombra se protegía, y lo mató, en 1866. En Canaim a,
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Rómulo Gallegos describió aquellas tormentas. “Vaciló el tronco de 
un palodehacha, que estuvo cien años creciendo para asomarse otros 
ciento, por encima de los copos más altos, haz de columnas trenzadas 
por recios bejucos. Cayó con formidable estruendo...”

En 1797, el año del nacimiento de Santos Michelena, estalló en Caracas 
y La Guaira la gran conspiración de Gual y España, conocida así por sus 
jefes, Manuel Gual yjosé María España. Fue como una prolongación de 
la conspiración de San Blas sucedida en la metrópoli, pues enviados los 
reos a La Guaira a pagar sus penas, entre ellos Juan Bautista Picornell, 
el contagio fue ineludible. Aun cuando eran numerosos los comprome­
tidos, abogados, comerciantes, militares, mujeres, clérigos, zapateros, 
sastres, barberos, la represión fue tan violenta que el régimen colonial 
la extinguió de raíz. Sembró el terror con el ajusticiamiento de España 
y su posterior descuartizamiento y exhibición de su cabeza metida en 
una jaula. Gual y España habían huido, pero este último cometió la 
imprudencia de regresar y fue descubierto.

No obstante tales avatares, los conspiradores habían preparado sus 
papeles de manera tan sistemática que su difusión, a pesar del te­
rror, se generalizó. Quedaron Las Ordenanzas, las bases ideológicas de 
la revolución, el Discurso a los habitantes libres de la Am érica  española, los 
Derechos del hombre y  del ciudadano, con m áxim as republicanas, y canciones 
subversivas, como la Carm añola am ericana. Las estructuras del régimen 
español en Venezuela comenzaban a resquebrajarse. Los Michelena 
Rojas nacieron en las vísperas de la revolución, en el alba de un mun­
do y serían protagonistas de los grandes cambios que ya se vislumbra­
ban. En 1808 se frustra “la conjura de los mantuanos”, pero el 19 de 
abril de 1810 otra época empieza.

La biografía de Santos Michelena tropieza con la psicología de un 
hombre que rehúsa la confesión, como si prefiriera ser juzgado a tra­
vés de sus hechos o de sus papeles y que sólo se muestre la figura 
pública, mientras lo personal o lo íntimo lo preservaba con celo. Su 
hijo Tomás Michelena, periodista y escritor de asuntos económicos, 
nacido en 1835, un mal año para el padre, ensayó lo que llamó Reseña 
biográfica de Santos M ichelena, pero como si se rindiera a la obsesión del 
progenitor, arroja poca o ninguna luz sobre la persona, y prefiere no
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subir el telón. Ningún dato sobre la familia, apenas dedica su libro a 
la memoria de la madre cubana. La obra, no obstante, es fundamental 
para aproximarse al hombre de Estado, a la figura pública, al gran 
venezolano que fue Santos Michelena. Si, en efecto, carece de datos 
biográficos personales, en cambio abunda en la recopilación de sus 
papeles públicos. Tampoco menciona Tomás a sus hermanos. Como el 
vasco Michelena y Unsaín, Santos fue padre prolífico. Además del bió­
grafo, procreó a Santos, Jorge, Mariano, Camilo... ocho hijos en total.

Para ilustrar la resistencia del padre a las biografías, Tomás refiere 
el episodio protagonizado por Fermín Toro, quien deseoso de escribir­
la, le envía una carta el 31 de julio de 1837 donde le adjunta el texto 
que menciona “los servicios y empleos que ha obtenido U. en Colom­
bia y Venezuela”, para que los adicione o corrija, o añada los que no 
figuran y juzgue pertinentes. El perfil sería expresamente escrito para 
el A n u a rio  Universal que se editaría en París. Don Fermín le expresa: 
“Dispense U. esta libertad y esté U. convencido que el empeño que 
tomo por la exactitud de esta noticia está en razón de la amistad y 
estimación que profeso a U.”

Desde su hacienda de Onoto, don Santos responde a Toro el 4 de 
agosto, y en su carta quizás descubramos algunas claves autobiográfi­
cas que vale ponderar:

M i muy estimado amigo:

Contesto la carta que me escribió U. el 31 de ju lio  p.p. acompañándome la relación 

de las misiones y empleos que he obtenido en Colombia y Venezuela. Apenas he hecho a 

lo que U. form ó dos o tres adiciones sustanciales. No siendo el número ni la celsitud de 

los destinos lo que debe enorgullecer al ciudadano que los obtiene, sino los bienes que ha 

proporcionado a la sociedad en su desempeño, no se' si ¡a publicación de ese papel me 

honrará o deshonrará a los ojos de mis compatriotas, y por tanto me interesaría más 

bien en que no se publicara, si por otra parte no tuviera la conciencia de haber aplicado 

todos mis recursos para cumplir mis deberes, de haberlo hecho con celo, diligencia, rec­

titud y jidelidad. Aún sin ninguna explicación de parte de U. en cuanto a sus motivos 

para este paso, nunca hubiera creído, por el conocimiento que tengo de su carácter, que 

fueran otros que los del patriotismo y  la amistad. Estoy, pues, altamente reconocido a 

su bondad y deseoso de acreditarle el particular aprecio con que soy de U. atte. S.S y 

amigo. Santos Michelena.



Biblioteca Biográfica Venezolana

16 Santos Michelena

Evidentemente, no era una biografía lo que se proponía escribir 
Toro, sino más bien el escorzo del hombre público, algo que para Mi­
chelena era tan aceptable como legítimo. Su desconfianza sobre si el 
“papel“ lo honraría o deshonraría, no reflejaba dudas sobre las inten­
ciones de Toro, sino expresaban, quizás, el estado de ánimo en ese 
año de 1837, cuando rotas sus relaciones políticas, don Santos volvió 
a sus fundos agrícolas de Aragua y al expendio de carne que él mismo 
atendía, personalmente, en la calle principal de Maracay. Algo muy 
poco común en Venezuela, pues no pocos consideran deshonroso que 
después de subir a las alturas, la vuelta al trabajo ordinario no es com­
patible con la jerarquía política o intelectual.



La adolescencia, la guerra, 
el exilio en Filadelfia

“Provincia en aquellos días excepcionalmente próspera, los hacen­
dados y magnates de Venezuela, los llamados ‘marqueses del cacao 
y del tabaco’ habían hablado en sus tertulias de la necesidad de libe­
rarse de la tutela restrictiva del Estado español”. Así escribe Mariano 
Picón Salas al referirse a las vísperas de la revolución. Santiago Miche- 
lena y Unsaín no pertenecía al marquesado ni nada que se parezca, 
pero participaba directamente de aquella prosperidad que en los va­
lles de Aragua tenía el centro.

La crónica refiere, además, que el Marqués de Casa León, el propieta­
rio de las tierras que el joven vasco trabajaba, visitaba con frecuencia 
su casa y allá conversaban de tarde en tarde, junto con el Marqués del 
Toro y el de Mijares, ya muy viejo, quien vivía en sus posesiones de 
Güere. También frecuentaba la tertulia otro personaje importante, 
don Antonio Arvide, rico agricultor, casado con Josefa María Rojas, 
hermana de la señora Michelena y de quien se dice que cultivó el 
añil por primera vez en la región. El biógrafo Pedro José Vargas anota 
otras presencias que contribuyen a enriquecer el cuadro, y a mostrar 
la relevancia de aquellos encuentros:
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Venían también a la casona los Gómez Carballo y los Uñarte, y de Caracas, los her­

manos Salios, don Francisco el poeta, y  don Vicente, el médico, quienes llevaban por 

dentro todo el fuego revolucionario, e hicieron esfuerzos sobrehumanos para mitigarlo, 

en espera del codiciado momento en que estallarían como una tempestad...

Estos fueron los sucesos que signaron el tiempo de la niñez y la ado­
lescencia de los hermanos Michelena Rojas. Otro episodio, ya más dra­
mático y notorio, no les fue ajeno: la frustrada invasión de Miranda por 
Ocumare en 1806, y sobre todo, la ejecución implacable de sus acompa­
ñantes ocurrido en un lugar tan cercano de Maracay como Puerto Ca­
bello. Santos anda entonces en los ocho años. Vendrán después el 19 de 
Abril, el 5 de Julio, la Independencia, la Primera República y su trágica 
caída. Un tiempo vertiginoso que obliga a los Michelena Rojas a crecer 
con la pérdida de la infancia, y con una adolescencia de ciudadanos 
que asumen su misión impuesta por las circunstancias.

Un mes antes de la declaración de independencia, el 3 de junio de 
1811, la tragedia familiar se junta al torbellino de la época. Ese día 
murió don Santiago Michelena y Unsaín, a los cuarenta y cinco años 
de edad, después de treinta de residir en la patria de sus hijos. Había 
hecho fortuna de la nada. Un párrafo del testamento, dictado por el 
enfermo cuando presintió el final, dice: “Cuando me casé no tenía 
sino una haciendita de añil en tierras del Marqués de Casa León y la 
ropa de mi uso”.

Juan José, que aún no tenía veinte años, lo heredó como cabeza de 
familia. Santos andaba en los trece. La primera República fue como 
un relámpago, duró apenas un año, del 5 de julio de 1811 al 25 de 
julio de 1812, cuando Miranda acepta la capitulación negociada en 
Valencia por el camaleónico Marqués de Casa León con el general Do­
mingo Monteverde. Las discordias, el terremoto, los curas predicado­
res, el uso del papel moneda, la caída de Puerto Cabello, pero sobre 
todo la guerra civil, y la gran pobreza del gobierno, dan cuenta del 
ensayo republicano. Con la entrega de Miranda, la primera república 
tuvo su epílogo trágico.

Bolívar invade por Occidente. El 15 de junio de 1813 dicta en Tru- 
jillo  el decreto de Guerra a Muerte. Al poco tiempo llega a Caracas y 
forma gobierno, pero el país arde de un costado al otro. De la guerra
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sale un monstruo llamado José Tomás Boves. El 12 de febrero de 1814 
el terrible asturiano atacó la ciudad de La Victoria y le tocó a José Félix 
Ribas defenderla y derrotar a Boves.

“Este reñido combate, dice Baralt, costó a los realistas una pérdida 
considerable, doble de la de los patriotas: la de estos consistió en 100 
hombres muertos y más de 400 heridos”. Santos Michelena, que com­
batió a las órdenes del general Mariano Montilla en la crucial batalla, 
tenía 16 años. En otro combate o escaramuza que ocurrió poco después 
en un lugar llamado Los Naranjos, Santos recibió un lanzazo en un cos­
tado. Fue llevado a Valencia para ser tratado. Al ser ocupada la ciudad 
por las fuerzas españolas, cayó prisionero, aún convaleciente. Por su 
corta edad, el general Juan Manuel Cajigal le concede la libertad con 
la condición de que abandone el país, según lo refiere el hijo Tomás. El 
Marqués de Casa León no pierde poder. Ahora es Intendente de Ejército 
y Real Hacienda, designado por Monteverde. En la mañana con la repú­
blica, en la tarde con el rey. Es probable que la influencia del inverosí­
mil Marqués contara en la libertad del hijo del amigo Santiago.

La participación del adolescente en la batalla de La Victoria no pasó 
inadvertida. En su Bosquejo de la historia  m ilita r  de Venezuela, José Aus­
tria la registró con estas líneas:

Bien merece un recuerdo en la historia el ciudadano Santos Michelena que acompañó 

al jefe M ontilla en tan importante como peligrosa operación: aquel constante e ilustra­

do patriota, prestó en diversas épocas grandes servicios a la patria.

Curazao fue la primera escala de un destierro prolongado. ¿A dónde 
ir los perseguidos de España? Las opciones se reducían a un solo país 
en el Nuevo Mundo: Estados Unidos. Y en el Norte, ¿qué destino mejor 
que Filadelfia, la iluminada Filadelfia, centro del pensamiento y de 
las ideas republicanas que transformarían la política y la historia, la 
ciudad donde pocos años antes se fundó una república sin preceden­
tes en el mundo, y donde el ideólogo Thomas Jefferson había diseña­
do una sociedad para el futuro.

Durante seis años vive Santos Michelena en Filadelfia dedicado al 
estudio de las cuestiones económicas que asume con rigor y pasión. 
James Madison es Presidente de Estados Unidos, en 1816 Michelena
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observa el ascenso de James Monroe a la Presidencia, y su vida trans­
curre en el gran país bajo el signo de lo que se llamó “era de buenos 
sentimientos”, luego de la segunda guerra con Gran Bretaña. Es el 
tiempo de la adquisición de las Floridas a España por cinco millones 
de dólares, del pánico financiero de 1819, (buena lección para el es­
tudiante de Economía), de la postulación de los principios que luego 
tomaron el nombre de Doctrina Monroe y de un discreto y fugaz acer­
camiento a los países de la América del Sur.

Santos no pierde tiempo, aun cuando no pueda ocultar el deslum­
bramiento ante una ciudad de tanta historia y de tanta belleza, y sin 
duda, de un confort del cual no tuvo nunca idea durante sus años en 
Maracay. Sobre sus estudios, Pedro José Vargas, el atildado columnista 
del diario La Esfera y biógrafo, escribió:

Asiste a la Universidad tan pronto como logra el conocimiento del inglés. Como ocu­

rre a los espíritus ávidos de aprender en tierra y lengua extrañas, procura amoldarse a 

los hábitos y costumbres de sus gentes. Este país ya vivió su guerra, y  ahora en su seno 

se está operando otra revolución. Se expande, halla en la vastedad de su territorio un 

incentivo de grandeza. Sujuventud busca a toda costa la prosperidad. Eso lo ve y  admi­

ra en sus compañeros de aulas. Estudian para domar mejor las técnicas de los oficios o 

profesiones que ya han alcanzado.

La educación anglosajona le va bien a un estudiante del espíritu y 
del rigor de Michelena. Sabe a dónde quiere ir y cómo lograrlo. Ha 
tenido fortuna, sin duda, en su decisión de viajar al Norte y de esta­
blecerse en Filadelfia. Ningún otro destino del Nuevo Mundo le podía 
ser tan propicio. Otras circunstancias enriquecían aquella experien­
cia tan extraordinaria.

Una colonia de venezolanos excepcionales vive en la ciudad, entre 
1810 y 1820. En la introducción de la primera traducción al castellano 
de la Constitución de los Estados Unidos, llevada a cabo por el vene­
zolano José Manuel Villavicencio en 1810, don Pedro Grases recuerda 
a quienes residieron en esa ciudad en aquel tiempo singular: Manuel 
García de Sena, Telésforo de Orea, Juan Vicente Bolívar, Manuel Pa­
lacio Fajardo, José Rafael Revenga, Pedro Gual, Juan Germán Roscio, 
Lino de Clemente, Juan Paz del Castillo y el propio Villavicencio.
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Allí estaban, en una palabra, los intelectuales de mayor rango de 
la Primera República. Villavicencio tradujo la Constitución de Esta­
dos Unidos. García de Sena, a su vez, Derechos del hombre y  las M áxim as  
republicanas de Thomas Paine. Roscio, uno de los “siete monstruos”, 
enviados a Ceuta por los realistas, regresaba de su fuga espectacular 
de la prisión africana, y se dedicaba a escribir su obra fundamental: 
El triun fo  de la libertad  sobre el despotismo, o la confesión de un pecador arre­
pentido de sus errores políticos.

No podía haber ambiente más estimulante ni más propicio. Para el 
joven Santos fue grato reencontrar en la ciudad al general Mariano 
Montilla, a cuyas órdenes, como se vio, había combatido en La Victo­
ria. Andaba por el Norte en una misión encomendada por Bolívar. A 
pesar de su juventud, Santos también tenía su historia. Filadelfia, en 
una palabra, fue como una universidad política y humanística para 
Michelena, donde pudo avanzar en su aprendizaje de venezolano, pa­
ralelamente a los estudios regulares que le proporcionaron también 
el dominio de la ciencia de su vocación.

Estados Unidos es también como una gran universidad, es la tierra 
de la libertad y de la oportunidad, de un movimiento intelectual y 
político como no existe entonces en el mundo. Grandes personajes de 
la historia los tropieza el transeúnte en las calles de Filadelfia, van a 
los cafés, a las asambleas públicas, al teatro. Quien habita en la gran 
ciudad participa de una época sin paralelo. Es el primer gran experi­
mento de la democracia en el mundo.

Al estudiante Michelena lo seduce un libro que parece darle las cla­
ves de la prosperidad y del progreso. Es La riqueza de las naciones, del 
inglés Adam Smith. La influencia de este libro será determinante en 
el pensamiento y en la acción del que ya deja de ser estudiante, con­
cluido su plan de estudios y su sólida formación. No obstante, además 
de Smith, otras teorías y corrientes económicas han formado parte de 
sus estudios. Tomás apunta en la biografía:

Su ilustración es sólida y vasta. Los estudios sobre Derecho público e internacional, 

sobre Economía política, literatura, filosofía e idiomas, como sobre ciencias morales, le 

colocaban con suma facilidad en la decisión de las más arduas cuestiones.
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Al culminar sus estudios, Santos Michelena debe optar por la prác­
tica de su profesión. Su destino no estaba en el Norte, sino en el Sur, 
y mientras se daban las condiciones para regresar a su tierra, decide 
viajar a Cuba. La isla todavía es una colonia de España y lo será por 
muchas décadas, pero allá tiene contactos y posibilidades. En 1821 
desembarca en la bella ciudad de La Habana. Al poco tiempo, comple­
menta su vida, contrae matrimonio con la joven Encarnación Bosque, 
cubana, hija de padres extremeños. Hábil en los negocios, dirigió una 
pequeña empresa mercantil, a sabiendas de que Cuba era apenas una 
escala en el camino del retorno a Venezuela.

Cuando en 1822 Michelena regresó a su tierra ya se había librado la 
última batalla por la Independencia, y un nuevo país surgía de la dila­
tada guerra. Inicialmente se estableció en La Guaira, probablemente 
por sus vinculaciones comerciales con las islas del Caribe y Estados 
Unidos. En la ciudad portuaria ejerció el cargo de Síndico Procurador. 
Tenía 25 años, pero muy pronto destacó en la comunidad por su capa­
cidad y preparación, y asumió las primeras responsabilidades como 
servidor público, su gran proyecto de vida. Es comprensible que en La 
Guaira el joven se destacara con rapidez, experto en los asuntos adua­
neros, dominaba el inglés y el francés, recursos fundamentales para 
la vida en el puerto que recibía a diario visitantes y mercaderes. En 
1824, Michelena y su mujer se instalarán en Caracas, ya no con la vis­
ta puesta en el comercio sino en la política, y sin pérdida de tiempo.
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Al aprobarse la Constitución, dice el historiador O'Leary, se 

echaron a vuelo las campanas del templo en el Rosario de Cúcu- 

ta, y el Libertador exclamó: “Están doblando por Colombia”.

Francisco G onzá lez Guinán 

Historia contemporánea de Venezuela.

La Constitución de la Gran Colombia fue aprobada en Cúcuta el 12 
de julio de 1821, y el 30 de agosto el Congreso eligió a Simón Bolívar 
como Presidente de la nueva República integrada por Venezuela y la 
Nueva Granada. Bolívar estaba en Venezuela, acababa de librarse la 
batalla final de Carabobo, viajó a Cúcuta para juramentarse ante el 
Congreso y el 6 de octubre puso el Cúmplase a la Carta Magna, no sin 
expresar su frustración y su inconformidad porque “se había creado 
un Poder Legislativo omnipotente y un Ejecutivo débil y que, además, 
no se habían tomado en cuenta los extensos razonamientos que desde 
el Congreso de Angostura venía haciendo sobre el modo discreto de 
constituir una nación de población escasa y heterogénea...” Tal fue 
la desaprobación del Libertador al texto que no disimuló su reacción 
y pronunció, junto a O’Leary, las palabras del epígrafe que podrían 
considerarse como un temprano epitafio.

Bolívar aceptó la presidencia bajo protesta, sin dejar de mencionar 
la renuncia. Evidentemente, la Constitución no recogía lo que él espe­
raba, y, además, consideraba inaplicables muchos de sus principios. 
El Congreso eligió asimismo vicepresidente de la Gran Colombia al 
general Francisco de Paula Santander, y señaló a Bogotá como asiento
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provisional del Gobierno de la República. Bolívar designó a los tres se­
cretarios que compondrían el Ejecutivo: José Manuel Restrepo, para el 
Interior; Pedro Gual para Relaciones Exteriores, y José María Castillo 
para Hacienda.

Bolívar encargó al general Santander del ejercicio de la Presidencia 
y el 9 de octubre viajó a Bogotá. Y de Bogotá emprendió su largo viaje 
al Sur, liberó al Perú y fundó a Bolivia, pero cuando regresó a Bogotá 
el 14 de noviembre de 1826, luego de seis años de ausencia, la gran 
República de Colombia demostraba que era una utopía lejana. Duran­
te estos seis años, Francisco de Paula Santander y José Antonio Páez 
no cesaron en la disputa. A Bolívar se le había hecho tarde. No había 
manera de armar el rompecabezas.

No obstante, en medio del duelo a muerte, la República parecía 
avanzar. Mientras en el Congreso se reflejaban las tensiones de la im­
posible unión, al propio tiempo se atendían las reformas y las leyes 
requeridas por el Estado en formación. En 1824, apenas establecido 
en Caracas, Santos Michelena fue elegido diputado al Congreso. Viajó 
a Bogotá y muy pronto se hace notar por sus habilidades de parla­
mentario, y, sobre todo, por sus conocimientos económicos.

El hecho de que haya sido elegido entre tan diversos e influyentes 
aspirantes, después de tantos años de ausencia y, sin duda aún muy 
joven, anda en los 28 años, no tiene otra explicación que la de impo­
nerse por su talento y por su cultura. Como representante al Congre­
so de la Gran Colombia se destaca de inmediato. Es el primer gran 
paso en un proceso ascendente.

En el Congreso despliega por primera vez sus facultades de financis­
ta al presentar un proyecto de ley destinado a la reforma de la política 
impositiva en el régimen de importaciones para sustituir la vigente, 
todavía de los tiempos coloniales. El Proyecto de Ley de Comercio te­
nía como propósito acometer una reforma profunda, lo que llamó 
“variación absoluta del actual sistema, que tantos perjuicios ocasiona 
a la moral como al erario público”. Fue presentado a la Cámara el 2 
de febrero de 1826. Uno de los problemas principales que debía com­
batirse era el comercio ilícito que perjudicaba al Estado, introducido 
por las costas, y también por las propias aduanas, “en connivencia
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muchas veces con los empleados de ellas”. Los comerciantes, a su tur­
no, obtenían menguados beneficios del comercio lícito, pues eran ex­
cesivos los derechos de importación que debían cancelar. Michelena 
razona las conveniencias del proyecto en estos términos:

Para remediar estos males es preciso fomentar el comercio lícito, y esto sólo se consigue 

disminuyendo los derechos de importación. “Cuando la disminución de las rentas -d ice  

el autor de Exam en sobre la  Naturaleza y  Causa de la R iqueza de las Naciones-, 

proviene del aumento del contrabando, puede ponerse remedio de dos modos: disminu­

yendo la tentación al contrabando, y aumentando la dificultad de hacerlo. La tentación 

se disminuye rebajando los derechos, y la dificultad se aumenta con el sistema de la admi­

nistración más propia para impedir el fraude”. Y, en efecto, disminuidos los derechos de 

importación, desaparece el motivo que induce al contrabandista a cometer el fraude, cual 

es la seguridad de obtener mayores provechos si logra verificar la importación clandestina 

de sus efectos, pues si los derechos que se les cobran no exceden en mucho a los gastos que 

tiene que hacer el contrabandista para introducir por alto sus mercaderías, no habrá nin­

guno que se exponga por un pequeño beneficio a perderlo todo, hasta su reputación.

Michelena le dice al Congreso que el proyecto es producto de sus 
consultas a “los principios de la economía política y de las leyes de 
aquellas naciones cuyas rentas de aduana se hallan en el estado más 
próspero”. Alega que es preciso derogar el Arancel de Cartagena, es­
tablecido por España sobre el principio de privilegiar los productos 
Peninsulares y prohibir el de las naciones extranjeras, motivo más 
que suficiente para reformarlo. Se proponía también la unificación 
de políticas en todos los puertos de la República.

El proyecto de Michelena aparece como uno de los primeros inten­
tos por darle a la hacienda pública de la Gran Colombia una estruc­
tura orgánica y moderna. En los 41 artículos del texto sometido al 
Congreso, y mediante la política impositiva, se privilegiaba la región, 
se castigaban las importaciones ilícitas procedentes de las colonias 
del Caribe, de los Estados Unidos o de Europa. Es el primer documen­
to donde Michelena traduce su adhesión a los principios liberales de 
Adam Smith: abrir las puertas al comercio mundial. Esos principios 
dominarán su pensamiento y su concepción política, como su esque­
ma de organización del Estado liberal.
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El proyecto no fue aprobado por el Congreso por diversas razones, 
entre ellas, porque afectaba intereses regionales, en contraposición 
de los intereses superiores del Estado. Lo “regional” garantizaba la 
permisividad y las connivencias que se quería remediar. La teoría de 
Michelena comenzó a tropezar con la realidad, o sea, con los intereses 
creados. Lo ilícito prometía más que lo lícito.

Al margen de la vida parlamentaria en Bogotá, otros hechos permi­
ten imaginar el relieve que el personaje conquista tan pronto en la ca­
pital virreinal. Veamos: el vicepresidente lo designó como jurado en 
las oposiciones para optar a la cátedra de idiomas en el Colegio de San 
Bartolomé, una de las instituciones de mayor tradición y rango. Y en 
1825 lo nombraron miembro de la Comisión Liquidadora de la Deuda 
Nacional en reemplazo de José Rafael Revenga, designado secretario 
de Relaciones Exteriores. De modo que paralelamente a la gestión par­
lamentaria, Michelena se perfiló por sus condiciones intelectuales.

En 1825, el ministro de Relaciones Exteriores, Pedro Gual, llamó a 
concurso de oposición para el cargo de cónsul y agente fiscal de la 
Gran Colombia en la Gran Bretaña. Al concluir Michelena su término 
como diputado, optó al consulado, siendo el único candidato que po­
día cumplir con requisitos tan exigentes. El vicepresidente Santander 
lo designó y al informar a Bolívar, reconoce su habilidad e inteligen­
cia, y le confía:

Explico a usted el nombramiento de Michelena para Cónsul en Londres: desde el año 

1825 hizo Gual anunciar en la Gaceta esta vacante, llamando aspirante con tales y tales 

documentos; se presentó sólo este Michelena y Gual le ofreció, con mi conocimiento, el 

destino, luego que en 1826 cesara de ser diputado. Él tiene habilidad e inteligencia para 

el Consulado.

Héteme aquí comprometido ya, y como por una parte los gobernantes no deben ser 

versátiles en sus resoluciones ni mostrar mala fe, y por otra parte, este señor había sido 

enemigo de m i reelección, me vi obligado a cumplir mi palabra y a no dar lugar a mis 

enemigos de que dijeran que era vengativo, y que sólo empleaba a mis favoritos.

El biógrafo Tomás Michelena aventura la hipótesis de que tampoco 
el nombramiento fue del agrado de Bolívar por el carácter indepen­
diente del personaje, porque tendía “a procurar la regularización de
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la administración pública en el camino de una organización distinta 
a la que existía como herencia de otros tiempos y del poder militar...” 
La observación de Santander de que Michelena había sido “enemigo 
de su reelección” concurre a perfilar al personaje y da luz sobre los 
puntos de vista políticos que sustentaba.

Santos Michelena estuvo dos años en Londres, de 1826 a 1828. Tuvo 
ocasión entonces de observar y de ahondar sus conocimientos adqui­
ridos en Filadelfia, con la sensibilidad que le daba su experiencia polí­
tica en Bogotá, el desempeño del cargo de Cónsul y, sobre todo, las res­
ponsabilidades de agente fiscal de la Gran Colombia. En 1828, regresa 
definitivamente a Caracas. Mientras él estaba en Inglaterra, la utopía 
de Bolívar ya entraba en su crisis final. Venezuela había atravesado 
la tormenta de La Cosiata, Bolívar visitó por última vez a Caracas en 
1827, y se había persuadido del error de escoger a Santander y a Páez, 
personajes irreconciliables, como los jefes de los departamentos de 
Cundinamarca y Venezuela. También él había tocado sus campanas 
a duelo. El cónsul inglés Robert Ker Porter escribió en su Diario que, 
en esta visita a su ciudad, Bolívar prefería hablar en francés con sus 
contertulios porque temía que lo estuvieran espiando. Así era el am­
biente político caraqueño.





Ei estadista liberal

En 1829 se ha formado en Caracas una Sociedad de Amigos 

del País que se propone con su programa de empresas pacífi­

cas reconstituir la agricultura y la ganadería, fo rja r la nueva 

riqueza pública. En la clase gobernante hay nombres como los 

de Urbaneja, Gual, Peña, Narvarte y Santos Michelena que será 

el mejor de todos los ministros de Hacienda que tuviera nuestro 

siglo XIX. Si se quiere orden y estabilidad, si gobierna un círculo 

de “ilustres” no se desdeñan las ideas modernas, y un liberalis­

mo a la inglesa influye sobre aquellos juristas y funcionarios.

M ariano P icón  Salas 

Formación y proceso de la literatura venezolana, 1940

Consumado el golpe de Estado contra la Gran Colombia a fines de 
1829, el general Páez organizó el gobierno provisional y designó a tres 
secretarios: Diego Bautista Urbaneja, de Hacienda y Relaciones Exte­
riores, Miguel Peña, de Interior y Justicia, y Carlos Soublette, de Gue­
rra y Marina. Convocó un Congreso Constituyente para el 30 de abril 
de 1830, el cual aprobó la primera Constitución de la República. Páez 
fue elegido Presidente y el doctor Urbaneja vicepresidente. Tomaron 
posesión el 27 de septiembre, y al juramentarse, Páez dijo: “Cuando 
me atrevo a adelantar mis ideas sobre los progresos políticos del Esta­
do, es porque estoy felizmente convencido de los principios liberales 
que animan a los venezolanos...” Al discurso de Páez respondió su 
a m ig o  y consejero Miguel Peña, como Presidente del Congreso.

José Gil Fortoul refiere que los secretarios, elegidos diputados, con­
sultaron al cuerpo si podían asistir a las sesiones conservando los des­
pachos que desempeñaban. La respuesta negativa, del 8 de mayo, dio 
lugar a que el Congreso discutiera el asunto y aprobara el artículo 81, 
según el cual el presidente y vicepresidente de la República, los secre­
tarios o ministros, los consejeros del Gobierno, los magistrados de la 
Corte Suprema, los gobernadores de las regiones, los jefes militares
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mientras ejercieran cargos de comando, quedaban inhabilitados para 
ser senadores o diputados al Congreso.

La primera Constitución de la República consagró así la incompa­
tibilidad entre funciones administrativas y legislativas, una decisión 
de avance político anulada por Monagas para que el control del poder 
ejecutivo fuera más absoluto. 114 años después, fue una de las cuestio­
nes negadas por la reforma constitucional de 1944. Sólo en 1947, los 
venezolanos recuperaron el principio democrático de 1830 porque 
sin incompatibilidad, como es obvio, resulta improbable la indepen­
dencia y el contrapeso de los poderes del Estado.

De Oficial Mayor en la secretaría de Hacienda y Relaciones Exterio­
res, Santos Michelena fue designado titular del despacho en sustitu­
ción de Urbaneja. Refrenda junto con el jefe de Estado, general Páez, 
y los otros secretarios, Antonio Leocadio Guzmán y Santiago Mariño, 
la primera Constitución de la República. Peña y Soublette prefirieron 
en aquella ocasión quedarse como diputados para participar en la 
formulación de las bases de la República. Si observamos que ambos 
llegaron a presidir el Congreso Constituyente, veremos que no era 
cuestión simplemente de ser diputados o ministros, sino de controlar 
el poder. Nótese que Michelena, hombre cuya cultura y formación 
anglosajona pareció diferenciarlo de todos los otros e imprimirle ca­
racterísticas muy especiales a su personalidad, y, desde luego, a su 
obra, apenas acababa de regresar de Londres.

1831 marca su ingreso a la política como gran figura que no aporta 
laureles ni guerreros ni políticos, sino su prestigio y su conocimiento 
en el dominio de las finanzas públicas. Así, es secretario de Hacienda 
y Relaciones Exteriores en el gabinete de Páez hasta 1834, y luego en 
1835 del Presidente José María Vargas. En tal condición presenta al 
Congreso las memorias de 1831, 1832, 1833,1834 y 1835. Debido a la 
ausencia de Michelena, quien para ese momento se encontraba en 
Bogotá en misión especial, la memoria correspondiente a 1834 fue 
suscrita por Pedro Pablo Díaz, y la de 1835 por José Eusebio Galle­
gos, pues Michelena se separó del cargo en protesta por el indulto 
concedido a los cabecillas de la Revolución de las Reformas. Un capí­
tulo aparte de estas historias que abordaremos en su momento. José
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Eusebio Gallegos presentó también las de 1837. A  Guillermo Smith le 
correspondió hacerlo en 1838.

En las memorias de estos años predomina la política y el estilo de 
Michelena, pero en las que él presenta personalmente pueden iden­
tificarse sus ideas sobre los asuntos económicos, la hacienda pública, 
los ingresos fiscales, la formulación del presupuesto nacional, la le­
gislación sobre importaciones o exportaciones. Un común denomi­
nador alienta en todos sus documentos: el papel del Estado. La teoría 
manchesteriana de Michelena tropezó con la realidad de un Estado 
prácticamente inexistente y de una economía que trataba de librarse 
de los monopolios borbónicos de la Metrópoli, por una parte, y de los 
despojos de la larga guerra independentista, por la otra.

No obstante, la contribución de Michelena tuvo otras connotacio­
nes en campos que trascienden la cuestión ideológica, como la orga­
nización de la administración pública, el orden y la disciplina. No se 
trataba sólo de reformar o de cambiar el orden colonial, el desafío 
era aun más complejo, había que vencer la anarquía dejada por la 
destrucción de la guerra, y proveer de rentas a un Estado demasia­
do pobre en un país demasiado pobre, asfixiado por deudas ajenas y 
propias. En la primera memoria presentada al Congreso en 1831, el 
secretario habló con claridad y franqueza, como si quisiera advertir a 
políticos y militares sobre la necesidad de una toma de conciencia.

Al cabo de veinte años de sacrificios, de males, de consecuencias de las guerras y revo­

luciones que constantemente han agitado a Colombia, no debe esperarse que sea prós­

pera la situación fiscal de Venezuela. Durante este largo período, las rentas públicas, no 

obstante el establecimiento de multitud de impuestos, han sido insuficientes para cubrir 

las demandas contra el tesoro, y como aquellas decrecían al paso que estas se aumenta­
ban, el déficit que ha ido acumulando de año en año ha sido también creciente.

A  este estado de cosas era consiguiente el descrédito de la nación, y al descrédito 

el envilecimiento de los efectos públicos que hoy están fuera de circulación, tanto en 

el exterior como en lo interior. Pero si bien es desconsoladora la pintura de un erario 

empeñado en sumas cuantiosas, y de una nación empobrecida, llena de satisfacción la 

idea de que, en tiempos de paz, no solo pueden cubrirse los gastos corrientes, sino tam­

bién cumplir todos los empeños que hemos contraído, ya separadamente y como parte 

integrante de aquella República.
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Para comprender la situación económica y social de Venezuela en 
los tiempos de la República de Páez, los documentos de Michelena 
constituyen una referencia primordial. Como secretario de Hacienda 
formula el presupuesto de gastos del año económico 1831. Michelena 
calculó el ingreso total en 1.551.000 pesos, y el de gastos en 1.637.613, 
“incluyendo la amortización de la deuda calificada y flotante”. Anota 
desde sus inicios lo que será su obsesión de hacendista, lo que le per­
turbaba todos los cálculos: la insurrección ocurrida en alguna provin­
cia del Oriente, dijo, ha exigido un aumento considerable de fuerzas, 
para cuyo equipo y mantenimiento ha sido necesario pedir las contri­
buciones anticipadas, y negociar empréstitos de dinero y de víveres 
con la autorización del Consejo de Gobierno. La nación estaba con­
denada a cancelar los “gastos extraordinarios de la guerra”. En pocas 
palabras, los egresos fatalmente dependían de factores imprevisibles. 
Y si al dato le añadimos otro, la población que oscilaba en un millón 
de habitantes, obtenemos un diagnóstico aterrador: el ingreso fiscal 
se reducía tanto que no llegaba a un peso por habitante.

Las alternativas del secretario de Hacienda eran impopulares, pero 
no había otras: aumentar los impuestos o reducir los gastos. Michele­
na no era inflexible, pero asumía sus responsabilidades a sabiendas 
de que era contraproducente comprometer las finanzas públicas para 
la satisfacción del gasto corriente, y peor aún los de guerra. Planteó el 
dilema con estas palabras ejemplares para quienes entonces maneja­
ban y manejarían después la Hacienda pública:

Resta ahora examinar de qué manera se cubrirá aquel déficit. Para una nación que 

por repetidas faltas en el cumplimiento de sus promesas ha perdido la confianza, aún 

de sus propios ciudadanos, no queda otro remedio que el de aumentar los impuestos o 

establecer otros nuevos.

En ese primer Mensaje, el secretario hace un análisis de los gastos y 
egresos de los años 1829-1830 y 1830-1831. Se refiere también, como es 
obvio, a la deuda de la nación y a las menguadas fuentes de ingresos: 
aduanas, salinas, anotación de hipotecas y registros, rédito agrícola, 
vendutas, arrendamientos, alcabala, diez por ciento de rentas muni­
cipales, tierras baldías, correos, diezmos, y tabaco. Michelena abogó
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por la supresión del monopolio del tabaco, herencia colonial, “cuya 
producción iba en creciente disminución”. Propuso la eliminación 
del diezmo, el impuesto destinado a la Iglesia católica, y que el Estado 
asumiera directamente esa responsabilidad.

Finalmente, formula consideraciones sobre el balance presupues­
tario. En cuanto a las rentas, hace esta anotación: “Algunas de ellas 
se aumentarán indudablemente, si como es de esperarse, las provin­
cias insurrectas vuelven a entrar en su deber y se restablezca el orden 
constitucional”. Michelena se refería a la insurrección del general 
José Tadeo Monagas en enero del 31 en los estados orientales que tan­
to perturbó los primeros pasos de la República.

En H istoria  contem poránea de Venezuela, Francisco González Guinán 
analiza la situación económica, a la par que analiza fragmentos de 
papeles del secretario de Hacienda. Procede registrar sus puntos de 
vista sobre el personaje y la significación de la obra que emprendía en 
condiciones tan complejas:

Fue una feliz inspiración del Presidente de Venezuela la elección del señor Santos Miche­

lena para servir la Secretaría de Hacienda. Este distinguido estadista aplicó al desempeño 

de sus delicadas funciones su gran inteligencia, su rígida probidad, su acertado método 

y su absoluta contracción. De estas cualidades había de surgir el monumento fiscal de 

Venezuela, muy digno de admiración y aplauso, a cuyo efecto el competente secretario ex­

pone al Congreso sus opiniones sobre la manera de llevar la Hacienda pública a su mayor 

prosperidad. Opina que la renta aduanera es la más productiva, a la vez que la más fácil y 

menos costosa para su recaudación: que el impuesto ad valorem es el más sencillo y justo, 

a la vez que el más conveniente a un pueblo esencialmente agricultor como el venezolano, 

que una experiencia incontestable había demostrado en todas las naciones que la extrema 

elevación de los impuestos disminuía el consumo, perjudicaba la agricultura y decrecía 

los ingresos, por lo cual convenía adoptar un sistema en que combinasen los intereses del 

comercio con los del erario y no hubiese estímulos para el fraude; que la extensión de nues­

tras costas exigía una gran vigilancia para evitar el contrabando; que el establecimiento 

de depósitos en las aduanas contribuiría muy eficazmente a la prosperidad del comercio y 

al fomento de la marina nacional, pues admitidos los cargamentos sin exigirse el pago de 

los derechos antes de exponer las mercaderías al consumo y no cobrando ninguno cuando 

fuesen reexportados para el exterior u otro punto de la República los comerciantes harían 

mayores importaciones; en fin, muchas, oportunas y convenientes observaciones hacía el 

inteligente secretario al Congreso a favor de los intereses fiscales.
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El 14 de octubre de 1830 fue aprobada la primera Ley Orgánica de 
Hacienda que estableció una Tesorería General para recaudar las ren­
tas, contribuciones y arbitrios, registrar ingresos y egresos, con teso­
rero y contralor, quienes debían presentar fianza de seis mil pesos 
ante el Tribunal de Cuentas.

En la memoria de 1832, Michelena rectifica su posición sobre el mo­
nopolio del tabaco que había sostenido antes. No es un dogmático, 
observa los hechos y los pondera y así propone sus puntos de vista al 
Congreso. “Sólidos fundamentos mueven al Ejecutivo a asegurar que 
aún no ha llegado el tiempo de extinguir este ramo de las rentas del 
Estado”, dice. Estos son sus alegatos:

Sería el Ejecutivo el primero en pedir el desestanco si no estuviese íntimamente per­

suadido de la imposibilidad de sustituirle un impuesto siquiera equivalente. La indus­

tria fabril y la comercial se hallan gravadas a favor de las rentas provinciales, y la 

agricultura lo está con las primicias y diezmos y en la exportación. Libre el cultivo del 

tabaco, se necesitaría o sujetarlo a una contribución interna, y entonces el remedio sería 

mucho peor que el mal, o al pago de un derecho de extracción que nada o muy poco 

produciría porque está averiguado que las especies del país, a excepción del curaseca de 

Barinas, y éste en pequeñas cantidades, ningún aprecio tiene en los mercados extranje­

ros. Parece, pues, que no sería cordura exponer la Nación en las actuales circunstancias 

a las dudosas contingencias de un ensayo que puede ser demasiado funesto a sus inte­

reses y felicidad.

No dejó el planteamiento en el aire, y propuso un programa de cin­
co puntos para llegar a la meta de su eliminación en un periodo de 
cinco años. El cultivo del tabaco había comenzado a incrementarse y 
esto lo llevó a proponer un periodo progresivo para eliminar el estan­
co. En la Memoria al Congreso de 1833, expresó que “habiendo produ­
cido bajo el régimen colonial español alrededor de $ 600.000 anuales, 
en el año económico de 1831-32- tan sólo dio $ 118.644. El historiador 
Eduardo Arcila Farías en H istoria  de un m onopolio , El estanco del tabaco en 
Venezuela, 1779-1833, registra el final del estanco en estos términos:

Un decreto del Congreso, de 15 de mayo de 1836, ordenó la venta en pública subasta 

de todas las tierras, fincas urbanas, útiles, enseres y otros bienes de la Renta del Tabaco.
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Las ventas se verificarían ante la Junta Consultiva de la capital de la República o de la 

provincia donde estuvieren ubicados; “la buena pro se dará al que ofrezca mayor suma” 

pero si fuese inferior al valor estimado, se suspendería el remate hasta nueva resolución 

del Poder Ejecutivo. En pago se admitiría dinero o deuda reconocida.

La disciplina, el orden, las técnicas administrativas, comenzaron 
a dar pronto sus frutos. Un problema grave resistía a la acción del 
Gobierno y amenazaba constituirse en desafío nacional. Era el con­
trabando, difícil de controlar en una geografía tan vasta, despoblada 
y propicia para burlar las leyes y los controles de un Estado naciente. 
Afectaba de manera contumaz a la sociedad. “El comercio clandestino 
por las costas, y aun por algunas aduanas subalternas se hace hoy con 
un descaro de que sólo ha habido ejemplo en los tiempos de las prohi­
biciones”. A  propósito del contrabando, Michelena hace una revisión 
general de la economía que ilustra su complejidad. Propone diversas 
medidas. El contrabando no era producto exclusivo de una tendencia 
al delito. También lo generan elementos absurdos de la realidad. El se­
cretario sostenía que se declarasen libres de derechos de exportación 
todos los granos y los comestibles, y que los frutos mayores y los gana­
dos de toda especie fuesen gravados de manera moderada. Todos los 
granos y las harinas, las menestras y las frutas están sujetos a pagar el 
4% a la exportación, luego de cancelar el 5% por concepto de diezmos. 
Otros productos están gravados con el 14% como la carne y el pescado 
salado, los cerdos, los carneros y chivos, las aves, el queso, las cebollas, 
los ajos, y de otros también sujetos al impuesto decimal. El antiguo 
estudiante de Filadelfia anotaba lo que allá había visto:

Todos estos artículos se producen en los Estados Unidos en una cantidad asombrosa, 

y a menos precio no sólo a favor de la abundancia de los capitales, sino también de 

sus adelantos industriales y no pagan ningún derecho interno ni a la exportación. Es 

evidente, pues, que no podemos competir con ellos, y la ninguna exportación que se 

ha hecho de algunos de dichos productos, y la insignificancia de los otros, comprue­

ban esta aserción. Libres absolutamente del derecho de exportación no tardaríamos 

en apoderarnos exclusivamente del mercado de alguna de las islas, y en concurrir a 

los de otras, particularmente la de Puerto Rico, con la cual se ha abierto un comercio 

recíprocamente ventajoso.
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Otros productos: la quina, las maderas de construcción, las de muebles, 
los palos de tinta y todos los productos de los bosques que pagaban 14% 
deberían ser objeto de igual medida, ser liberados. Esta era una de sus 
razones: “Las tierras en que ellos abundan adquirirían algún valor, y figu­
rarán en los estados de comercio muchos que no tienen salida”. En cuanto 
al ganado, los derechos eran demasiado altos, especialmente las muías. 
Convenía tener presente, se alegaba, que en Santo Domingo y Puerto Rico 
apenas se pagaba 3.50 pesos, con la diferencia de que en las islas eran 
mayores las ventajas. A  lo sumo se les podría fijar 3 pesos. La prohibición 
existente en la Gran Colombiana de exportar muías al Caribe había esti­
mulado su fomento en Irlanda y Francia, de donde las traían.

El secretario proponía disminuir los derechos de exportación del 
añil, del cacao y de los cueros al pelo, en caso de que se consolidara la 
deuda flotante, y de lograrse esto, simplemente eliminarlos. La organi­
zación de los puertos era otra propuesta para combatir el contrabando 
y desarrollar el país. Unos deberían ser para la exportación, otros para 
la importación. El puerto de Carenero o el de Boca de Paparo debía 
ser para la exportación de los productos de los valles de Rio Chico, Cu- 
riepe, Caucagua y Capaya. Igual debía hacerse con los puertos de Cu- 
marebo, Zazárida y Adícora: sólo para la importación. Como la falta de 
caminos era uno de los obstáculos e que afrontaban los agricultores, 
debía permitirse que los buques, nacionales o extranjeros, recogieran 
los frutos en sus costas y vinieran a verificar los cargamentos, y a pagar 
los derechos a los puertos respectivos. Otro de los asuntos abordados se 
refería al comercio con la Nueva Granada. No había, en una palabra, 
cuestión económica de jerarquía que no fuera tratada y a la cual no se 
le ofreciera alternativas. Como en todas, el Congreso tenía la palabra 
final. A  él solo le competía analizar y proponer.

Al presentar la Memoria el 20 de enero de 1833, el secretario de Hacien­
da puede hablar en términos diferentes al denominador común de un Es­
tado desamparado y en permanente déficit. Sus palabras revelan el gran 
cambio operado en el manejo del Estado y en su realidad. Habló así:

Por resultado de este nuevo orden de cosas es que en el año económico a que se refiere 

la cuenta que voy a dar a las Cámaras, no sólo se satisficieron todos los gastos de la
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administración, y  una gruesa suma de las deudas del Estado, sino quedó en caja un so­
brante de consideración, cuando en ningún tiempo, ni bajo el régimen colonial español, 
ni bajo el sistema departamental de Colombia fueron bastantes las rentas y contribu­
ciones para pagar las erogaciones ordinarias, no obstante que entonces existían varios 
impuestos que están ya suprimidos o han sido cedidos a las provincias. El Congreso 
verá en el discurso de esta Memoria y en los estados y documentos que se le pasaron, la 
comprobación de lo que llevo dicho.

Santos Michelena puso todo el énfasis en aquella circunstancia tan 
excepcional en los anales de un Estado como el venezolano, con supe­
rávit fiscal. Fue el primer gran secretario de Hacienda, y durante esos 
años hasta el arribo de los Monagas la Hacienda pública tuvo el sello 
de quien fue precursor de la organización de las finanzas públicas en 
Venezuela, del equilibrio presupuestario y de la transparencia en la 
rendición de cuentas.

Michelena, ya se vio antes, se formó en Filadelfia y allá estudió a fon­
do y adoptó como suyos los principios del liberalismo económico. Con­
tribuyó a difundirlos en Venezuela al punto de que, como lo observó la 
historiadora Lucía Raynero, el liberalismo era la doctrina de la Sociedad 
Económica de Amigos del País: “Los integrantes de la Sociedad estaban 
convencidos de que, a través del estudio de la economía política aplica­
da a las circunstancias del país, se haría una nueva y moderna nación”. 
Según la historiadora, sus miembros pensaban que de la práctica de 
los principios establecidos por Smith, dependía la felicidad general y 
particular. Raynero cita uno de los documentos de la Sociedad donde 
se asume la profecía liberal con la fe de una religión:

Desde que el célebre escocés Adam Smith (...) fundó verdaderamente esta ciencia (...) el espí­
ritu humano ha dado un paso gigantesco, y las ciencias, la agricultura, el comercio, las ar­
tes, y cuanto distingue a los pueblos civilizados han sentido la necesidad de su auxilio para 
conseguir la mejora social, y rivalizar con éxito a los Estados más avanzados. Toda la Europa 
reconoció la importancia de la propagación de estos conocimientos, y su novedad hizo una 
verdadera revolución en las ideas, saliendo de esta lucha diversas producciones, que, preconi­
zando siempre el influjo de la economía en la conveniencia universal de los hombres, marcó 
una época, desde la cuál podría buscarse la dicha general y particular en la observancia 
estricta de las luminosas reglas que inculcan el modo de consumir reproduciendo.



José Antonio Paéz



El Tratado Michelena-Pombo

El 21 de noviembre de 1831, el secretario de Relaciones Exteriores de 
Colombia envió a su colega venezolano, Santos Michelena, un ejem­
plar de la Constitución de Nueva Granada como Estado independien­
te, y le expresaba la disposición “a entrar con Venezuela en convenios 
y pactos de unión que afianzasen la amistad de los dos pueblos”. En 
su A utob iogra fía , el Presidente José Antonio Páez refiere que el 18 de 
enero de 1832, el ministro contestó la nota encareciendo los méritos 
adquiridos por uno y otro pueblo en la guerra de independencia, la 
cual había exigido la unión de ambos en un solo cuerpo de nación. 
Mas habiendo cesado el peligro, afirmó el memorialista, cada parte 
comprendió que era conveniente la separación, sin que por eso dejara 
de convenirle a cada una de ellas entrar en pactos y tratados. Citada 
por Páez, la nota de Michelena decía:

Los principios de política que profesa la nación granadina son cabalmente los mis­

mos que proclamó Venezuela al acto de reasumir su soberanía, a saber: respetar la de 

los demás pueblos, igualmente que la integridad de sus territorios, no injerirse en sus 

asuntos domésticos ni en sus disensiones por formas de gobierno, y arreglar definitiva 

y amigablemente sus intereses recíprocos.
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Si el peligro fue común, y si la defensa de unos mismos intereses los constituyó en un 

solo cuerpo de nación, ahora los obliga a dividirse el derecho de su propia conservación, 

para que cada cual por sí sola pueda asegurar mejor el privilegiado objeto por cuya 

adquisición vertieron, juntas en m il combates, la sangre de sus hijos, siendo el recuerdo 

de sus antiguas glorias un nuevo incentivo para gozarse de su presente situación.

El 31 de enero, al instalarse el Congreso, el vicepresidente Urbaneja 
informó sobre el intercambio de notas entre los secretarios de Rela­
ciones Exteriores. Las cámaras resolvieron que, según el art. 227 de la 
Constitución, los Congresos deben procurar “que se verifiquen los pac­
tos de federación que unan, arreglen y representen las altas relaciones 
de Colombia”, y en consecuencia aprobó una resolución de cinco artí­
culos que trataban de orientar las relaciones con la Nueva Granada y 
Ecuador. Que los reconocía, en primer término, como Estados y que en­
viaría dos comisionados a Bogotá para que iniciaran las negociaciones 
pertinentes. Les señalaba a los enviados una agenda de nueve princi­
pios que debería orientar sus negociaciones, entre otros: Que los tres se 
unan para tratar con España o cualquiera otra potencia, descartar las 
armas para la solución de querellas, hacer causa común para la defensa 
de su integridad territorial e independencia, concertar el arreglo de la 
deuda de la Gran Colombia, fijar los derechos de importación con res­
pecto a países extranjeros, unificar pesos y medidas, así como el valor 
de la moneda, garantizarse mutuamente la forma de gobierno republi­
cano, y procurar la abolición del “ignominioso tráfico de esclavos”.

El segundo Congreso constitucional escogió al señor José Eusebio Ga­
llegos y al general Francisco Carabaño para iniciar las negociaciones, 
pero ambos se excusaron porque, como nota el general Páez, “se ha­
blaba de federación” . Una palabra con demasiadas implicaciones en 
ese momento. Al secretario de Hacienda y Relaciones Exteriores, Santos 
Michelena, quien se separa provisionalmente del cargo para viajar a 
Bogotá, le corresponderá conducir todo el proceso, incluida la cuestión 
de límites entre Venezuela y la Nueva Granada, además de la negocia­
ción sobre el prorrateo de la considerable deuda de la Gran Colombia.

De julio de 1833 a 1834 lleva en esa ciudad el más intenso traba­
jo: negocia los tratados en los primeros seis meses de su misión; en
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1834 su atención se centra en el curso de las discusiones parlamen­
tarias que entonces se inician en un país y en otro, y no desatiende 
los asuntos de la economía y de las finanzas de Venezuela, puesto que 
si bien se había separado de la secretaría de Hacienda y Relaciones 
Exteriores, continuaba siendo no sólo su titular sino el hombre de 
mayor influencia en las cuestiones económicas y el gran reformador 
y modernizador de la hacienda pública.

El 29 de agosto, Santos Michelena presentó sus credenciales al Presi­
dente de la Nueva Granada, Francisco de Paula Santander. En la cere­
monia el enviado expresó: “Paz, amistad y concordia con los estados 
del Centro y Sur de Colombia fue la divisa que en 1829 adoptó Ve­
nezuela, cuando por el espontáneo y unánime pronunciamiento de 
todos sus pueblos recobró su nacionalidad”.

Michelena reiteró los principios que aconsejaron la separación de 
la Gran Colombia, y sin grandes concesiones al protocolo, alude a la 
tiranía que convirtió “a la Nueva Granada en un teatro de discordias 
civiles”. Su presencia en Santafé de Bogotá debía entenderse, por tanto, 
“como un testimonio irrefragable de los amistosos sentimientos, y de la 
perfecta estimación de mi gobierno hacia el de la Nueva Granada”.

El Presidente le respondió: “ ...puedo asegurar que me encontraréis 
siempre dispuesto a ejecutar el voto de mi patria, definiendo nuestras 
recíprocas relaciones, deslindando nuestras cargas comunes, y dando 
constantemente pruebas de verdadera amistad y fraternidad al go­
bierno y al Estado de Venezuela”.

Entre 1833 y 1834, el ministro plenipotenciario trabaja con intensi­
dad y con inteligencia; negocia con la contraparte granadina y negocia, 
cuestión no menos ardua y, a veces conflictiva, con los políticos de Ca­
racas que carecían de su visión y de su formación de estadista. Aborda 
simultáneamente todos los asuntos porque de una manera o de otra 
constituyen una intrincada red de intereses: deuda, alianza, comercio, 
límites. Ambos negociadores, Lino de Pombo y Santos Michelena, dis­
frutaban de gran categoría intelectual, habían sido ministros de Esta­
do, cumplido misiones en países europeos, poliglotas, ambos tomaron 
las armas en la adolescencia, y nacieron el mismo año de 1797. Por su 
enciclopedismo, Pombo fue llamado “el sabio de las siete esferas”.
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Michelena resolvió con éxito indudable el problema del prorrateo 
de la deuda de la Gran Colombia. José Gil-Fortoul, al analizar lo que 
llama “negociación larga y difícil”, dice que el representante colom­
biano “proponía como base la riqueza relativa de cada República”. 
Santander sugería dividirla en nueve partes, cuatro para la Nueva 
Granada, tres para Venezuela y dos para Ecuador. Santos Michelena 
sostuvo el principio de que debía ser proporcional a la población de 
cada país, como fórmula equitativa, y así fue suscrita la convención. 
Rechazada por el Congreso granadino en los años 35 y 36 porque “la 
consideró demasiado ventajosa para Venezuela”, finalmente fue apro­
bada en 1837 y en abril del 38, Michelena viajó otra vez a Bogotá para 
suscribir la convención con Rufino Cuervo (por Colombia) y Francisco 
Marcos (por Ecuador). La deuda de la Gran Colombia era tan cuantio­
sa que el 28,5% del total significaba para Venezuela más de 38 millo­
nes de pesos. Si recordamos que los ingresos totales de aquel año 1831 
fueron de menos de un millón y medio de pesos, podemos imaginar 
la extrema pobreza de Venezuela al iniciarse la República.

El 14 de diciembre de 1833 los negociadores Michelena y Pombo sus­
cribieron el “Tratado de Amistad, alianza, comercio, navegación y lími­
tes”, y una convención complementaria sobre el método de consolidar la 
alianza. “Pero no fueron tan afortunados estos pactos como la ventajosa 
convención sobre la deuda”, se escribe en la Historia constitucional de Vene­
zuela. Veamos la observación fundamental del doctor José Gil Fortoul:

Una simple mirada al mapa demuestra que los Congresos venezolanos, de 1836 a 

1840, cometieron un error negándole al Ejecutivo la autorización de reabrir negocia­

ciones diplomáticas, para modificar ventajosamente, o aceptar como estaba, el Tratado 

Michelena-Pombo, cuyas estipulaciones, en todo caso, resultan más favorables que la 

frontera del laudo, pues ésta, en el Norte, no empieza ahora sobre la costa del mar de 

las Antillas sino dentro del golfo de Maracaibo, y en el sur penetra hasta la vaguada del 

Orinoco, haciendo un ángulo entrante desde el Apostadero del Meta.

Pocas tareas son tan complejas en las relaciones entre Estados como 
las negociaciones de límites, y mayor es la complejidad entre vecinos 
que tuvieron un mismo soberano y una misma Metrópoli, e igual le­
gislación, cuyas fronteras eran objeto de decisiones administrativas
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que variaban según las circunstancias. Este fue el caso de Venezuela 
y Colombia, y por consiguiente, la misión de Michelena, negociador 
solitario, quien desprovisto de toda ayuda, confrontó problemas y 
generó discrepancias analizadas en su tiempo, con la carga de sub­
jetividad inherente a los debates parlamentarios y en los escenarios 
políticos. No pocas veces en la historia de Venezuela los duelos parti­
distas, de suyo precarios, determinaron grandes equívocos por comi­
sión u omisión. El tratado Michelena-Pombo tuvo, como anotaron Gil- 
Fortoul, González Oropeza y Donís Ríos, ventajas y desventajas. Vale 
la pena, quizás sea lo pertinente, presentar las diferentes posiciones, 
de entonces, y de nuestra época, sin pretender abarcar todo lo que 
se pueda haber escrito, pero prestándole atención también al debate 
parlamentario que tuvo lugar y determinó el rechazo del convenio 
por parte del Congreso venezolano en diferentes periodos.

Veamos en primer lugar, dos obras de especialistas en asuntos territoria­
les. Una de ellas, Historia de las fronteras de Venezuela,- escrita por Hermann 
González Oropeza y Manuel Donís Ríos, en 1989. Se trata de una explora­
ción al laberinto de territorios que variaban de jurisdicción. El capítulo, 
“Las fronteras occidentales de Venezuela, puntos clave de una historia lie  
na de vaivenes”, ilustra la extrema complejidad a que hacemos referencia. 
Los autores analizan el proceso territorial y político, y elementos funda­
mentales del proceso de límites, como son: “La Ciudad Gobierno de San 
Faustino” y “La Comandancia de Bacinas, definidora de la frontera llanera 
con Colombia”. Ocurrió en el proceso de negociaciones lo que llaman una 
distorsión de la línea fijada por la Real Cédula de 1786, y observan:

La historia de cómo se llegó a esta distorsión del “Uti Possidetis Iuris” autentico, pro­

cede de la línea Michelena-Pombo acordada al comienzo de la disputa de límites entre 

Colombia y  Venezuela independientes, cuando se había convenido esa línea, sin tener 

conocimiento de la Real Cédula de la Comandancia de Barinas. A l introducir términos 

procedentes de esa línea Michelena-Pombo y aplicarlos a unos accidentes geográficos 

distintos descritos en la Real Cédula, se produjo tal deformación limítrofe.

El Laudo español que tenía ante sí un título claro de derecho territorial, adoptó inex­

plicablemente la argumentación de Colombia que quería una línea de “Uti Possidetis 

Facti”, para ese sector. En resumen, se confundió entre el término “Barrancas del Sara- 

re” de la Cédula con el de “Departamento del Sarare” del tratado Michelena-Pombo,
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distorsionando lo que era claro en la Cédula creadora de la Comandancia de Barinas. 

Se aceptaron alegatos factuales como sería la fundación por el Virreinato del pueblo de 

Arauca, sacrificando los derechos taxativos del derecho de la Cédula.

En el capítulo, “El largo proceso de límites entre Venezuela y Colom­
bia”, González Oropeza y Donís Ríos manifiestan otra observación al 
tratado suscrito el 14 de diciembre de 1833, como punto de origen 
de las negociaciones, y anotan que fue “rechazado por el Congreso 
venezolano debido a que lesionaba los intereses nacionales en varios 
sectores de la frontera en la Guajira, San Faustino y al occidente del 
Eje fluvial Orinoco-Atabapo- Guainía-Río Negro”.

La segunda obra que analiza con igual criterio el tratado Michelena- 
Pombo se titula La década fundam enta l en la controversia de lím ites entre 
Venezuela y  Colombia, 1881-1891, de Pablo Ojer. Antes de analizar la déca­
da objeto esencial del estudio, y a manera de introducción, el histo­
riador se refiere a los puntos críticos del convenio, en términos más o 
menos similares a los de González Oropeza y  Donis Ríos. En abono de 
Michelena, Ojer anota al referirse a la frontera llanera: “El error se de­
bió a influencia de Codazzi, a quien Michelena consultó en Valencia 
cuando iba camino de Bogotá, y cuyos mapas fueron enviados a nues­
tro negociador en copias hechas por los alumnos de la Academia de 
Matemáticas”. Sin embargo, Ojer no pretendía crucificar al geógrafo 
ni tampoco a Michelena. En descargo de ambos, escribió:

Naturalmente que Codazzi, al igual que Michelena, y el propio Gobierno venezolano, 

ignoraba la existencia del mencionado título, de manera que el error no les es imputa­

ble en todo rigor, si bien el vocablo “Laguna del Término” (el nombre propio era “Laguna 

del Término Divisorio”) sí debía haber sido interpretado correctamente en función de lí­

mite interno de las jurisdicciones de la Capitanía General, sin que para ello tuviera que 

ver el Virreinato de Nueva Granada ya que para entonces se le había desincorporado la 

Provincia de Maracaibo a la que pertenecía la jurisdicción de Barinas.

En cuanto a Santos Michelena, el historiador añadió con objetividad:

Los legisladores en el lapso 1835-40 se apoyaron en serios y bien fundados razonamientos 

para rechazar el proyecto de tratado Michelena-Pombo, aunque, independientemente de
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la polémica suscitada en aquella época, no hay duda de que la línea acordada habría 

salvado los intereses vitales de Venezuela en dos áreas críticas de extraordinaria sensibi­

lidad. El Golfo y la que denominamos médula fluvial Orinoco-Atábapo-Río Negro.

Pero es necesario comprender a los legisladores que tomaron muy a pecho la discusión 

del proyecto sometido por el Ejecutivo a su discusión. En cuanto a la Guajira, estaban 

convencidos de que a Venezuela le correspondía, de conformidad con el Uti Possidetis 

Iuris de 1810, no toda la Península, pero sí El Cabo de la Vela, pues entendieron que 

hasta allí llegaba la antigua Provincia de Venezuela en virtud de la capitulación de los 

Belzares en 1528.

Cuando Michelena envía el tratado a Caracas le escribe al general 
Carlos Soublette, y le expresa con franqueza:

Allá va el tratado: ¡Ojalá que agrade! ¿Qué digo? ¡Ojalá que no parezca malo! Es muy 

difícil si no imposible acomodar las cosas al paladar de todos. Siento no llevarlo yo para 

sostenerlo con buenas razones. Muy de carrera he puesto la nota que lo acompaña ana­

lizando algunos puntos: ésta y las anteriores explican los motivos y los objetos de varias 

de las estipulaciones. Si soy entendido confío en que el gobierno lo aprobará todo y estoy 

cierto que nadie habría trabajado más ni con más celo; que tampoco habría obtenido 

tanto. El Presidente ha dicho a varios y hoy a m í mismo que la habilidad y carácter 

del negociador le habrían hecho acceder a más de cuatro cosas. No es por jactancia ni 

vanidad que se lo comunico a usted sino para que juzgue las dificultades que he tenido 

que allanar y lo mucho que ha habido que negociar...

El tratado fue aprobado por el Congreso neogranadino en 1834; fue 
discutido y rechazado por los congresos venezolanos de 1834, 35, 36, 
38, 39 y 40. Contra la percepción de que senadores y diputados no 
habían actuado con fundamentos, Pablo Ojer demostró lo contrario. 
Tomás Michelena, además, incluye en su biografía la documentación 
producida por el Congreso, los informes de las comisiones parlamen­
tarias que ilustran las tesis sostenidas. Es preciso resaltar que casi 
media Península de la Guajira quedaba bajo soberanía venezolana, y 
Colombia sin costas en el Golfo de Venezuela. Sobre las consecuencias 
del rechazo, escribió Tomás Michelena a fines del siglo XIX:

Hubo entonces quienes opinaron con Michelena en pro de las bases establecidas, pero 

la mayoría del Congreso desechó lo que más tarde se deseó por muchos, considerándose
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como grave falta haber negado lo que convenía, tanto que ese acontecimiento tuvo eco 

placentero en las regiones oficiales de la Nueva Granada, donde no tenía simpatías 

dicho Tratado.

“El tiempo lo dirá”, añadió el biógrafo. Y como si escribiera un epita­
fio: “Sometida actualmente la cuestión a la Regente de España, con el 
carácter de árbitro de derecho, la solución definitiva servirá al fin a la 
crítica de aquel Tratado”. Todos sabemos las derivaciones de este episo­
dio. Al glosarlo, el hijo y biógrafo, hizo una reseña de las diversas ma­
terias de que constaba: resolvía de modo equitativo la compleja cues­
tión de los límites territoriales, moderando las aspiraciones máximas 
de cada país; echaba las bases de la prosperidad comercial, dándole a 
Venezuela posibilidades para su desarrollo industrial; consagraba el 
arbitraje; consignaba la extradición para los culpables de delitos co­
munes; regulaba la navegación entre los dos países. “... y sólo en uno 
de sus artículos, el 6fi, la filantropía de los Plenipotenciarios, hubo de 
errar (anota el biógrafo), pues al pretender ellos facilitar la paz y el 
orden entre ambos pueblos, olvidaron los peligros consiguientes a la 
intervención armada del amigo y vecino en las contiendas internas”. 
El propio negociador discrepaba del artículo y así se lo expresó al ge­
neral Soublette: “Lo único en mi concepto que tiene de desaprobable 
el Tratado es el artículo en cuestión, y me será agradable saber que 
el Congreso lo ha desaprobado”. En verdad, ambos plenipotenciarios, 
como lo revelaron a su vez, desconfiaban del artículo 6°.

En materia de comercio, Michelena tenía una concepción bien fun­
dada en las experiencias de otros países y en su formación eminente­
mente liberal; sus convenios sobre los asuntos de comercio le depara­
ron enfrentamientos con el Consejo de Estado y con el Congreso, que 
él responde en sus cartas al General Soublette, a quien le dice el 11 de 
enero de 1834:

Con el mismo derecho y la misma justicia con que se pretende que en nuestras adua­

nas se cobren los derechos de importación de mercancías que se consumen en la Nue­

va Granada, introducidas por Venezuela, puede pretender que la Tesorería de aquélla 

derrame en la de ésta todos sus ingresos, o cualquiera otra cosa derogatoria de su 

soberanía.
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Michelena le pide al General que estudie, medite y compare las ob­
servaciones que le hacen desde Caracas “con el derecho de gentes, con 
la diplomacia comercial, y con la práctica de todos los pueblos donde 
se conocen los establecimientos de Entrepuertos, y dígame si no está 
bien calificada la recomendación”.

Lo que había concebido Michelena sobre el comercio de tránsito fue 
sujeto de diversas objeciones por parte del Consejo de Estado y del 
Ejecutivo. El ministro le envía al vicepresidente extractos de tratados 
entre naciones fronterizas europeas, pero también sobre los conve­
nios logrados entre el Perú y Ecuador, entre el Perú y Bolivia o entre 
México y Guatemala, para que comprendan “cuán ventajosamente 
se ha arreglado el comercio de tránsito entre Venezuela y la Nueva 
Granada para los intereses de la primera”. El paciente negociador se 
fatiga finalmente y le dice al General: “Basta ya de datos y reflexiones 
sobre esta cuestión. Suplico a U. vuelva a leer a Vatell: libro 2S., cap. 
10s, págs. 131 a 134, y libro l 9, 92 íntegro”. Quiere, en una palabra, 
desvanecer los errores a que han inducido al General.

Michelena había dado por concluida su misión en Bogotá, a co­
mienzos de 1835. Al despedirlo, el Presidente de la República le dijo: 
“Me congratulo de que en los tratados celebrados se hayan resuelto 
cuestiones que parecían difíciles, y se hayan afirmado las bases de la 
amistad y unión más íntima entre el pueblo de la Nueva Granada y el 
pueblo de Venezuela”.

El tratado es considerado por primera vez en el Senado venezolano 
y el 10 de febrero de 1834, la comisión especial rinde su informe. Es 
un informe positivo, en líneas generales. No hay mención al artículo 
sobre límites, el más importante del tratado, con lo cual se infiere 
que era aceptado. En cambio, sus observaciones se concentran en el 
famoso art. 6e sobre el compromiso de causa común contra los conflictos 
armados que pudieran surgir en uno u otro país. El informe dice:

La comisión a que se ha pasado el Tratado de Amistad, Alianza, Navegación, Comer­

cio y Límites, concluido entre las dos Repúblicas de Venezuela y Nueva Granada, tiene 

hoy la satisfacción de informaros que, en su generalidad, los artículos que contiene, 

abrazan todas las bases sobre lasque debe fundarse la paz y prosperidad de ambos paí­

ses, estrechando sus relaciones fraternales de paz y  de comercio. Son pocos, sin embargo,



Biblioteca Biográfica Venezolana

48 Santos Michelena

los reparos que ocurren a la comisión: el primero es relativo al artículo 6-, por el cual se 

comprometieron los dos Estados a hacer causa común contra las facciones, debiendo al 

efecto auxiliarse mutuamente con sus fuerzas militares y más medios de poder.

La comisión puntualizó sus observaciones así:

Nada habría más perjudicial para ambos estados activa y pasivamente que el que 

uno debiese intervenir en las desavenencias interiores del otro. Han sido siempre muy 

temibles y odiosos los abusos de una intervención armada; y  deben serlo aún más por su 

naturaleza a los gobiernos populares. Las repúblicas esencialmente han de ser siempre 

pacíficas, pues aún los mejores resultados en sus empresas de armas alteran el orden 

y la igualdad de los ciudadanos, de que depende el equilibrio y  armonía de su estado 

interior. Demasiado tiene que hacer cada nación con sus propias zozobras e inquietudes 

para comprometerse en las ajenas. Además en el caso del citado artículo, si la sedición 

no es de importancia, la acción propia e inmediata del gobierno será bastante eficaz 

y poderosa para reprimirla. Pero si al contrario, es trascendental, si la favorecen los 

pueblos, si la nación se divide en dos o más partidos y de ellos resulta la guerra civil, 

sería muy difícil y muy peligroso al estado vecino mezclarse en el incendio para decidir 

con las armas de qué parte se halla la razón y la justicia. Verdad es que en tal caso, la 

prudencia y la necesidad de la propia conservación le harían abstenerse, pero aún esto 

mismo le comprometería en la infracción del artículo, poniendo así en contradicción 

con sus deberes la fe de los tratados.

Así, la primera comisión parlamentaria que analizó el tratado, se li­
mitó a descartar el art. 6e y a proponer modificaciones (no substancia­
les) a los artículos 7° (sobre extradición de delincuentes), 82 (sobre el 
arbitraje), y 149 (sobre comercio de tránsito), al tiempo que no aludía 
al art. 71 -, es decir, el que establecía los límites territoriales.

La comisión de la Cámara de Representantes (integrada por Pedro 
Briceño Méndez, Manuel Felipe de Tovar y Valentín Espinal) fue más 
allá que la del Senado. Rechazó el art. 69 y al negarlo prácticamente 
consagró el derecho de rebelión en estos términos:

En los gobiernos populares representativos, tales como los que se hallan establecidos 

en las dos Repúblicas contratantes, no siempre es fácil decidir sobre la justicia o legali­

dad con que el pueblo intente resistir las demasías del poder; y llamar en tales casos a 

un pueblo extraño a intervenir, a mano armada, en la decisión por requerimiento del
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gobierno que se juzgue amenazado, equivale a negar al pueblo el derecho imprescripti­

ble que tiene de oponerse a toda opresión y  a toda tiranía.

Coincidió con el Senado en cuanto al arbitraje, y pasó a analizar el 
art. 27° de manera muy crítica, y así expresó:

El expediente en esta parte está enteramente desprovisto de fundamentos para juz­

gar con acierto; y esta sola razón parece suficiente para suspender la decisión, y  no com­

prometer los derechos de la nación en un negocio de tanta gravedad y trascendencia, 

sin tener a la vista y examinar detenida y escrupulosamente todos los documentos que 

de ambas partes puedan producirse.

Sobre el fondo de la cuestión, o sea, los límites, los senadores sostu­
vieron:

En general es de observar por ahora que la fijación del Cabo de Chichivacoa, como 

principio de la línea, es notoriamente perjudicial a la República que pierde sesenta y 

dos millas de costa, y entre ellas una magnífica bahía y tres puertos regulares, a saber: 

Bahía Honda, Bahía Chica, Pórtete y el Cabo de la Vela.

Preocupaba también a senadores y diputados que el pequeño pue­
blo de San Faustino quedara en territorio colombiano. Lamentaron 
que el tratado comprendiera tan diversos asuntos, porque juzgó in­
objetables los artículos correspondientes a la amistad y la alianza, 
los .cuales podían suscribirse como asunto aparte, dada la necesidad 
de defenderse del enemigo común. Objetó también la extradición de 
reos de delitos comunes porque podrían confundirse con los delitos 
políticos. Rechazó con muy extensos argumentos y consideraciones 
los artículos referentes al comercio marítimo y terrestre, alegando 
que Colombia era el país beneficiado de modo unilateral. Igual re­
acción expresó frente a la navegación libre de los ríos comunes. La 
conclusión final fue ambivalente, reconociendo que

del análisis hecho resulta que el tratado es admisible en su mayor parte y no es quizás 

conveniente invalidarlo en su totalidad”, propuso que: "...sin decir que se aprueba o 

reprueba ni en todo ni en parte, sino que se suspende la prestación del consentimiento
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o aprobación del Congreso hasta que el Poder Ejecutivo allane las dificultades e incon­

venientes que se han expuesto...

El tratado (observa Tomás Michelena) le daba ventajas a Venezuela 
en el Casanare y el Meta y cortaba la Guajira en partes iguales. En 
1836, el Congreso aprobó el tratado, pero negó su consentimiento al 
artículo 6S (intervención en conflictos internos) y a los artículos 272 y 
28e sobre la cuestión de límites, y así se consagró por decreto. Firma­
ron, el Presidente del Senado, Ángel Quintero, y el Presidente de la 
Cámara de Diputados, Juan Manuel Manrique. Suscribió el ejecútese 
el presidente José María Vargas y el Secretario de Relaciones Exterio­
res, José Eusebio Gallegos.

El Senado en 1838 volvió al asunto, abriendo las posibilidades de su 
renegociación. Así expresó:

No se trata de examinar cuáles debieran ser los límites entre Venezuela y Nueva Gra­

nada; si la demarcación estipulada en 1833 es o no natural, y  si en caso de aprobarse, 

una o más de nuestras provincias quedarán perjudicadas; sino de saber hasta dónde 

alcanzaba en 1810 la Capitanía General de Venezuela y empezaba el Virreinato de 

Santa Fe. Enunciada así la cuestión no es difícil resolverla, consultando los documentos 

exhibidos por ambas partes contratantes.

El Senado reconoce las dificultades de delimitar entre países que fue­
ron dependientes de una misma metrópoli y, además, desiertos en la 
gran extensión de sus fronteras; por tanto, no era presumible que se 
hubiera trazado una línea clara de separación, y si pudo haber sido útil 
por alguna razón en tiempos del régimen español, dejó de ser necesaria 
desde que ambos países formaron parte de la República de Colombia. 
De ese modo le concedía razón a los plenipotenciarios al haber con­
venido en torno a los puntos menos controvertibles y haber remitido 
a los demarcadores la fijación precisa de los límites. “... este y no otro 
(pensaron los discretos senadores de 1838) era el medio de llevar a cabo 
con lealtad y buena fe, una negociación en la cual bien pudieran haber 
comprometido los intereses de sus respectivos gobiernos”.

La comisión del Congreso de 1838 enfrenta su criterio a los congre­
sos de 1835 y 1836, al expresar: “Por el artículo 27s del citado tratado
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ha de partir la línea limítrofe del Cabo de Chichivacoa, en la costa del 
Atlántico; y si bien la designación de este punto ha sido considerada 
perjudicial a Venezuela por las dos comisiones que informaron en 
1835 a sus respectivas cámaras, no es menos cierto, en concepto de 
la comisión, que ella está basada en una estricta justicia”. Los sena­
dores refutan el criterio de los diputados de 1836 sobre la falta de 
fundamentos para juzgar con acierto. Si los diputados poseían do­
cumentos, ¿por qué no los produjeron? preguntan en una polémica 
postuma, quizás inevitable, quizás también inconveniente, puesto 
que el proceso estabá abierto. Los senadores reconocen que la Nueva 
Granada “ha presentado documentos que prueban hasta la evidencia 
que el Pórtete y Bahía Honda les pertenecen, como que hasta ellos se 
extendía la autoridad de sus virreyes”.

Los senadores exhiben tantos datos como si fueran abogados de la 
parte contraria: corrieron, simplemente, el riesgo común de estas po­
lémicas. Los documentos que pedían tan ardorosamente los diputa­
dos se encontraban en poder de la propia Cámara. Codazzi pensaba 
que la Guajira no pertenecía a ninguno de los dos países; en todo 
caso, la Península fue dividida en dos “pensando que algún día podría 
ser región civilizada”.

En lo que respecta a San Faustino, punto central de la desaproba­
ción del tratado, (que no debió ser entonces más que una modesta 
aldea, aunque con el título de ciudad y dependiente directamente 
del Rey de España, porque así le convenía a la compañía guipuzcoa- 
na), los senadores debatieron con tal erudición (e imprudencia) que 
olvidaron una vez más que la cuestión no estaba resuelta o que estaba 
muy lejos de serlo. La Nueva Granada no necesitaba más argumentos 
ante la Regente de España, como árbitro de derecho, que los suminis­
trados por este debate venezolano de 1838.

En cuanto al art. 6 - sobre intervenciones en los conflictos de cada 
país, murió de muerte natural al ser descartado por ambos congre­
sos. En última instancia, la comisión del Senado (integrada por Án­
gel Quintero y Juan Manuel Cajigal) recomendó que en vista de que 
estaba a punto de vencerse el plazo para la ratificación del tratado en 
agosto de ese año, debía procederse a su aprobación.
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En 1839 (el 28 de febrero), otra comisión del Senado recomienda 
también aprobar el tratado, luego del más pormenorizado estudio. 
El informe fue suscrito por los senadores José María Vargas, Juan Ma­
nuel Cajigal, Andrés Narvarte y José M. Tellería. En 1840, la Cámara 
de representantes lo desaprueba. Tantas contradicciones en el curso 
de siete años ilustran apenas la complejidad política de la época y la 
diversidad de percepciones.

Un momento señala el cambio radical de la posición colombiana: 
cuando Fermín Toro va a Bogotá en 1844 con ánimo de revivir los 
lineamientos generales del Tratado Michelena-Pombo, encuentra una 
actitud completamente opuesta en su interlocutor, el Ministro de 
Relaciones Exteriores Joaquín Acosta, coronel y geógrafo. Colombia, 
simplemente, tiene nuevos papeles que le permiten variar su posi­
ción, papeles que no conoció Lino de Pombo. Toro y Acosta suscriben 
un protocolo del cual José Santiago Rodríguez dijo:

El protocolo de esas conferencias es uno de los más elocuentes documentos que pueden 
mencionarse en la historia de la disputa de límites entre Venezuela y Colombia (...) Pero 
el caso es que desde el momento que señaló ese Protocolo, cambió radicalmente el criterio 
de la Cancillería colombiana, con respecto a las cuestiones limítrofes con Venezuela.

Quizás el humanista de las Reflexiones pensó que la historia le ha­
bía deparado una prueba ingrata al ser protagonista de un episodio 
como éste. A  partir de entonces, el tratado de Santos Michelena entra 
para siempre en el ocaso. En un proceso laberíntico de negociaciones 
bilaterales y de interferencias domésticas, y uno de cuyos momentos 
finales fue descrito por José Santiago Rodríguez con admirable erudi­
ción: es el encuentro entre dos personajes que hacían de la discrepan­
cia el orgullo de sus vidas: el venezolano Antonio Leocadio Guzmán y 
el expresidente colombiano Miguel Murillo Toro. La mesa de negocia­
ciones se convierte en tribuna y la retórica envanece a los interlocuto­
res. Del último dijo el embajador Rodríguez:

Ningún panegirista suyo se atrevería a sostener que sabía dominar sus ímpetus y que de su 
pluma y desús labios no se escaparan, en veces, expresiones que rompían la serenidad de un 
diálogo de Cancillerías e influían grandemente en la ruina de los proyectos de conciliación.
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Al venezolano lo dibujó de esta manera:

El señor Guzmán, por su parte, era uno de los espíritus más apasionados que ha 

producido el continente americano, y para él nunca estuvieron abiertos los caminos de 

la armonía. (...) Él fue siempre un periodista de combate para quien, en toda época, la 

intolerancia y la polémica estuvieron por encima de la prudencia y la equidad.

Ambos eran amigos personales y ambos eran liberales, y sin embar­
go, privó la otra condición que, al propio tiempo, los unía y desunía: 
el ardor de la polémica, las trampas de la vanidad. Como treinta años 
antes, en este encuentro de 1875, continuaron alejándose las posicio­
nes de ambos países. El 14 de setiembre de 1881, el mismo Antonio 
Leocadio Guzmán suscribió con Justo Arosemena el convenio arbitral 
que puso en manos del Monarca español la solución del conflicto.

Para un conocimiento adecuado del largo proceso que siguió al con­
venio de arbitraje suscrito por Antonio Leocadio Guzmán, el cual se 
prolongó hasta 1941, conviene consultar la extensa y documentada 
obra del Dr. José Santiago Rodríguez. También para sus antecedentes. 
En 1842, por ejemplo, el mismo Lino de Pombo, exministro de Rela­
ciones Exteriores, fue designado Enviado Extraordinario y Ministro 
Plenipotenciario en Caracas con la misión de abogar por la aproba­
ción del tratado de 1833. Demasiado tarde. A España le correspondió 
la última palabra.

Consignemos, finalmente, que en pocas ocasiones los países quedan 
satisfechos con los convenios de delimitación territorial. Si en Vene­
zuela se le formularon observaciones al tratado, también en Nueva 
Granada sucedió lo propio, sosteniendo lo contrario. Quizás valga 
la pena una mirada a la reacción de la otra parte para completar el 
cuadro. En la H istoria  d ip lom ática  de Colom bia del tratadista Raimundo 
Rivas la inconformidad se expresó de esta manera:

Es un hecho que no obstante la alta calidad de los negociadores, ninguna de las al­

tas partes contratantes, y en especial la Nueva Granada, habían estudiado a fondo la 

complicada y ardua cuestión de los títulos que debían señalar la línea fronteriza y que 

el Tratado Pombo-Michelena resultaba muy lesivo de los derechos granadinos. En efecto, 

por él se adjudicaba a Venezuela la mitad de península de la Guajira; se trazaba la
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línea en la sección del Catatumbo por las faldas orientales de la cordillera, y, lo que era 

más gravoso, la Nueva Granada perdía una inmensa extensión de sus llanos orientales. 

Esto por cuanto al señalamiento de límites desde el río  Arauca hasta el Paso del Viento, 

y de allí al Apostadero sobre el Meta, y, luego en dirección norte-sur hasta la frontera 

con el Brasil, se desprendía, según el cálculo posterior de la Cancillería colombiana, de 

unas dos m il (2.000) leguas cuadradas y de la navegación, como estado ribereño, de los 

ríos Orinoco, Casiquiare y Río Negro.

Otra opinión en igual sentido se le debe al doctor Alfredo Vásquez 
Carrizosa, quien en su libro Colom bia y  Venezuela, una historia  a torm en­
tada, sostuvo:

Lo más extraordinario, por paradójico e inconsecuente, no es que Venezuela rechazara 

el Tratado de 1833 que le daba el dominio de la Costa Oriental de la Guajira y del Ori­

noco, sino que la Nueva Granada insistiera en su aprobación, luego del prim er fracaso, 

en 1835, p o r medio de la Misión confiada, en 1841, al mismo don Lino de Pombo. Insistió 

en esta ocasión el señor Pombo hasta el extremo de ofrecerle a Venezuela el territorio de 

San Faustino, y cuál sería el desconocimiento de los títulos de ambas partes que, aun 

rogando y solicitando, el Congreso de Venezuela reitera su rechazo. Así quedó olvidado 

para siempre -y  para fortuna de Colombia- el tratado de 1833. Con la Misión Pombo de 

1841, el intento se desvanece y no podrá ser renovado.
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Porque una cosa son los prodigios del laissezfaire en cabeza 

de Santos Michelena, y otra la voracidad de la embestida que 

se va a desatar en pos del numerario. Ninguno de los manuales 

del liberalismo manchesteriano podía prever el encarnizamien­

to ocurrido en Venezuela, como consecuencia de la ley sobre 

libertad de contratos. Desde antiguo se explotaba al necesitado 

y se enriquecían más los ricos en tiempos de penuria, a costa de 

■quienes necesitaban capital para labranzas y cosechas.

Elias P ino Itu rrieta  

Las ideas de los primeros venezolanos. 1987

Una población demasiado escasa, una base agrícola demasia­

do estrecha, una infraestructura pública demasiado precaria, 

instituciones financieras demasiado frágiles, una burocracia 

gubernamental demasiado ineficiente, y un proceso político 

demasiado oneroso, completan la lista.

John Lom bardi 

Venezuela en la época de transición, 2003

En su biografía de José Antonio Páez, el historiador inglés John 
Lynch traza el perfil de la Venezuela de los años 30. Un país de 900.000 
habitantes. “Entre los blancos, unas 10.000 personas -terratenientes, 
comerciantes y sus familiares y parientes- constituían la élite privile­
giada, que monopolizaba el poder y las instituciones, desde la Presi­
dencia hasta las municipalidades”.

La Constitución de 1830 consagraba que para el disfrute del derecho 
de voto se requería ser mayor de 21 años, saber leer y escribir y poseer 
una propiedad que proporcionara ingresos anuales de 50 pesos, o te­
ner profesión o cargo que produjese 100 pesos anuales. Según John 
Lynch, sólo el 8% de la población tenía derecho de participar, aunque
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en la práctica sólo el 4% ejercía ese derecho. “Los años de Páez, fueron 
un paraíso para los propietarios”, dice Lynch. Santos Michelena fue 
figura central en la Venezuela de Páez: sus ideas y sus teorías eco­
nómicas le dieron el signo a aquel período de la historia del país: el 
liberalismo económico, del cual la Ley del 10 de Abril de 1834 no sólo 
es el paradigma, sino el punto definitorio de la época y, sin duda, el 
origen de una muy prolongada y compleja controversia.

Cuando se aprobó la ley, Michelena estaba en Bogotá, pero perma­
necía como titular de la secretaría de Hacienda y Relaciones Exterio­
res: fue bajo su influencia que se concibió, se presentó y se aprobó su 
texto. Sin embargo, no era el único que pensaba de esta manera en 
la República de Páez. En su memoria de 1833 presentada al Congreso 
como secretario de lo Interior y de Justicia, Diego Bautista Urbaneja 
formula un alegato por el liberalismo económico que parece ser el 
preámbulo de la ley del 10 de Abril. No es exactamente competencia 
de su cartera, pero al fin y al cabo era el secretario de la política. Vale 
la pena detenerse en sus planteamientos:

Venezuela duplicaría por lo menos su capital agrícola, urbano e industrial, y de este 
modo marcharía rápidamente a su engrandecimiento si el Cuerpo legislativo reformase 
aquellas leyes civiles que impiden en cierto modo la libre disposición sobre la propiedad, 
aun a aquellas personas hábiles y expeditas para contratar, que no necesitan por tanto 
de la tutela pública o de las leyes. Sabido es que poseemos campos abundantes y feraces, 
y  que nuestra principal riqueza está cifrada en la agricultura; pero que no tenemos 
capitales bastantes para darle aquel impulso que la haría extensa, notable y florecien­
te. Hay, sin embargo, propietarios de fincas urbanas y rurales, más o menos ricos, a 
quienes sus propiedades deberían servir de medio cierto y seguro para obtener capitales 
que emplear, o en nuevos establecimientos agrícolas, o en mejorar y perfeccionarlos que 
tienen; mas esto, que parece tan natural y sencillo, no podrá conseguirse mientras esas 
fincas o propiedades no sean una eficaz y verdadera garantía en favor del “restador”.

No lo son desgraciadamente p or un efecto de dichas leyes, por las cuales las fincas 
hipotecadas a la seguridad de ¡os créditos no pueden rematarse sino por las dos terceras 
partes de su justiprecio, ni es libre a los contratantes pactar sobre el premio o interés 
del dinero que se da y recibe; y de aquí dimana que a un propietario no le sirvan sus 
propiedades para salir de la miseria, o mejorar de fortuna; que los que tienen capitales 
no quieran exponerlos al acaso; y que cuando se resuelvan a hacerlo, sea bajo la esti­
pulación de un precio excesivo, en que sólo pueden convenir prestamistas, que reciban
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préstamos, no para trabajar sino para dilapidar. Nada hay más justo que dejar a cada 
uno en la posibilidad de comprometer y disponer libremente de sus bienes, porque nada 
hay tampoco más cierto sino que ninguno será más cauto, más previsivo y más intere­
sado que el señor en saber y calcular bien sobre aquello a que se obliga. No hablo aquí 
de aquella clase de gentes que, queriendo dilapidarlo todo, todo lo han de errar. Estas 
personas son raras y tienen una suerte peculiarmente suya.

Entonces, es decir, cuando la reforma haga desaparecer los obstáculos indicados, se celebra­
rán contratos dirigidos por la libre voluntad y presididos por la buena fe de los contrayentes; 
y con razón deberá esperarse por resultado que restableciéndose la confianza sobre el estricto 
cumplimiento de los pactos, haya prestadores que, sin el temor de perder sus capitales, los 
den por un rédito moderado, compatible con las utilidades que ofrezcan nuestras empresas 
agrícolas; y  que no habrá en lo sucesivo prestamistas que escudados con los trámites legales, 
concurren a la celebración de sus contratos llevando ya el ánimo de no cumplirlos, menos­
cabando así nuestro crédito en lo general y haciendo que los honrados y laboriosos o no 
encuentren quien los auxilie con su dinero, o tengan que someterse a condiciones demasiado 
onerosas. La utilidad publica reclama, pues, con urgencia la reforma sobre estos puntos 
importantes, y sólo ella me mueve a ponerlos en la consideración del Congreso.

El alegato tan persuasivo y tan apasionado de Urbaneja se identifica­
ba con las ideas y las tesis de Santos Michelena, ausente pero no ajeno 
al proceso. La Ley fue aprobada el 5 de abril por el Congreso, suscrita 
por Manuel Quintero, presidente del Senado, y por Fermín Toro, pre­
sidente de la Cámara de Representantes. El 10 de abril, Andrés Nar- 
varte, como vicepresidente encargado del Poder Ejecutivo le puso el 
Cúmplase, y Diego Bautista Urbaneja, secretario de Interior y Justicia 
el Refrendado. ¿Por qué suscribía Urbaneja una ley que correspondía 
refrendar al secretario de Hacienda? Tal vez por la ausencia de Miche­
lena. Este es el texto, y es pertinente conocerlo en sus 7 artículos.

El Senado y la Cámara de Representantes de la República de Venezuela, reunidos en 
Congreso.

Considerando,
Que la libertad, igualdad y seguridad de los contratos son uno de los medios podero­

sos que puede contribuir a la prosperidad de la República, decretan:
Art. 1 ° Puede pactarse libremente que, para hacer efectivo el pago de cualquiera 

acreencia, se rematen los bienes del deudor por la cantidad que se ofrezca por ellos el 
día y la hora señalados para la subasta.



Biblioteca Biográfica Venezolana

58 Santos Michelena

Art. 2° En todos los demás contratos, así como en el interés que en ellos se estipule, 

cualquiera que sea, también se ejecutará estrictamente la voluntad de los contratan­

tes.

Art. 3 ° Para el remate de que habla el artículo I o se observarán las formalidades 

prescriptas en leyes del procedimiento ejecutivo.

Art. 4° En los remates que se celebren a virtud de lo dispuesto en el artículo I o de 

esta ley, cesa el privilegio de retracto, y ninguna corporación ni persona podrá reclamar 

lesión ni restitución in  in tegrum .

Art. 5° El acreedor o acreedores pueden ser licitadores en subasta.

Art. 6 o El rematador por el acto del remate y posesión obsecuente, se hace dueño de 

la propiedad rematada.

Art. 7° Se derogan todas las demás leyes que se opongan a las disposiciones de la presente.

La redacción de la ley fue tan drástica y tan directa que ha debido 
poner en guardia a todos aquellos a quienes dejaba indefensos. No ocu­
rrió así, no obstante. Es probable que Michelena no participara en la es­
critura del texto. Urbaneja participaba de aquellas ideas, como hemos 
visto. En todo caso, la formación anglosajona del secretario en sus años 
de Filadelfia y su residencia posterior en Londres, lo persuadieron de 
las bondades del liberalismo económico y absorbió aquellas doctrinas 
tan en boga en Estados Unidos e Inglaterra de manera cabal.

Su biblia era La riqueza de las Naciones. Su problema estuvo quizás en 
el medio y en el momento en que trató de aplicarlas, como lo han ob­
servado diferentes analistas de su personalidad y de su acción como 
estadista liberal. Acaso eran incompatibles también aquellas teorías 
traídas del Norte con un país que de un modo o de otro era una espe­
cie de rehén de los héroes o de los combatientes de la independencia 
que imaginaron o supusieron al Estado acreedor de sus guerras. En 
ese sentido, Michelena también fue mal visto por los militares.

Acaso no se haya dado en el proceso de la historia venezolana que 
arranca desde 1830 un asunto que despierte mayores controversias 
que el papel del Estado en la sociedad y en la economía, o sea, la 
disyuntiva: liberalismo económico o intervención estatal. Es un tema 
antiguo en el mundo. En los primeros años de la República monopo­
lizó el talento y la pasión de los protagonistas y se consagró como la 
principal fuente de discordia y de definiciones ideológicas, que llenó,
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en una palabra, el debate intelectual del siglo XIX, rico sin duda, y de 
manera admirable, en el proceso de las ideas políticas.

En el centro de la escena estaba José Antonio Páez, personaje paradó­
jico, quien durante un largo tiempo no tuvo para él otro oficio que la 
guerra, en el desamparo de la tierra sin límites; quizás tardó para saber 
qüe había un país lejano llamado España y la figura de un personaje 
que llamaban Rey, y él fue llamado a combatirlo. ¡Quién sabe cuándo 
se enteró Páez de todo esto! Tardó para aprender a leer y escribir, y 
cuando la baraja de la historia le deparó la Presidencia de la República, 
en 1830, se rodeó de doctores, de técnicos, de teóricos. Extraño destino. 
Fue un momento excepcional. Elias Pino Iturrieta, historiador de las 
mentalidades, dice en Las ideas de los prim eros venezolanos:

Quizá jamás se reflexiona tanto sobre el destino de Venezuela como entonces, ni se 

debate con tanta entereza sobre los asuntos de la política y la economía. Florecen los pe­

riódicos con redactores solventes y polemistas de insólita calidad. Los pequeños talleres 

de imprenta disparan los plomos sin temor al gobierno. A  su vez, el gobierno reacciona 

mediante un elenco de excelentes escritores. La deliberación responde a motivaciones 

que no se ocultan y las teorías sobre la sociedad reflejan una lectura laboriosa, en la for­

ja  de uno de los capítulos más fructíferos de nuestra vida intelectual y cívica. Capítulo 

realmente excepcional, si se coteja con la opacidad de campañas posteriores.

Intervención del Estado o no intervención: un tema antiguo que 
jamás se discutió con ponderación porque en torno a él y a sus ver­
tientes giraban y giran los intereses de los sectores sociales más con­
trapuestos. Estaba enjuego toda una concepción del país, una idea de 
Venezuela y de cuáles eran o podían ser los caminos del progreso, del 
bienestar y de la estabilidad económica. En la escogencia de alternati­
vas estuvieron presentes también, como de costumbre, las influencias 
extranjeras y modelos de sociedades que nos imaginábamos como es­
pejos o paradigmas y que de algún modo nos tendían sus redes, siem­
pre codiciosas, tanto entonces como ahora.

Es un tema, al final de cuentas, cuya persistencia a través del proce­
so venezolano comprueba que constituye la esencia de toda concep­
ción política y de toda doctrina social. De la actitud, incluso, ante la 
vida y del compromiso consigo mismo y con los demás. Cuestión bajo
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ningún concepto simple, piedra de toque o clave secreta. Durante 180 
años se ha librado ese combate y abundan, sin duda alguna, los argu­
mentos en pro y los argumentos en contra, las hipótesis nunca com­
probadas o las utopías que el tiempo desdibuja, en medio de mucha 
sangre indeleble, inútilmente derramada. Revisitar la controversia 
no constituye una simple tentación, y no se trata de abogar por una 
tesis o por otra, (porque no viene ahora al caso), sino para intentar un 
ejercicio de comprensión, en la búsqueda de la perspectiva histórica, 
si es que uno puede ser tan afortunado como para despojarse de la 
carga de ideas y de prejuicios que va acumulando con el tiempo y con 
las pasiones, y si a la historia se le concede el papel fundamental que 
generalmente se olvida.

Entre las primeras prioridades de 1830 figuró la organización de 
la hacienda pública, destruida por la guerra y perturbada por visio­
nes contrapuestas. La primera reforma tiene que ver con el régimen 
de importaciones y exportaciones, primera y casi exclusiva fuente de 
ingresos del Estado, y en ella se advierte el pensamiento de Michele­
na, ya ofrecido en Bogotá en tiempos de la Gran Colombia. José Gil- 
Fortoul ofrece una apreciación optimista y allí resalta la figura de 
Michelena, como el hombre de más decisiva influencia:

Las prudentes deliberaciones de este Congreso (el de 1830) y de los sucesivos hasta 

1847; la honradez con que manejaron el tesoro los gobiernos presididos por Páez, Vargas 

y Soublette; la tradición fiscal implantada por un  Ministro de tan austera probidad 

como Santos Michelena, dotaron a la República con un régimen que, si tuvo, como 

todos, tropiezos en la práctica y no logró evitar algunas crisis económicas, aseguró, sin 

embargo, por diecisiete años, y acaso mejor que ningún otro gobierno, jun to  con la nor­

mal administración de la hacienda, el buen crédito interior y exterior del Estado.

Según el historiador John Lombardi, Venezuela carecía de prosperidad 
económica y del excedente de riqueza necesarios para costear un cambio 
en su economía. Anota que los venezolanos se esforzaron “en adaptar la 
máquina colonial de exportación del país a los requerimientos del mer­
cado mundial”, y uno de esos instrumentos fue la Ley del 10 de abril. La 
visión de Lombardi arroja luz sobre aquella etapa de la historia venezolana 
y su economía:
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Pocas controversias ilustran mejor este proceso que el enfrentamiento acerca de la fa ­

mosa Ley de 10 de abril de 1834. Esta Ley fue aprobada cuando la economía venezolana 

experimentaba un periodo de prosperidad, estimulada por la estabilidad del gobierno, 

la paz relativa y los altos precios del café. Diseñada para resolver la carencia de capital 

de inversión y alentar el flu jo  de fondos extranjeros, virtualmente garantizaba a los 

prestamistas el completo control de los términos de los préstamos y sobre los procedi­

mientos para resolver los casos de insolvencia.

La mayoría de los préstamos financiaba la expansión de los cultivos 
de café y beneficiaban a la élite agrícola. Los fondos prestados pro­
cedían sobre todo de casas comerciales extranjeras que negociaban 
con café en el mercado mundial, y contaban con el apoyo de la élite 
venezolana relacionada con ese comercio.

La Ley funcionó exitosamente mientras los precios del café se man­
tuvieron en niveles altos, pero cuando comenzaron a descender a fi­
nales de los 30 e inicios de los 40, los agricultores se vieron en dificul­
tades para cancelar los créditos. Como dice el historiador Lombardi, 
“habiendo tomado préstamos comerciales a corto plazo y muy altas 
tasas de interés para expandir sus haciendas cafeteras, la caída de los 
precios de exportación les impedía saldar los intereses o el principal 
de estos préstamos anuales o semi-anuales”. Esta insolvencia ponía a 
los agricultores en las manos de los prestamistas, autorizados por la 
Ley de modo que los acreedores podían subastar, y lo hicieron, las pro­
piedades a precios tan bajos que arruinaron a los propietarios, y crea- 
ron'un ambiente político de malestar y zozobra. En suma, los efectos 
de la Ley fueron buenos mientras los precios del café se mantuvieron 
altos, pero al bajar nadie impidió la catástrofe.

El debate sobre la Ley y sus efectos dominó la política venezolana 
durante la década de los años 40 del siglo XIX. Entre los más notables 
cuestionadores figuró FermínToro. En su ensayo “Reflexiones sobre la 
Ley del 10 de Abril de 1834”, sostuvo que la libertad de contratos

quitó a la usura la traba y la sujeción de la ley; el negocio de préstamo fue el más 

lucrativo de todos; su práctica se extendió en todas las clases de la sociedad; los contra­

tos más monstruosos se celebraron sin sonrojo, y los tribunales de la República fueron
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llamados a ejecutarlos, con escándalo de la justicia y con oprobio de las leyes. (...) El 

clamor contra la Ley de Abril se ha visto acompañado con hechos muy expresivos: el 

odio a los tribunales; la división en la sociedad; las calificaciones de logreros, usureros, 

estafadores, por una parte; y por la otra, alzados, tramposos, arteros...

Fermín Toro señaló, y es un dato importante, que no toda la res­
ponsabilidad de la crisis era de esa Ley, que otros factores actuaban o 
habían actuado simultáneamente, pero sí que había contribuido po­
derosamente a la perturbación y a la inmoralidad y que, en definitiva, 
“obra contra la libertad, la seguridad y la introducción de capitales, 
objetos que principalmente se tuvieron en mira al sancionarla”.

Conviene precisar que don Fermín Toro escribió sus reflexiones 
once años después, en 1845, de modo que pudo observar el tiempo 
de vigencia de la ley y sus consecuencias, como lo que significó en 
el tiempo de bonanza. Además, según observó Ramón Díaz-Sánchez, 
Toro reaccionó contra la Ley de 10 de Abril, porque él la había suscrito 
como presidente de la Cámara de Representantes.

Quizá el rubor de haber puesto su firm a al pie de aquella fatídica ley fue lo que con­

virtió a Toro, conservador, en el lúcido y conmovido censor del liberalismo unilateral 

que abusaba de la libertad para proteger a una clase privilegiada con perjuicio de las 

mayorías empobrecidas.

En H istoria  Constitucional de Venezuela, Gil Fortoul anota que desde 1831 
venía recomendándose la libertad de contratos, en especial por parte 
del ministro Santos Michelena, como también la supresión de la tasa 
de interés; aspirando con esto a poner en práctica los que entonces se 
creían principios más avanzados de la escuela liberal. La Ley del 10 de 
Abril o de libertad de contratos que rige hasta 1848, tuvo otras implica­
ciones. Gil-Fortoul señala el contraste o la paradoja de las ideas:

...los oligarcas llamados conservadores o godos defienden aquí, con el “dejar-hacer”, la 

antigua (entonces actual) y errónea concepción del liberalismo, a la vez que los oligarcas 

llamados liberales luchan por la no menos errónea (y entonces conservadora) concepción 

del “Estado providencia.
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El historiador, al reconocer el absolutismo de la Ley, observó que 
“no produjo tampoco las abominaciones que se le atribuyen”.

En otra de sus obras, Venezuela, la búsqueda del orden, el sueño 
del progreso, John Lombardi analiza las repercusiones internaciona­
les de la Ley del 10 de Abril con una perspectiva que complementa la 
comprensión del conflicto:

A cambio de la reforma de las reglas económicas de Venezuela, los mercaderes y los bancos 

de Inglaterra y de otras naciones mercantiles del Atlántico Norte ofrecieron a los venezolanos 

un crédito virtualmente ilimitado durante un tiempo contra la promesa de cosechas de café 

y la seguridad de las propiedades agrícolas. Simbolizando este nuevo enfoque del desarrollo 

económico, este rechazo de las paternalistas reglas comerciales españolas, el Congreso vene­

zolano aprobó en 1834 una ley de créditos que eliminaba todos los controles españoles sobre 

los contratos. A  partir del 10 de abril de 1834 el Estado se encargaría de hacer cumplir todos 

los contratos otorgados legalmente. No importaba que los términos fuesen perjudiciales o 

que las tasas de interés fueran escandalosas, la entusiasmada república liberal no veía nin­

gún motivo para proteger a los débiles y a los tontos. Por supuesto, la ley del 10 de abril repre­

sentó la subordinación de los intereses nacionales a los caprichos impersonales e indiferentes 

del comercio mundial. Los venezolanos, que tenían poca experiencia en estas cuestiones y, en 

todo caso, estaban decididos a sacar el máximo provecho del boom del café del decenio de 

1830, ansiaban demostrar a los banqueros y mercaderes europeos que estaban dispuestos a 

organizar Venezuela del modo más favorable al capital y al comercio.

La liberalización de la economía y del crédito y esas presiones interna­
cionales que analiza Lombardi tuvieron otras implicaciones. No sólo se 
liberó la economía, también la religión tuvo que ser objeto de reformas y 
se decretó la libertad de cultos para que los inversionistas extranjeros pu­
dieran rezarle a Dios o comunicarse con el Altísimo en su propio idioma. 
En su Autobiografía, el general Páez refiere el regocijo con que concurrió 
a la inauguración de la primera iglesia protestante instalada en Caracas 
en compañía de su gran amigo el cónsul británico en Venezuela, Sir Ro- 
bert Ker Porter. La cuestión desató la tempestad entre la Iglesia católica, 
apostólica y romana y el Estado. El General alegó razones profundas:

El decreto del 18 de febrero declarando que se permitían en Venezuela todos los cultos 

religiosos, decreto que alarmó a las autoridades eclesiásticas y  la conciencia sobrado 

timorata de los que no tuvieron en cuenta la mucha (importancia) que tenía para
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Venezuela invitar a los extranjeros, con la tolerancia religiosa, a establecerse permanen­

temente con su industria en el país...

Nunca había habido tanto pragmatismo en la conducción del Es­
tado: Páez prefirió los inversionistas ingleses a las indulgencias del 
Vaticano. En el D ia rio  de Sir Robert KerPorter abundan las referencias 
al duelo con el Arzobispo Ramón Ignacio Méndez, a quien compara 
con “el más fanático de los curas del siglo XIII”.

En el D iario , el domingo 23 de octubre de 1836, Ker Porter escribe:

El Arzobispo, que se ha negado a reconocer al ejecutivo como verdadera cabeza o poseedor 

del patronato de la Iglesia en Venezuela, ha hecho leer en el día de hoy, desde el pulpito de to­

das las iglesias, el más sedicioso y escandaloso escrito que pudiera haber concebido el espíritu 

y la pluma del más fanático de los curas del siglo Xm. El gobierno va a castigarle (si tiene la 

fuerza y  valor necesarios), pero ál final todo quedará en disparates y debilidad por su parte.

Quizás entre los más polémicos en el estudio del proceso económico 
de la República de Páez figure Laureano Vallenilla-Lanz: En su extenso 
“Ensayo sobre la Ley del 10 de Abril”, (aún inédito), analizado y glosa­
do por Elena Plaza, el escritor

...consideraba que ninguna de las administraciones del siglo XIX, godas o liberales, 

habían abrigado jamás principios fijos en materia económica, por lo cual las leyes 

económicas que se dictaron entonces obedecieron más a imposiciones circunstanciales 

que a una verdadera convicción en las bondades del liberalismo económico. Para que el 

principio del laissez fa ire  hubiese prendido en Venezuela era necesario que los legis­

ladores hubieran destruido las viejas trabas de la legislación española que constituían 

precisamente el principio contrario, y esto no se hizo de manera sistemática y planifica­

da, sino con una política incoherente y aleatoria.

En cuanto a la Ley del 10 de Abril, el ensayista pensaba que ningu­
na de las naciones importantes de aquella época (Francia, Inglaterra, 
Holanda, Estados Unidos) habían liberado las tasas de interés como 
se había hecho en Venezuela. La diversidad de criterios contrapuestos 
en cuanto a las implicaciones, consecuencias y significación de la Ley 
del 10 de Abril ha sido incesante y, sin duda, las discrepancias subsis­
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ten. La obra de Michelena, en todo caso, fue mucho más lejos que la 
ley famosa y debe juzgarse en su conjunto, como organizador de la 
hacienda pública en un prolongado ejercicio de poder.

Vale la pena señalar la discrepancia entre Vallenilla y Lombardi. El 
historiador norteamericano piensa que: “La liberalización de Vene­
zuela se produjo con tanta rapidez y fue tan completa en la parte de 
la economía orientada al comercio, que a mediados del decenio de 
1830 no quedaba prácticamente nada del antiguo sistema colonial 
para el comercio mundial”. Lombardi observa también que, en su mo­
mento, los terratenientes aceptaron de buen grado la liberalización:

Deseando desesperadamente el crédito que les perm itiría reconstruir y ampliar su 

producción de café para exportar, habrían aceptado prácticamente cualquier condición 

a cambio de recibir dinero europeo. Como los precios del café eran altos, no veían motivo 

alguno para rechazar créditos que podían devolverse fácilmente. En su mayor parte, 

pues, incluso los productores de café apoyaron con entusiasmo la ley del 10 de Abril y 

otras medidas económicas liberales.

Entre los juicios más sólidos de esta controversia incesante figura el de 
Manuel Pérez-Víla. Coincide en buena medida con John Lombardi, y su 
objetividad bien fundada, lo sitúa entre los analistas de mayor confiabi- 
lidad. “En el momento de su promulgación, dice el historiador, y en los 
años inmediatos, la ley del 10 de Abril de 1834 fue aparentemente bien 
acogida tanto por los hacendados como por los comerciantes. Las pro­
testas vinieron después, pero por entonces se la vio como una medida 
positiva, capaz de darle impulso a la economía nacional”.

Pérez-Vila parece proponer que se juzgue la política económica de 
la República de Páez por sus resultados. Así, observa que

en materia de Hacienda Pública, el desbarajuste del período grancolombiano fue susti­

tuido, a pa rtir de 1830, por un eficiente y, en general, muy pulcro manejo de los dineros 

del Estado, que condujo a un superávit fiscal y permitió empezar a pagar de un modo 

regular la deuda exterior que ascendía, (...) a más de 34 millones de pesos: exactamente 

34.148.296. De éstos, hasta 1845 la República había amortizado 3.907.147 pesos y  pagado 

intereses por valor de 1.407.584 pesos. En cuanto a la deuda pública interna, que durante 

los años 1830-1845 había alcanzado a 4.367.314 pesos (incluidos capital e intereses) se can­
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celaron 4175.238 en total, por ambos conceptos, de modo que en jun io de 1845 había que­

dado redurída a 192.076 pesos. El servicio de ambas deudas -interior y exterior- consumió 

el 37% de los ingresos totales del Estado durante aquellos años. Fue, en verdad, un esfuerzo 

sostenido y considerable, que estableció el buen crédito de Venezuela en el exterior.

Quizás en cuanto concierne a Santos Michelena era imposible pedirle 
un esfuerzo mayor. Aplicar una política de tal naturaleza en un país de 
economía tan incipiente puede ser la crítica más ecuánime y objetiva. Sin 
embargo, su esquema dio frutos y sólo la “repentina baja” en los precios 
del café, como observó José Gil Fortoul, desató la tempestad. “El quintal 
de café (común trillado) que llegó a venderse a 12 pesos en 1834, se vendía 
en 1840 a 9, a 8 en 1841, y después a menos de 7. Lo que redujo a muchos 
propietarios a la imposibilidad de cumplir sus compromisos”. En Historia 
Constitucional de Venezuela se puede leer este diagnóstico:

Tal situación -observaban los sostenedores del Gobierno-, no es consecuencia necesa­

ria de la política económica, sino antes bien de circunstancias cuya responsabilidad ata­

ñe a los mismos agricultores, quienes dieron a sus empresas una extensión superior a los 

capitales disponibles, aumentando imprudentemente las importaciones del extranjero, 

obligando así “a forzar las ventas y a disipar el crédito”, y adquirieron el hábito de un 

lujo inmoderado “en un país donde hay tan pocas rentas libres”.

Los voceros liberales, Antonio Leocadio Guzmán y Tomás Lander, nega­
ban los alegatos del Gobierno, y señalaban a la Ley del 10 de abril como 
la fuente de todas las desgracias. Las posiciones irreconciliables le dieron 
paso a la discordia permanente entre hacendados, comerciantes y políti­
cos. Todos apostaron a los frutos de la división.



Llegan las elecciones de 1835. El general Páez quería que le 

sucediera en la Presidencia el general Soublette. Los ministros 

queríamos que fuese el señor Urbaneja; pero por efecto de ¡as 

doctrinas que tan profusamente habíamos defendido, por el res­

peto guardado inviolablemente a las leyes y a todos los derechos, 

la opinión pública había entrado en virilidad. N i el Presidente 

ni los ministros podíamos pretender una injerencia activa en las 

elecciones: fueron libérrimas, y el pueblo de Venezuela, teniéndo­

se p o r soberano, como lo era, por una gran mayoría elevó a la

Presidencia al ilustre Vargas.

A n ton io  Leocadio Guzm án, 

Datos históricos sur americanos, 1878-1882

En 1835, la gran mayoría de los venezolanos abogaba por la elección de 
un civil como presidente de la República. Se trataba de elegir al sustituto 
del general José Antonio Páez, y abundaban los generales dispuestos a la 
conquista del poder. Los ojos del país se concentraron en la figura del doc­
tor José Vargas. Si bien se requería sustituir al primer presidente, algo mu­
cho más trascendente estaba enjuego. La república no podía consagrarse 
como monopolio de los guerreros. Este fue el significado de la escogencia 
de un civil. En el debate de las candidaturas, el argumento de fondo fue 
justamente la objeción a Vargas porque “carecía de laureles bélicos”.

El sabio rector de la Universidad Central de Venezuela hizo lo indecible 
por evitar lo que con sumo realismo consideraba un salto al vacío, “pero 
tan vivas eran las instancia de los que querían ver en este puesto a un 
ciudadano que representara el poder civil, y con tantas razones acudie 
ron a su patriotismo para que no se retirara de la contienda eleccionaria” 
que terminaron venciendo su resistencia. Quien consigna que la sociedad 
quería un civil en la presidencia de la República, se disponía a dejarla en 
ese momento. Es Páez, el general todopoderoso, quien anota el vehemen­
te deseo de la gente de que el segundo presidente de Venezuela no fuera 
otro militar sino un civil.



Biblioteca Biográfica Venezolana

68 Santos Michelena

Los Colegios electorales reflejaron la tendencia predominante. Los votos 
se repartieron así. José Vargas, 103; Carlos Soublette, 45; Santiago Mariño, 
27; Urbaneja y Salom, 10 cada uno; Francisco Esteban Gómez, 5; Andrés 
Narvarte uno y Tomás Heres, uno. El 6 de febrero de 1835 el Congreso 
hace el escrutinio y sus resultados lo obligan a perfeccionar la elección. 
Concretada a Vargas, Soublette y Mariño, el primero obtuvo 26 votos, el 
segundo 16, y el tercero 15. Descartado Mariño, en la segunda vuelta Var­
gas obtuvo 35 y Soublette 22. En la tercera, Vargas resultó elegido con 43 
votos que representaban las dos terceras partes requeridas.

“Gran alborozo produjo en el pueblo el triunfo de Vargas, y nadie 
entonces hubiera presentido que aquella elección habría de tomarse 
como motivo para encender los horrores de la guerra civil” . Quien es­
cribe con tanta espontaneidad es también Páez, cuyo relato seguimos. 
Son diversas las versiones sobre el papel que jugó tras bambalinas. Un 
civil en la presidencia, profeta desarmado, intelectual abstraído en 
grandes reflexiones, indeciso quizás, evidentemente inseguro porque 
lo había proclamado él mismo con insistencia, era lo que más po­
día convenir al caudillo militar que consideraba la entrega del poder 
como una ceremonia sin consecuencias verdaderas. Y, como si esto 
fuera poco, con el triunfo del civil saldaba cuentas con Mariño, pen­
dientes desde 1831 cuando como ministro de Guerra y Marina de su 
Gobierno se le pasó para el bando de José Tadeo Monagas.

Según Gil Fortoul, Páez prefería a Soublette, a quien consideraba “el 
único hombre de la época capaz de mantenerse a igual distancia de las 
tendencias extremas de los civilistas y de los militares”. En su Autobio­
grafía, el Centauro confiesa su preferencia de Soublette, pero no explica 
por qué se abstuvo de ser más beligerante en la escogencia del sucesor. 
Quienes alentaban la esperanza de consolidar la alternación republicana, 
pensaban prudentemente que lo aconsejable era elegir un sucesor dentro 
del propio círculo de Páez. Pero, al parecer, el caudillo no movió las piezas 
de su ajedrez y dejó que el azar de la política resolviera la sucesión.

En la H istoria  constitucional de Venezuela se retrata lo que significaba la 
candidatura del civil:

El nombre del doctor José Vargas juntaba los votos de la Universidad, de los propietarios 

y agricultores, del comercio, de cuantos en suma querían ya sustraer la República de toda
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tutela personal, para confiarla al exclusivo amparo de la Constitución, o en otros térmi­

nos, para sobreponer definitivamente el Poder Civil a las agitaciones armadas.

El 9 de febrero de 1835, a las 11 de la mañana, José Vargas tomó 
posesión de la Presidencia de Venezuela. “Alto y vistoso de cuerpo, iba 
vestido a la usanza ceremonial de principios del siglo, es decir, frac 
negro, calzón corto del mismo color ajustado en la rodilla con un lazo 
de cinta, medias de seda negras y zapatos de corte bajo”. Al juramen­
tarlo, el Presidente del Congreso le dice:

Señor, grave es sin duda el peso que el pueblo de Venezuela acaba de poner en vuestros 

hombros. Después de veinticuatro años, esta es la primera vez que el jefe de la adminis­

tración es sacado defuera del círculo de sus fundadores. Llegada Venezuela a su mayor 

edad, justo es que salga de la patria potestad, y que sin ver con tedio a los ilustres 

campeones que le dieron el ser, pruebe a gobernarse por sí misma bajo los auspicios y 

consejos de sus padres.

La mitología militar acomplejaba al Presidente del Congreso hasta el 
extremo de ignorar lo que para un caudillo como Páez, y para la propia 
Venezuela, habían significado los civiles, desde el 19 de Abril y el 5 de 
Julio, en los Congresos de Angostura, Cúcuta y Valencia, sin olvidar La 
Cosiata y el proceso de desmembración de la Gran Colombia que le dio 
nacimiento a la República de Páez. ¿Qué habría sido de Páez sin Peña, 
Urbaneja o Michelena?

Pero aquello ya se había convertido en un lugar común, y todo en Vene­
zuela se debía a los militares, fuese cual fuese su estatus mental o el ser­
vicio que hubieran prestado en los campos de batalla. Se ignoraba que no 
pocos de ellos no habían pasado de ser intrigantes uniformados. La admo­
nición del predicador contribuyó a hacer más lúgubre el ánimo del Presi­
dente civil que, en verdad, no necesitaba que le advirtieran los laberintos 
del tremedal en que estaba entrando. En su Autobiografía, Páez da las claves 
de cómo se percibía la figura del personaje llamado a ocupar su lugar:

Los adversarios del Doctor Vargas, pues no contaba ni con un solo enemigo personal, 

decían que él no pertenecía a nuestra revolución, que ser hombre de talento, probidad e 

ilustración no bastaba para ser el segundo Presidente constitucional, que Vargas debía
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haberse consagrado totalmente a la patria y sacrificado su bienestar para que hubiera 

comprobado su patriotismo, pero que habiendo consumido su tiempo en aprender cien­

cias en Europa cuando otros peleaban por defender el suelo sería escandaloso que se le 

colocara en la Presidencia.

Luego el General ensaya un retrato del sabio que niega la percep­
ción de que no había participado en las luchas porque, por ejemplo, 
en el peligroso año 14 había estado preso en las bóvedas de La Guaira 
y tuvo que huir de Venezuela para escapar de la suerte que cupo al 
neogranadino Caldas. Abundan sus encomios, y anota la sinrazón de 
sus contrarios. Vargas era civil y eso era lo inaceptable. Páez escribió: 
“...no se quería admitir que otros títulos para dirigir los destinos de 
la república que los laureles militares, violando así los derechos in­
contestables que tienen el saber y la probidad para ocupar los altos 
destinos de la patria”. Esto lo escribió el general cuando redactaba sus 
memorias, como quien dibuja y retoca el retrato que quiere dejar a la 
posteridad.

Consciente de la complejidad del encargo, Vargas parece caminar 
hacia la piedra de sacrificio, al reiterar su inconformidad por haber 
sido elegido contra su voluntad. Al rendirse ante el destino, dice estas 
palabras al posesionarse de la Presidencia:

Al tomar en mis débiles e ineptas manos las riendas del Gobierno que acaban de dejar 

las poderosa y expertas de m i antecesor, veo con asombro esta súbita transición. Mas 

vos así lo queréis. La ley, apoyada en vuestro querer, es lo único que me inspira aliento, 

porque me imponéis deberes al mismo tiempo que me dais derechos.

Haré, yo os lo prometo, por verme libre de remordimientos, pero en caso que esté en 

los decretos de la Providencia que algunos males hayan de afligir a Venezuela durante 

el periodo de m i administración, sin que mis esfuerzos y  sacrificios basten a evitarlos, 

pueda yo, exento de todo esto, implorar en m i favor la justicia nacional delante del 

Supremo Juez y Legislador del Mundo.

Francisco González Guinán describió la escena: el doctor Vargas, el 
Presidente legal, y Páez, el caudillo popular a quien los hombres obe­
decían y amaban, por hábitos, por afectos y por superstición. “Eran, 
pues, dos poderes, que muy bien simbolizaban el legalismo y el per­
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sonalismo, poderes que en aquel momento se entendían, se acataban 
y se complementaban”. Sobre todo, se complementaban, como habrá 
de verse, pero por poco tiempo.

El primer gabinete designado por el Presidente Vargas parece conciliar 
tendencias y personalidades antagónicas: Antonio Leocadio Guzmán asu­
me la cartera del Interior y Justicia, Francisco Conde, la de Guerra y Mari­
na, y Santos Michelena pasa sin solución de continuidad del despacho de 
Páez al de Vargas, como un reconocimiento a la necesidad de preservar de 
manera coherente el proceso de reformas económicas iniciado en 1831, y 
de consolidación de la administración pública.

A la hora de tomar posesión el nuevo Presidente, Michelena apenas 
llegaba de Bogotá con tiempo para acompañarlo en la ceremonia. De 
los tres secretarios, permanecerá como el único fiel al jefe de Estado. 
El rigor con que manejaba la hacienda pública se pondrá a prueba, 
y el ministro confrontará desafíos que lo separaban del gran destino 
y de la gran pasión de su vida, como era contribuir a la organización 
económica de la República.

Vargas ensaya una democracia ajena a los políticos venezolanos, civiles 
o militares. Asistía a las sesiones del Congreso y observaba los debates, se 
enteraba de los problemas, asistía a encuentros con agentes diplomáticos 
en compañía de Michelena, iba a los cuarteles, a las escuelas, a la Universi­
dad, y de allí a los hospitales. Estaba pendiente, además, de las Sociedades 
de Amigos del País. Practicaba en la política sus hábitos de médico.

Demasiada modestia, quizás, para un país que se rendía ante el boato o 
la lejanía del poder. A manera de epitafio, José Gil Fortoul escribió: “Var­
gas fue un meteoro en la Presidencia de la República; y, valga la verdad, 
su carácter era más para director de entendimientos en la cátedra univer­
sitaria que para director de pueblos”.

Vargas y el ministro Michelena, no obstante, trabajan con una armonía 
que no era imaginable con el otro personaje del equipo, el camaleónico 
y poco predecible don Antonio Leocadio, el hombre que más danzó en 
campos distintos, dijo y se contradijo, durante el siglo, y sobrevivió a todos 
para contar la historia a su manera e intereses, como está redactada en 
Datos históricos suramericanos. Vargas y Michelena trabajan, mientras casi 
todos los demás conspiran.
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Es urgente, por ejemplo, dotar de caminos al “país archipiélago”. El 25 
de abril de 1835, suscriben un decreto estableciendo un impuesto subsi­
diario sobre importaciones destinado a la apertura de caminos. El decreto 
fue aprobado por el Congreso de modo unilateral, generando un conflic­
to con el Ejecutivo. Según el texto, en varios casos los ingresos serían ma­
nejados por las diputaciones regionales, lo cual era incompatible con la 
ortodoxia del secretario de Hacienda.

Otros pueden hacer política de camarillas, intrigar o jugar al azar. 0 
perder el tiempo, pero al ministro de Hacienda y Relaciones Exteriores 
estos afanes le están vedados. Tiene que avanzar en la organización de la 
administración pública, presentar leyes, proveer ingresos, pagar deudas, 
la nacional y la externa, velar por la ejecución del Presupuesto que ese 
año 1835-1836 según lo estima el ministro es de 1.414.110,33 pesos. Las 
cifras le permitían confiar en el éxito de su misión. La balanza comercial 
arrojaba buenos índices. Las importaciones durante el último año econó­
mico habían ascendido a 2.453.984,85 pesos, pero las exportaciones las 
superaban por más de un millón de pesos. Habían sido de 3.394.483,41. 
Al café y al cacao, al tabaco, a los cueros de res, a otros productos de la 
tierra, pero sobre todo a la paz se debían aquellos primeros frutos de la 
estabilidad política, sin la cual el ministro liberal comprendía que era un 
pasaporte al fracaso.

Antonio Leocardio Guzmán



La (contra) Revolución 
de las Reformas

Pero nuestra liberal y humana Constitución facilita todavía 
a Vuecencia medios de subsanar algunos de sus errores, y sobre 
todo, medios de evitar a Venezuela el escándalo de los cadalsos. 

En los gobiernos absolutos es punto de honor y aun de conve­
niencia pública, insistir en lo mandado. Llaman la insistencia 

carácter, porque son los gobiernos de la fuerza. Pero en los 
gobiernos representativos, desistir o retroceder de los errores 

mandados, es decoroso, es digno de los gobernantes ilustrados 
como Vuecencia. Son los gobiernos de la inteligencia, son los 
del pensamiento, tan espiritual como el alma. El gobernante 

que retrocede, nos dice a los gobernados: “No sólo pensé antes 
de mandar, sino después que mandé”. Vuecencia tiene entre sus 

partidarios hombres virtuosos y desinteresados, hombres que no 
aspiran al título de feroces. Pero de los partidos, dice Madame 
Stael, no se puede juzgar sino por las doctrinas que ellos profe­

san cuando se ven dominantes, cuando son más fuertes.

Tomás Lander al Presidente José Vargas, 
sobre el “Decreto Monstruo”, 1836.

Mientras Vargas y su ministro Michelena trabajan con tesón como si 
estuvieran en otro país o como si bastara eso para conjurar las llamas 
del incendio, la conspiración se va convirtiendo en abierto desafío. 
Han transcurrido apenas cuatro meses desde que Vargas tomó pose­
sión de la presidencia. Los periódicos que apoyaron al general Mariño 
difunden gritos de guerra cada vez con mayor escándalo. En Maracai­
bo estalla el primer episodio de la rebelión, el Gobierno no reacciona, 
y esto envalentona a los conjurados en todo el país.

La noche del 7 de julio se sublevó el batallón Anzoátegui, se apoderó 
del parque, y quince minutos después, relata Laureano Villanueva, 
un oficial de apellido Navarro fue a ver al Presidente y a participarle 
de parte de los generales Justo Briceño y Diego Ibarra, que “debía em­
barcarse ese mismo día, pues el Gobierno había caído por disposición
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de la fuerza armada, que aspiraba a otro orden de cosas establecido 
sobre ciertas reformas a la Constitución, y, por último, que el general 
Páez había sido nombrado jefe supremo y el general Mariño jefe supe 
rior”. Los sublevados le dieron a conocer al Presidente un documen­
to, con fecha 8 de julio de 1835, titulado “Proposiciones que los Jefes 
Reformistas hacen al Presidente de la República, doctor José Vargas, a 
efecto de resolver la difícil situación política que se ha presentado”. 9 
puntos que equivalían a un ultimátum. El primero decía:

S. E. el Presidente reunirá en la capital una junta  de siete a nueve ciudadanos nota­

bles que sean conocidos en la República por sus servicios y patriotismo, y déla confianza 

de los Jefes de la Reforma, para que esta junta  redacte un reglamento que arregle las 

elecciones que deban hacerse para la Gran Convención Nacional que queda de hecho 

convocada, y que deberá instalarse en esta ciudad a la mayor brevedad, y ocuparse en 

hacer las reformas que exige la Constitución.

El documento era como el acta del golpe de Estado, absurdo, con­
tradictorio, al tiempo que solicitaba al Presidente la designación de 
notables, ellos mismos presentaban la convocatoria a la gran conven­
ción como un hecho irreversible. El punto 2 era más simple y más 
breve: reunida la convención, él debía renunciar para que la asam­
blea designara el ciudadano indicado para el ejercicio del poder. El 
Presidente no se rindió ante la fuerza y menos ante el absurdo de 
las “proposiciones” que no eran tales, sino simple ejercicio de fuerza. 
Vargas convocó al Consejo de Gobierno, al vicepresidente Andrés Nar- 
varte, a los vocales Francisco Javier Yanes, José D. Duarte y Francisco 
Avendaño, y a sus ministros Michelena, Guzmán y Conde. Tomaron 
las decisiones pertinentes: convocar al Congreso para que permita el 
uso de la fuerza armada a fin de restablecer el orden, elevar el con­
tingente hasta 10.000 hombres, nombrar un jefe de operaciones, y, 
por último, que “se tomasen anticipadamente, sobre la garantía del 
Tesoro nacional, las cantidades que se necesitaban para subvenir los 
gastos de la guerra”.

La crisis desembocaría fatalmente en las manos de Santos Michele­
na. Él debía proveer sobre la marcha, “tomados anticipadamente”, los 
gastos de la guerra. El superávit, el ahorro público, no daba para tan­
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to, para reclutar otra vez militares que combatieran a los militares. El 
círculo vicioso lo enardece, él se esmera en poner piedra sobre piedra, 
y los bochincheros se las tumban. El caos volvería a apoderarse de la 
nación. Mientras Presidente y altos funcionarios deliberaban rodea­
dos de bayonetas, otro enviado militar apremiaba al Presidente de 
parte de sus superiores para que “invitara a salir a consejeros y minis­
tros y que se quedara solo”. Lo querían solo para ponerlo preso. Inútil. 
Vargas respondió: “Ustedes están en aptitud de llevar el crimen hasta 
donde quieran, pues habiendo de morir todos nosotros, nos calmará 
la honra de sucumbir en nuestros puestos”. Los militares no tenían 
oídos para tales palabras.

“Capitaneaba a los revolvedores el Comandante Pedro Carujo, siem­
pre alistado en las filas del desorden, quien con la mayor arrogancia 
se introdujo, pistola en mano, en la casa del tranquilo Presidente, a 
la sazón acompañado de unos pocos amigos”, según Páez. Caracciolo 
Parra Pérez le da la palabra a otro testigo, al secretario del Interior, 
Antonio Leocadio Guzmán, “quien se pone de cuerpo entero en su 
narración”.

Previendo yo que el Presidente me mandaría a su encuentro (de Carujo, que hacía 

ruido en el corredor), me anticipé a decirle: “Es el hombre del 25 de setiembre, a quien 

yo no quisiera tener que hablarle”. Viendo Carujo que nadie le recibía en el corredor, se 

introdujo en la sala con aire resuelto y pretensión de imponerse, y saludó al Presidente 

con una mezquina cortesía, diciéndole: 'Vengo a hablar con usted oficialmente”. El 

señor Vargas tomó asiento en un ángulo de la sala, señalando a Carujo otra silla que le 

quedaba enfrente. Carujo, que se mantenía cubierto, con el sombrero a lo Napoleón I y 

que me pareció no estar en perfecto aplomo de su razón, empezó por decir:

-Señor doctor: queremos saber si usted abdica o no.

El señor Vargas contestó:

-No señor, la autoridad que la nación me ha confiado no es renunciable sino ante el 

Congreso.

Carujo le repuso:

-El triunfo de la revolución, ya consumado, pone fin  a toda autoridad anterior.

Y  Vargas contestó:

-El hecho no es el derecho.

Como a los cinco minutos, poniéndose de pie Carujo, terminó diciendo en alta voz:
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-Señor doctor: el mundo es de los valientes.

A  lo que Vargas contestó en tono firme:

-Señor Carujo: el mundo no descansa sino sobre la justicia y la honradez.

Según Guzmán, él fue el único testigo del diálogo, sostuvo que esta­
ba solo con Vargas en la sala. La versión contradice otros testimonios, 
pues también se encontraban presentes el vicepresidente Narvarte y 
el secretario Michelena. Era muy poco probable que en un momen­
to como ese, consejeros, secretarios de Estado y edecanes hubiesen 
dejado solo al Presidente. El historiador Parra Pérez recoge también 
fragmentos de la versión del propio Vargas, y anota con sarcasmo: 
“Así, pues, el heroísmo de Guzmán no fue exclusivo”. Vargas había 
recibido en ese momento a los generales Briceño Méndez, Justo Bri- 
ceño y José Laurencio Silva. Entre los papeles de la época, Parra Pérez 
privilegia al cónsul británico Robert Ker Porter y cita sus despachos 
a lord Palmerston, a quien le otorga validez, no así al Encargado de 
Negocios de Estados Unidos, Mr. Williamson, a quien llama “procaz 
extranjero”, por su persistente menosprecio de lo venezolano.

Los conspiradores fracasaron en su intento de que Vargas renun­
ciara a la Presidencia. La tensión se prolongó el 8 y el 9, y no hubo 
transacción posible entre el magistrado y los alzados. Fue arrestado 
en un cuarto de la Casa de Gobierno por el comandante de la pistola 
en la mano. A  las 2 de la tarde del 10 condujeron al Presidente y al 
vicepresidente Andrés Narvarte a La Guaira y los embarcaron en una 
goleta rumbo a Saint Thomas.

Los conspiradores dieron palos de ciego. Nombraron al general Ma- 
riño jefe superior y otros generales se repartieron cargos, y el más 
intrépido, Pedro Carujo, saltó de teniente coronel a general como re  
compensa de sus proezas. Derrocar a un presidente civil no era ningu­
na hazaña, la piedra de tranca era el general Páez, al cual trataron de 
seducir designándolo jefe supremo de la República. El centauro que 
también era zorro viejo percibió la maniobra, él jefe supremo y el g e  
neral Mariño a cargo del Ejército. Cuando se enteró de los sucesos y de 
que el Presidente Vargas lo había autorizado para que levantara una 
fuerza de 10.000 hombres, no vaciló y se puso en marcha desde su
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hato de San Pablo con cincuenta hombres que se fueron convirtiendo 
en río a medida que pasaban por los pueblos y se le iban enrolando.

“He descolgado mi espada con la esperanza de no emplearla contra 
mis compañeros. Los que se han comprometido serán dóciles a la voz 
de la razón, y no llenarán de aflicción una patria que nos pide con ins­
tancia orden, quietud, y paz” . Así habló Páez. La espada, sí, pero tam­
bién un llamado a la reflexión, una mano tendida, en otras palabras. 
El jefe del ejército constitucional llegó muy pronto a Caracas, y allí 
fue recibido con alivio. Nadie quería guerra. Convocó al Consejo de 
Gobierno, y restableció la administración. Envió una misión integra­
da por Martín Tovar y José Austria para que informaran al Presidente 
Vargas del estado de la situación.

Como los revolucionarios encabezados por el general Mariño se ha­
bían dirigido a Oriente en busca del respaldo del general José Tadeo 
Monagas, fueron perseguidos. Una misión viajó a Saint Thomas a bus­
car al Presidente Vargas y al doctor Narvarte. El 20 de agosto llegaron 
a Caracas, “el entusiasmo popular no tuvo límites”, según González 
Guinán, y el 21 reorganizó su gabinete. Santos Michelena fue ratifica­
do como secretario de Hacienda y Relaciones Exteriores, el licencia­
do José Santiago Rodríguez sustituyó a Antonio Leocadio en Interior 
y Justicia, y Mariano Montilla en Guerra y Marina. Venezuela había 
estado sin gobierno desde el 9 de julio hasta el 20 de agosto. Páez se 
convirtió en el Ángel de la Guarda y, paralelamente, en el Señor de la 
Guerra. Pero de una guerra epistolar. Lo primero que hizo fue escri­
birle al general Monagas, el más fuerte de los jefes militares. Fue tan 
audaz que lo nombró jefe de la división de Oriente, y le dijo con zala­
mería: “Yo quiero dividir con usted la gloria de restablecer el orden 
constitucional”. A  Monagas no le interesaba ni la gloria ni menos el 
orden. Rechazó la propuesta y le dijo a Páez que “el movimiento de las 
reformas era popular y se encontraba apoyado por los hombres más 
notables del país”.

Monagas convocó una Constituyente del Estado de Oriente para el 
20 de septiembre, al tiempo que indicó cómo debía elegirse a los di­
putados y cuáles materias debían abordar. Entre estos, el primero: 
nombrarlo a él como Jefe Superior del Oriente, facultarlo para que
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nombrara a los demás funcionarios, y  que se convocara una gran 
convención organizadora del Estado de Oriente, y que, finalmente, 
se postulara la unión de la Gran República de Colombia. En suma, el 
general Monagas quería la República Monagas.

Páez persiste, se queja de los insultos y maltratos que recibe, trai­
dor, o tantos otros, y muestra resentimiento por la ruptura de la vieja 
amistad. Toca todas las teclas posibles. Explica por qué defiende la 
causa que lo compromete:

Venezuela y el mundo saben que si defiendo la Constitución del año 30 no me mueven 

miras particulares, sino el deseo de ver en m i país establecido el orden de un modo 

permanente. Venezuela agobiada de males, logró plantear el gobierno proclamado des­

de el 19 de abril. Después de una guerra de veinte años, probó, sin inconveniente de 

ningún género, las dulzuras de la paz que produjo el orden, crédito interior y exterior, 

confianza, riqueza proporcionada a los días de su existencia, y sobre todo, una igualdad 

y libertad racional.

-Dígame usted ahora, ¿qué puedo yo perder por oponerme a un hecho violento que 

tiende a derrumbar estos bienes efectivos? ¿Ni que puedo temer por tom ar a m i cargo 

la defensa de esta bella causa?

Páez definitivamente no cree en la guerra. Sus numerosas cartas 
para Monagas son persuasivas, a veces íntimas. Recurre, no obstante, 
y obligado, a ciertas acciones bélicas que van señalando el ocaso de la 
Revolución de las reformas. Monagas lo comprende, y quiere benefi­
ciarse de los ofrecimientos de Páez en vísperas de perderlo todo. En El 
Pirital se reúnen comisionados de las partes. El general oriental envía 
sus propuestas que dicen:

1) El general Monagas se compromete a licenciar las tropas siempre 
que el Congreso, convocado extraordinariamente, o en su reunión 
ordinaria, se ocupe de las reformas que deben hacerse a la Consti­
tución. 2) La Ley de Elecciones se someterá al Congreso para que la 
corrija y reforme en todo sus vicios. 3) No se perseguirá ni molestará a 
ninguno de los comprometidos en la revolución. 4) No se privará a los 
militares del Ejército reformista de los grados que tenían el 7 de julio. 
5) Los individuos de uno y otro partido podrán reclamar y recoger las 
propiedades que se encuentren en uno y otro ejército.
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Las cartas de Monagas eran las de un vencedor, pues convertía la de­
rrota en triunfo, al menos en escape. Páez, como jefe del Ejército cons­
titucional, modificó levemente el texto original, y el 3 de noviembre 
decretó el fin de la guerra en términos que González Guinán recoge 
de esta manera;

...tuvo el general Páez en consideración: que el general Monagas había manifestado 

sus deseos de terminar la guerra; que con tal fin  había hecho proposiciones: que si los 

pueblos deseaban la reforma de la Constitución, tenían el derecho de ocurrir al Con­

greso y este el sagrado deber de oírlos; que el Gobierno, si bien había hecho uso de los 

recursos legales para someter la rebelión, tenía la disposición a concluir pacífica y de­

corosamente la contienda; y que el patriotismo y el bien de la República exigían poner 

fin  a una lucha entre hermanos, decretando, en consecuencia: 1) Garantizar al señor 

general José' Tadeo Monagas y a los jefes y oficiales que estuviesen bajo sus órdenes en la 

provincia de Barcelona vida, propiedades y grados militares de que gozaban para el 7 

de ju lio  último. 2) Las tropas del general Monagas serían retiradas a la ciudad de Ara- 

gua, donde entregarían las armas y municiones. 3) El que ocultare armas o municiones 

será tenido por conspirador y juzgado con arreglo a la Ley.

No era, sin embargo, el general Monagas el único enemigo a vencer 
o a convencer. No hay otra fuente mejor que el propio Páez, aunque 
su palabra no sea el Evangelio. Al referirse a aquellos sucesos dijo que 
jamás rebeldes dispusieron de mayores elementos para dar en tierra 
con un gobierno establecido, “como los que en son de pedir reformas, 
querían establecer el militarismo en Venezuela el año de 1835”. Por 
las dimensiones de la rebelión, el Gobierno había quedado desarma­
do. Los insurrectos se alzaron y tomaron las armas y las municiones, 
los parques, los buques de guerra, y los soldados entrenados. Al regis­
trar situación tan desigual, es obvio que Páez reclama el papel funda­
mental que entonces asumió y que fue, sin duda, clave para mantener 
el régimen constitucional hasta la llegada a la Presidencia del general 
Monagas en el infausto año de 1847.

En La Revolución de las Reformas, Caracciolo Parra Pérez hace una ob­
servación que ilustra la magnitud de aquella rebelión. “La Revolución 
de las Reformas reunió bajo su bandera un número impresionante de 
proceres de la Independencia y de otros ciudadanos notables en toda
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la extensión del país”. Según Páez, catorce generales y treinta jefes dis­
tinguidos por su patriotismo durante la guerra de Independencia “se 
convirtieron después en facciosos que, en son de pedir reformas, per­
turbaron la tranquilidad pública”. Mucho más que esto. Desterraron 
la ficción del poder civil hasta finales del siglo. “Páez era tan incan­
sable negociador como impetuoso capitán, y en política maniobraba 
tan hábilmente como en guerra”. Parra Pérez lo afirma como una 
conclusión, luego de constatar los factores en pugna, y ver al general 
enfrentado prácticamente solo a todos los generales que dominaban 
el oriente, el centro y el occidente del país.

Al igual que en oriente, la sublevación dominaba en Valencia, Bar- 
quisimeto, Maracaibo, y se hicieron fuertes en el castillo de Puerto 
Cabello, a donde llegó Mariño desde Barcelona. Páez desplegó su po­
der de persuasión y apeló a las armas cuando no tuvo otro recurso. A 
pesar de que su política de magnanimidad era cuestionada por gente 
del Gobierno, persistió en ofrecer amnistía y logró la autorización del 
Congreso. Extraño episodio de la política en que los civiles desarma­
dos querían ganar la guerra que no tenían cómo librar con la guerra 
de los militares alzados y bien armados en todo el país.

“Páez, dice Parra Pérez, invitó a Mariño a entrar en conversación con 
el fin de terminar el conflicto de modo honroso. Mariño aceptó, y ambos 
generales tuvieron una entrevista, probablemente el 27 o 28 de diciem­
bre, en la línea de San Esteban”. Al poco tiempo, el general oriental viajó 
a Curazao, y quedó el castillo Libertador a cargo del general Carabaño.

Envalentonados con la salida de Mariño para el exterior, y la rendi­
ción de Carabaño y los otros generales para los cuales Páez solicitaba 
pasaporte que les permitiera viajar al extranjero y garantías para su 
vida, los senadores y diputados del Congreso, reunidos el 3 de febre­
ro, bajo la presidencia del doctor Ángel Quintero, no sólo trataron de 
anular la amnistía concedida por Páez a Mariño y los otros rebeldes, 
sino que aprobaron un decreto, promulgado por Vargas, que echaba 
por tierra las gestiones de Páez. Este era su texto:

1-. Los indultados perderán todos sus empleos, grados, y títulos, pensiones, goces y 

condecoraciones. 2-, Serán expulsados perpetuamente del territorio de la República to­
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dos los que con el carácter de generales, jefes y oficiales, se encuentren en la plaza, y los 

demás individuos, sean o no militares, que a ju ic io  del Poder Ejecutivo deben serlo por 

convenir así a la seguridad del país. Los comprendidos en esta condición no podrán ser 

destinados a las Antillas, sino a lugares más distantes. 3-, Los individuos que no queda­

ren incluidos en la condición anterior, serán expulsados temporalmente o confinados 

dentro del territorio nacional, a ju ic io  del Poder Ejecutivo. 4-, Los que quebrantasen la 

expulsión o confinación perderán la gracia y quedarán sujetos a todo el rigor de las 

leyes. 5-, Se entregará a los vecinos todo lo que se les haya quitado y exista, sin perm itir 

que ninguno de los indultados lleve cosa alguna que sea de su propiedad.

No fue esto suficiente. Dominado por el furor de las pasiones, el 
Congreso continuó imaginando castigos. Ángel Quintero, anota Parra 
Pérez, implacable y seguido de exigua mayoría, llevó al Congreso a 
violar los principios más elementales, el respeto debido a “hombres 
que no cedían en gloria, patriotismo y servicios a ninguno de sus per­
seguidores”. El decreto aprobado por el Congreso fue sancionado y 
reglamentado por el Presidente José Vargas el 21 de marzo, y pasó a la 
historia con el mote de “Decreto Monstruo”.

¿Por qué suscribió Vargas algo tan ajeno a su personalidad, a sus ideas, 
a su talante de hombre civilizado y tolerante, de principios humanis­
tas? Démosle una mirada a su texto. Concedía al Ejecutivo el ejercicio 
de la facultad cuarta del artículo 118 de la Constitución contra los com­
prometidos en el movimiento de las Reformas que no hubieran sido 
indultados. Al general Mariño se le excluía del indulto, lo que quiere 
decir que sería sentenciado a muerte. A los generales que suscribieron 
las “Proposiciones” o sea, el ultimátum del 8 de julio, se les expulsaba 
permanentemente del país. Al que violare la expulsión perpetua se le 
juzgaría de acuerdo con la ley, vale decir, pena de muerte.

El terror desatado por el Decreto Monstruo despertó una fuerte re  
acción que lo rechazaba, y abogaba por clemencia. En Caracas se 
conmovió la opinión pública, escribe González Guinán, a favor de la 
absoluta clemencia, y señala que entre los primeros en interpretaría, 
en difundirla, en pedirle al Presidente de la República rectificación, 
figuró Tomás Lander. En el folleto Prensa clemente compiló sus textos 
de entonces. El fundador del partido liberal dejó testimonios que lo 
califican como gran precursor de los derechos humanos. Lander le dice
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al Presidente Vargas: “No hay Constitución en todo el mundo hispano­
americano que merezca el holocausto de vidas humanas”. “A  dónde 
iríamos hoy si hubiéramos decapitado a los jefes o notables de todas 
las conspiraciones colombinas o venezolanas?” “Es perjudicial, es feroz 
que nos transformemos hoy en jueces implacables y sanguinarios...” Le 
dice al Presidente: “Vuecencia es ilustrado, y cuando los hombres no 
son malignos, o cuando las pasiones no ofuscan las luces de su razón, 
se manifiestan siempre tanto más indulgentes, cuando mayor es la ilus­
tración que han adquirido”. Lander le reitera a Vargas:

Suplico respetuosamente a Vuecencia que, sin pérdida de tiempo, revoque con otro 

decreto el inconstitucional que ha librado con fecha de 21 del corriente, exigiendo luego 

de la Legislatura una autorización clemente y filantrópica. (...) En nuestro país se ha 

matado demasiado para que se mate más, y ya me he explicado ante Vuecencia con en­

tera libertad porque no lo creo un tirano. Si lo creyera, tendría muy presente el consejo 

de Raynal: “Nadie está obligado a decir la verdad a los tiranos”.

No hubo tal rectificación, el Decreto Monstruo se fue disolviendo a 
medida que cambiaba la situación política, se iba Vargas y llegaban 
otros protagonistas, como ocurrió antes y ocurriría después con gran 
frecuencia. Para el momento de estos sucesos, ya Santos Michelena es­
taba fuera del Gobierno, alejado de la escena. Fue intransigente desde 
el primer momento, cuando Páez se entendió con Monagas, cuando 
todavía en el Gobierno se sostenía que la clemencia lo condenaría a 
perder todo apoyo, “si adoptaba el sistema de la impunidad”. José Gil 
Fortoul analizó la situación, y en especial, la salida de Michelena del 
Gobierno el 26 de noviembre de 1835:

De esta opinión se hizo eco el ministro Michelena. Votó en el Consejo de Gobierno y en 

el de Ministros contra el artículo del decreto de El Pirita l que reconocía sus grados mi­

litares a los jefes y oficiales sublevados, porque según sus palabras, eran reincidentes en 

el delito de traición”, y como su voto fuese contradictorio con el de sus colegas, presentó 

su renuncia el 19 de noviembre. No la aceptó el Presidente, pero Michelena insistió el 24 

diciendo: “Si, como lo propuse a su debido tiempo, la cuestión de los grados militares se 

remite al Congreso para ratificación o rectificación, continuaré en el Ministerio..., pero, 

si quedan aprobados expresa o tácitamente, no permaneceré ni un día más”. El 26 le
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manifiesta Vargas en carta particular: “La condición que usted ha establecido en su 

insistencia a la renuncia del Ministerio, para continuar en su servicio, es de tal natu­

raleza que prueba bien que su determinación de retirarse es irrevocable. Usted mismo 

en mi destino no habría admitido tal condición”. El mismo 26 se nombró a José Eusebio 

Gallegos, ministro de Hacienda y  Relaciones Exteriores.

La Revolución de las Reformas, aunque con nombres distintos, tuvo 
dos etapas, y en 1835 no fue sino la continuidad de los sucesos de 1831. 
El hecho de que un civil hubiera ascendido a la presidencia, escandali­
zó aún más a los militares, que se sintieron definitivamente amenaza­
dos en su poder e influencia. Para establecer la vinculación entre 1831 
y 1835, podemos remitirnos al historiador Rafael María Baralt, testigo 
y primera víctima del militarismo que, por haber relatado los sucesos 
con objetividad, tuvo que irse de Venezuela para no volver. La primera 
rebelión no fue contra un civil, sino contra el militar más poderoso de 
todos, y contra la Constitución de 1830. Leamos a Baralt:

N i la muerte de Bolívar, ni sus inmediatas consecuencias pudieron saberse en Venezuela 

con la prontitud que hubiera sido necesaria para evitar males de grande importancia. Los 

bolivianos que existían en el país o en las colonias extranjeras, y los militares disgustados 

por la abolición de su fuero, se unieron para conspirar, y el 15 de enero lograron que en la 

ciudad de Aragua de Barcelona, se formase la primera acta desconociendo al gobierno.

Las razones que para ello tenían, claramente alegadas en este famoso documento, dan 

bien a conocer quiénes eran sus factores y cuales sus personales intereses. Decían que no 

había seguridad para nadie, pues los prelados, los curas y los más beneméritos jefes y 

oficiales se veían vejados y expulsados, que la Constitución política atacaba la religión, 

sujetaba los eclesiásticos al pago de contribuciones, y a ellos y a los militares los despo­

jaba de su fuero. Concluían proclamando la integridad de Colombia y poniéndose bajo 

la inmediata autoridad y protección del general José Tadeo Monagas a quien daban el 

título jefe civil y militar. Rápidamente se comunicó el contagio a las otras provincias 

del oriente. Los pueblos de Cumaná, Barcelona, Margarita y Angostura, adoptaron el 

acta de Aragua y lo mismo hicieron Río Chico, Caucagua, Orituco, Chaguaramas y otros 

puntos de la provincia de Caracas.

En 1831, como en 1835, los planteamientos fueron similares. Preten­
dían la restauración del fuero militar y del eclesiástico, la declaración 
de la religión católica como religión del Estado y que todos los empleos
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públicos estuvieran en las manos de “los fundadores de la libertad y anti­
guos patriotas”. Con razón, José Antonio Páez, en su Autobiografía, (1867), 
llamó la atención sobre la contradicción de que a quienes como él, y los 
Congresos que durante su primera presidencia, instauraron políticas de 
tolerancia de cultos, abolición del fuero militar, respeto a la ley, eleccio­
nes libres, etc., fueran calificados “con los motes de godos, retrógrados, 
oligarcas, nombres todos con que se les ha querido desacreditar a los ojos 
de los extranjeros, que no conocen nuestra historia”.

En cambio, a quienes no dudaron en derrocar a un Presidente, se re­
belaron contra el orden constitucional, hicieron la guerra, abogaban 
por los privilegios de fueros militares y eclesiásticos, dividieron la 
sociedad entre los “héroes” que tenían derecho a todo y los otros, que 
no tenían derecho a nada, esos eran consagrados como los liberales. 
Páez tenía razón. La (contra) Revolución de las Reformas fue su prue­
ba de fuego. A esa capacidad de negociador que reconoció y elogió el 
historiador Parra Pérez, se debió que el poderoso movimiento “refor­
mista” no se hubiera convertido en un conflicto de proporciones ini­
maginables. No obstante, nadie pudo evitar sus efectos y sus perversas 
implicaciones en las décadas que seguirían a lo largo del siglo XIX, 
el predominio del militarismo y de sus privilegios, el dominio de las 
armas sobre las ideas, el caudillismo armado, los hombres fuertes, la 
exclusión del poder civil. En suma, una contrarrevolución.

Para una mejor comprensión de la posición de Michelena y las implica­
ciones de su posición en la Revolución de las Reformas, vale la pena consig­
nar in extenso el testimonio del Encargado de Negocios inglés, Sir Robert 
Ker Porter. En su Diario escribió el sábado 21 de noviembre de 1835:

He visto a Michelena esta mañana, y me dice que a pesar de que el Presidente y sus cole­
gas del poder están convencidos del mal que se ha hecho al acceder el general Páez a todo lo 
que ha querido Monagas, no tienen el valor (y bien flacos principios) de decirle a ese jefe el 
daño que resultará para el país. Quieren aprobarlo, y al mismo tiempo quieren que el señor 
Michelena permanezca en el cargo. Dice que no lo hará si el Consejo y el ejecutivo toman la 
responsabilidad de sancionar el indulto, un indulto contrario a la Constitución y alas leyes 
sobre los conspiradores, según las cuales todos los jefes revoltosos deberían ser juzgados y 
sentenciados. Sin embargo me dijo confidencialmente que había sometido una propuesta al 
Consejo, y  que si era aceptada, entonces permanecería en el cargo, y  es que en este momento
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¡o única decisión que se tome sobre la cuestión sea la de dejarla totalmente al arbitrio del 
próximo Congreso; y que sólo así permanecerá en su cargo. En el curso del día vino a verme 
el Sr. P.P. Díaz, el caballero que cumplía los deberes de Michelena mientras este estaba en 
Bogotá negociando los tratados dobles entre Venezuela y Nueva Granada, sobre amistad y la 
división de las deudas nacionales. Su objeto era el de pedirme que usara mi influencia tanto 
con el ejecutivo como con Michelena para tratar de encontrar algún medio de evitar un su­
ceso que inevitablemente habrá de ocurrir si no se aprueba el decreto en cuestión porque, si 
no se hace, evidentemente Páez se disgustará, y en las circunstancias existentes los resultados 
podrían ser aun peores que los del 8 de julio. Este Sr. Díaz parece un jesuíta, y estoy seguro de 
que no es ni política ni patrióticamente venezolano en el fondo del alma, y quiso insinuarme 
que la renuncia de Michelena estaba basada sólo en que se había metido en dificultades en 
el Ministerio de Finanzas y sentía que no tenía los poderes suficientes para liberar al país 
de ellas; pero pronto desengañé al caballero diciéndole que no se trataba de nada semejante 
sino de los principios más puros y honorables, y que perdería el respeto que le tenía si obraba 
de forma distinta a la que había prometido, cosa que estaba cumpliendo al presentar su 
renuncia. Sin embargo, espero tener la suerte de encontrar al Presidente en casa mañana, 
y le hablaré del asunto, así como de los resultados fatales que afectarán a Venezuela dentro 
de los próximos veinte meses, si este primer acto de extemporánea e impropia piedad es 
continuado por los jefes yjefecitos que están a punto de volver la mirada y operaciones hacia 
el resto de los escorpiones políticos que están en Puerto Cabello.

Para Sir Robert, la cuestión era inquietante por varias razones, y entre 
ellas, porque Michelena era “el único hombre de la República que tiene 
capacidad, rectitud y conocimientos suficientes para desempeñar los dos 
agotadores cargos”. El sábado 21, el inglés conversó con Michelena y éste 
le reitera sus puntos de vista, y le expresa que Páez no ha comprendido 
el daño que resultará para el país de ese perdón. Michelena no cedió, no 
hubo acuerdo y se fue del gobierno. Poco después, el Presidente Vargas 
conversó con el inglés y, entrelineas, le dejó ver las verdaderas razones de 
la transacción de Páez con Monagas: el estado de sus tropas era lastimoso 
y el Centauro simplemente no quería tomar riesgos.

El episodio se reflejará en la vida de Michelena: discrepará otra vez cuan­
do Páez escoge a Monagas en 1846. Siempre hay un riesgo cuando se escoge 
al sucesor: Páez escogió a José Tadeo Monagas y cometió un serio error de 
cálculo que alteró radicalmente su papel en la política venezolana, como 
lo admitió en los capítulos de mayor pesadumbre de su Autobiografía.
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Si la escogencia de Monagas fue un error de Páez, ¿cómo puede 
interpretarse la elección del doctor José Vargas como segundo pre­
sidente de la República, vistas sus implicaciones y prolongadas con­
secuencias? Veamos lo que nos reservaba la historia. Cuando el civil 
Juan Pablo Rojas Paúl fue elegido Presidente de Venezuela, desde su 
residencia en París el general Antonio Guzmán Blanco le dijo en una 
carta del 8 de julio de 1888, lo siguiente:

Te felicito por tu elevación a la Presidencia de la República. Esta felicitación no es sola­
mente por lo que te es personal, sino por algo que es mucho más elevado y significativo 
para los coetáneos y para los del porvenir. 53 años hace que Venezuela eligió presidente 
al doctor José' Vargas, y hoy elige al doctor Juan Pablo Rojas Paúl! En 1835 se ensayó la 
República con la elección de un civil! Esos 53 años que median entre las dos elecciones 
han sido de lucha muy larga y desastrosa, entre el poder oligárquico personal y luga­
reño, y la soberanía de los pueblos. Con una gran diferencia, que no puede escaparse a 
los hombres pensadores. La elección de Vargas fue prematura porque acabábamos de 
salir de la guerra de independencia que había creado grandes y poderosos elementos 
de prestigio y gloria, y no se había formado todavía una razón pública en los pueblos 
a quienes el triunfo de Carabobo convirtió de colonos del día anterior en ciudadanos 
deliberantes al día siguiente.



Biblioteca Biográfica Venezolana

88 Santos Michelena

La elección de Rojas Paúl, al contrario, es el lógico y  oportuno resultado del desa­

rrollo y engrandecimiento nacionales, por el cual han ido desapareciendo todas las 

viejas ideas, con los hábitos y rutinas antiliberales y  reemplazándose felizmente con la 

voluntad concienzuda y soberana del pueblo en quien descansa la actualidad y la que 

responde, sin duda, de la estabilidad del porvenir.

La simulación de Guzmán Blanco en cuanto al arribo de un civil a 
la presidencia de Venezuela se descubrió de inmediato, pues le adver­
tía al Presidente que como “no hay cielos sin nubes, y teniendo hoy 
el cielo de Venezuela la de Crespo, es preciso hablarte también de lo 
que es necesario hacer para disiparla cuanto antes”. O sea, que para 
librarse de un general, Crespo, tenía que permanecer fiel a otro gene­
ral, el propio Guzmán Blanco. Manipulaba de esa manera los temores 
posibles o probables que el doctor Rojas Paúl podría albergar frente a 
Crespo. De modo que ambos caudillos actuaban como tenazas contra 
el civil más de 50 años después de Vargas.

De poco le sirvió a Guzmán la zalamería, porque su estrella ya en­
traba en el ocaso y la ruptura de Rojas Paúl con quien lo había apa­
drinado como candidato se transformó en reacción general contra el 
caudillo. Al poco tiempo comenzarían a derrumbarse las estatuas que 
el Ilustre Americano se había erigido a sí mismo.

De modo que el medio siglo transcurrido desde la elección del doc­
tor Vargas no había sido suficiente para que un civil gobernara sin las 
interferencias y las conspiraciones militares. A  Rojas Paúl lo sustituyó 
otro civil, Raimundo Andueza Palacio, en periodos presidenciales de 
apenas dos años, ideados por Guzmán para prolongar su influencia y 
complacer a sus alfiles.

Cuando Andueza quiso reformar la Constitución fue derrocado por 
el general Joaquín Crespo. A  partir de entonces, los civiles no volvieron 
a ver la luz hasta 1945 con Rómulo Betancourt como presidente de la 
Junta Revolucionaria de Gobierno y Rómulo Gallegos en 1948 como 
presidente constitucional de Venezuela. Habían transcurrido 110 años 
desde la elección del sabio Vargas, y con la caída de Gallegos se demos­
tró que siglo y tanto tampoco había sido suficiente tiempo para que un 
civil ascendiera al poder sin el riesgo del derrocamiento.
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Estas reflexiones nos invitan a repasar la historia y a pensar en la 
personalidad del doctor Vargas, en los avatares políticos en que parti­
cipó, en su significación como médico y científico y en la desventura 
de su breve y complejo paso por la presidencia. Vargas nos ofrece la 
posibilidad de mirar hacia las grandes figuras de Venezuela. Una ma­
nera de asomarnos a su mundo es recorrer sus caminos de la mano 
de sus biógrafos. Entre estos resaltan Andrés Eloy Blanco con Vargas, 
albacea de la  angustia, y la más reciente biografía de Carolina Guerrero, 
editada por la Biblioteca Biográfica Venezolana.

Andrés Eloy Blanco se identificó profundamente con la figura de 
Vargas. Vargas, albacea de la angustia, puede considerarse como una de 
las mejores biografías escritas en Venezuela. Sus puntos de vista so­
bre el militarismo y el civilismo en la historia venezolana del siglo 
XIX, a propósito de la elección de Vargas, revelan gran perspicacia y 
originalidad en el análisis. Ser civil en un país de guerras y conflictos 
era una proeza, así como ser militar era la opción más confortable, 
más conveniente, aunque no necesariamente la más placentera. Pre­
sumían de militares muchos que no lo eran, y de ahí las historias del 
militarismo que no era otra cosa, a su juicio, que la falta de verdade­
ros militares. Abundaban los impostores y así la historia se percibe de 
manera siempre equívoca. Por eso, Vargas, albacea de la angustia puede 
considerarse también como una reflexión lúcida sobre el dilema.

El conocimiento histórico y el pensamiento político del biógrafo 
hacen de la biografía un manual que trasciende al biografiado en el 
sentido en que sus juicios sobre temas de permanente interés como 
los referentes a federalismo y centralismo, temas que, de tiempo en 
tiempo, afloran en Venezuela. Para Andrés Eloy la federación era una 
bella consigna en la teoría; en la práctica era un caudillo y veintitan­
tos vicecaudillos regados por el mapa tratando de emular al caudillo 
máximo, cuando no conspirando contra él. Obviamente, tenía pre­
sente a Guzmán Blanco en su análisis; no hubo mayor impostura que 
la federación nacida de la guerra larga del siglo XIX.

Para Andrés Eloy Blanco los militares venezolanos del siglo XIX, has­
ta bien entrado el XX, eran en su mayoría civiles metamorfoseados de 
generales o de coroneles.
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Para explicarse a cabalidad las características del militarismo en Venezuela -d ice  

e l escrito r- hay que pa rtir de la base fundamental, aunque parezca ilógica, de que la 

excesiva abundancia de guerreros en Venezuela se ha debido, principalmente, a la falta 

de militares. La fecundidad bélica del país estaba en razón directa de su infecundidad 

técnica. La riqueza torrencial de generales y coroneles ha correspondido a la carencia 

de un verdadero Ejército.

Andrés Eloy estudia las complejas relaciones entre civiles y milita­
res, con objetividad y comprensión. Lo intentó porque no se puede 
comprender el papel de Vargas si no se analiza el clima y la realidad 
política en que le tocó actuar. Un momento particularmente adverso 
para un civil y para un sabio condenado a competir con los generales 
que tenían frescos los laureles de la guerra de independencia, cuando 
estaba naciendo el caudillismo del siglo XIX, aterrados ante la incer- 
tidumbre de un país excesivamente pobre.

Del rezago necesario de guerreros libertadores surgía el caudillaje:

Y  de la codicia del grupo de militares absolutistas unida a los manejos oligárquicos 

y a la  carencia de tropas de espíritu constitucional, nacen, mueren y se reproducen en 

triste sucesión los pronunciamientos. (...) Desde la llamada Revolución de las Reformas, 

hasta los primeros años de la organización de nuestro ejército, no se podía decir dónde 

terminaba el m ilitar y dónde empezaba el civil en un venezolano corriente.

El escritor ilustra el fenómeno diciendo que era muchísimo más 
difícil en Venezuela ser civil que ser militar porque el fusil y el sa­
ble “eran puertas que se abrían”. De las pequeñas guerras todos re­
gresaban desdeñando el oficio anterior. Aquí hace esta observación 
que conviene retener: “No se avenían a criar ganados o sembrar café 
cuando más daba la tierra de galoparla que de sembrarla”. Otra, que 
daba una clave para la comprensión de nuestra historia y la fuerza del 
partido llamado militarista: “Hubo momentos en que un solo militar 
llegó a ser el centro, la bandera, el pretexto nacional del movimiento; 
en su derredor, metida en sus levitas, bajo el palio de los sombreros de 
copa, la oligarquía de turno formaba base y apuntalamiento”.

Detengámonos en el final de este párrafo, porque sus palabras equi­
valen a muchos capítulos de nuestra historia: “Y es así como Páez se
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hizo civil cuando pasó, precisamente, de la influencia despótica de 
don Miguel Peña a la influencia paisana del militar Soublette”. Abun­
dó en argumentos para sustentar su tesis; se puede ser tolerante sien­
do militar, se puede ser intolerante y despótico siendo civil: pruebas 
al canto. Allí estaban los militares Páez, Santander, Sucre, Soublette 
y su compostura; allí estaban las contrafiguras de la intolerancia, los 
togados: el filósofo ecuatoriano García Moreno, el místico paraguayo 
José Gaspar Rodríguez de Francia y el poeta colombiano Rafael Núñez 
que, según sus palabras y el testimonio de la historia, “pasaron como 
genios de horror por la magistratura”.

Veamos cómo Andrés Eloy analizó el panorama político de aquellos 
tiempos:

Así fue como se planteó el problema eleccionario de 1835: Cuatro candidatos, per­

fectamente definidos: Vargas, civil absoluto; Mariño, m ilitar absoluto; Urbaneja, civil 

m ilitar por su actuación en los asuntos de la guerra; y Soublette, m ilitar civil por su 

calidad de oficial ilustrado y diplomático sagaz. Lo acertado habría sido designar a Ur­

baneja o a Soublette, principalmente a éste, hombre de transición entre la gesta heroica 

y la gesta ciudadana. Se cometió el error de saltar de Páez a Vargas y así se produjo la 

primera decepción nacional, al convencerse el país de que sin la lanza de Mucuritas no 

habría hombre seguro en la silla presidencial.

El fracaso del sabio traumatizó al país y contribuyó a hipotecar la pre­
sidencia a los militares. La historiadora Carolina Guerrero relata el epi­
sodio protagonizado por Fermín Toro cuando en 1856 la Universidad de 
Caracas le solicitó que escribiera la biografía de Vargas. Toro respondió 
que una biografía solicitada por la Universidad terminaría siendo una 
biografía oficial, y esto coartaría su libertad de escritor. Además de lo que 
llamó “escrúpulos de conciencia” para excusarse ante la Universidad por 
declinar el encargo, don Fermín hizo el perfil del doctor Vargas:

Miembro del Congreso Constituyente, senador en varios constitucionales, Presidente 

de la República elegido por el pueblo, depuesto por una acción militar, obligado más 

tarde a renunciar por causas todavía ocultas, alejado cada vez más de la escena pública 

y apartado, mal su agrado, de los consejos patrios, el doctor Vargas ha sido el m ártir 

de la política venezolana, y cada incidente de su vida pública tiene su razón en algún
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hecho general que no podría ser explicado sino por un ju icio libre, imparcial y severo de 

los hombres y de los acontecimientos de la época.

No abrigaba dudas Fermín Toro de que él podía escribir la biografía 
con la libertad necesaria; sin omitir los episodios políticos, algo que 
juzgó fundamental, pero no obstante, algo lo llevaba a pensar que 
quizás no “convendría a la paz de la tierra y a la tranquilidad de los 
ánimos una mirada retrospectiva a los acontecimientos políticos en 
que ha figurado el doctor Vargas desde 1831”.

Los episodios del 8 de julio de 1835, la insurgencia militar contra 
el Presidente, tejieron una red que Toro conocía a fondo, y contarla 
como debía contarse “no le convendría a la paz de la tierra”. El propio 
Vargas, observa Guerrero, pidió que se quemaran sus papeles de esa 
etapa, de tal modo que el silencio conjurara la resurrección de las pa­
siones. Veinte años después, 1835-1856, y José Vargas como presidente 
civil se había convertido en tabú. Nombrarlo y contar su historia era 
simplemente inconveniente. En suma, el civil a destiempo.



Michelena y la política 
exterior de Venezuela

En lo que podría entenderse como gestión prioritaria de la política 
exterior del nuevo Estado venezolano, las negociaciones con la Nue­
va Granada ocupaban el primer punto de la agenda. El 29 de abril 
de 1832, el Congreso aprobó una resolución reconociendo a los Es­
tados de la Nueva Granada y Ecuador. Los 9 puntos de la resolución 
indicaban que el I o de noviembre se enviaría una comisión de dos 
individuos elegidos por el Congreso, “con el objeto de tratar con los 
comisionados de la Nueva Granada y Ecuador, acerca de los prelimi­
nares de los nuevos vínculos de la unión, proponiendo las bases de 
una Convención colombiana, que establezca los pactos de federación 
que sean más conducentes a la prosperidad de la Gran Colombia”.

Ninguno de los 9 puntos menciona la palabra límites. Traducían sí, 
un propósito de unión bajo principios diferentes de la utopía boliva- 
riana. Esto se aprecia en las instrucciones que el artículo 5 le otorgaba 
a los comisionados, y que decía: “Propondrán como puntos de que 
pueda ocuparse la Convención, sin excluir otros que ella considere 
oportunos”. Estas eran las instrucciones:

1. Que los tres Estados formen un solo cuerpo para cualesquiera 
especie de tratados, bien sea con la España o con cualquiera otra
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potencia extranjera. 2. El arreglo de la deuda de Colombia. 3. Que 
ninguno de los tres Estados pueda jamás ocurrir al funesto recurso 
de las armas para decidir sus querellas y diferencias, sino que haya 
de someterse necesariamente a alguna autoridad o arbitramento co­
mún. 4. Que hagan causa común para defender su independencia, 
su integridad territorial, y cualesquiera otros derechos generales con­
tra todo insulto, ataque o agresión extranjera. 5. Para garantizarse 
mutuamente la forma de gobierno republicano, y protegerse de un 
modo eficaz en todo caso que amenace la total subversión de su or­
ganización interior. 6. Fijar los derechos de importación respecto de 
los países extranjeros, y uniformar los pesos y medidas, el valor de la 
moneda y el pabellón.

Como quedó visto, Santos Michelena condujo las negociaciones en 
su etapa inicial. En el capítulo XVII de la A utob iogra fía , Páez da cuenta 
de estas gestiones, de cómo se inició el proceso, glosa el cruce de notas 
entre el secretario de Relaciones Exteriores de Colombia y el venezolano. 
La dinámica de la política orientó hacia otros objetivos lo que entonces se 
proponía el Congreso venezolano. Los dos comisionados designados por 
el Congreso, José Eusebio Gallegos y el general Francisco Carabaño, no 
aceptaron la misión porque desconfiaban de la palabra federación. Hubo 
otros designados con iguales excusas, y Páez, finalmente, designó al secre­
tario de Hacienda y Relaciones Exteriores.

Otra de las prioridades del nuevo Estado en sus relaciones exteriores era 
el reconocimiento de Venezuela por España. Páez lo aborda con una cru­
deza muy poco diplomática, como no lo habría hecho Michelena. Dado 
que resultaba inútil esperarlo de Fernando VII, obstinado y testarudo, ha­
bía que apostar a su muerte. Así se lee en la A utob iogra fía  que demuestra 
buen conocimiento de la política española:

Mientras ¡as emancipadas colonias de América luchaban por consolidar la form a de 

gobierno que habían adoptado, la antigua metrópoli gemía bajo el cetro de Fernando 

VII, cuya muerte todos esperaban como la señal de una nueva era para España. Si el 

partido absolutista lograba colocar en el trono al infante Don Carlos, o el liberal a 

la hija del difunto, era muy probable que los que no quisieran verse envueltos en las 

calamidades de una guerra intestina buscarían asilo en suelo extranjero. A  Venezuela 

entonces se le presentaba buena oportunidad de aumentar su población, pues la identi­
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dad de idioma y de costumbres, y la facilidad de aclimatación convidaba a los emigra­

dos españoles a fija r su residencia en los territorios americanos.

La curiosa especulación del general ocultaba su pragmatismo: Espa­
ña era a su juicio el país europeo que consumía más cacao. A través de 
buques neutrales Venezuela había importado de España en el año eco­
nómico 1831-1832 mercancías por valor de 123.891 pesos y había expor­
tado 338.389 pesos fundamentalmente en cacao. Estas y otras razones, 
la eliminación de todo posible conflicto bélico, llevaron a Páez y a Mi­
chelena a procurar el reconocimiento. Buscaron la mediación de Fran­
cia e Inglaterra a través de Alejo Fortique, representante en Londres, 
pero mientras la gestión avanzaba con la parsimonia de las cancillerías 
ocurrió la noticia que el Presidente de Venezuela esperaba: la muerte 
del estorbo. Entonces, Páez relata: “Como ya el 29 de septiembre había 
fallecido el rey Fernando, escribí a la reina Cristina, Gobernadora del 
reino”. La carta tiene fecha 20 de diciembre de 1833.

Páez le dice a la Regente:

Venezuela, en otros tiempos parte de los dominios de los ilustres ascendientes de Vues­

tra Excelsa Hija, hoy por disposiciones de la Divina Providencia, sólo depende de sí 

misma, y olvidando las desgracias en que ha sido probada su constancia, sólo ve en Vos 

el Genio del bien, y la persona escogida para establecer con estos pueblos las relaciones 

que la naturaleza, la religión y el idioma están designando a españoles y venezolanos.

“Sus puertos, sus campos, sus hogares, los brinda Venezuela indepen­
diente a la Nación española”, prosigue Páez, y le promete a Su Majestad 
las ventajas comerciales de la nación más favorecida. Termina expre­
sándole que ha designado al general de división Mariano Montilla, “con 
plenos poderes para ajustar y concluir el tratado de paz que establezca 
las relaciones amistosas a que ambos pueblos están llamados”.

Paralelamente, Montilla negoció con Lord Palmerston y con el pleni­
potenciario español en Londres, el Marqués de Miraflores. Con el inglés 
logró el reconocimiento de la independencia por parte de Gran Bretaña 
y suscribió el Tratado de 1825 con la Gran Colombia, lo cual fue objeto 
de cuestionamiento en Venezuela por la cláusula de perpetuidad del 
pacto. Algo secundario, porque lo apremiante era el reconocimiento,
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y había sido logrado. Como anota Gil Fortoul, ambos negociaron el 29 
de octubre de 1831 una convención por la cual, reconocida la indepen­
dencia venezolana, quedaba adoptado en todas sus partes el Tratado 
de 1825. Por encima de todo, a Venezuela le interesaba contar con la 
amistad de los ingleses, y excusó la inequidad del tratado. El Congreso, 
al ratificarlo, redujo la “perpetuidad” a siete años.

La otra gestión encomendada al general Montilla era la negociación del 
reconocimiento de la independencia por parte de España. Una de las prio­
ridades de la política exterior. Con el Marqués de Miraflores Montilla ya 
había logrado pasaporte para viajar a España y ser recibido por el primer 
ministro Francisco Martínez de la Rosa. A  través de los contactos ingleses 
Montilla logró que el Enviado de Estados Unidos en Madrid abogara por 
un amistoso avenimiento entre España y Venezuela. Mejores perspectivas 
no podían darse, cuando sucedió lo inesperado. Démosle la palabra al 
Presidente de la República, tal como lo refiere en su Autobiografía:

Ya se habían vencido los primeros obstáculos, cuando Montilla recibió órdenes de 

regresar a Venezuela porque la Cámara de Representantes había negado fondos para la 

Legación, y so pretexto de que el clima era muy perjudicial para su salud, se embarcó 

para América el 6 de diciembre de 1834, habiendo ya conseguido para esa fecha, que la 

Inglaterra reconociera a Venezuela como Estado independiente y declarase extensivo a 

los súbditos y ciudadanos de la Gran Bretaña y de la República los beneficios del Trata­

do preexistente con Colombia en 1825.

“Semejante contrariedad, escribió Francisco González Guinán, revela­
dora de la incuria de aquellos tiempos y la de los hombres que maneja­
ban el Gobierno, paralizó lastimosamente una negociación en la que vin­
culaba la república su paz exterior y la estabilidad de su existencia”. Así 
terminó el primer episodio de una negociación que demoraría décadas 
para ser concluida. España no se reconciliaba con su propia historia.

Otro tratado suscribió Venezuela con Gran Bretaña por aquel tiem­
po. Con tropiezos similares. Con el propósito de ponerle punto final 
al tráfico de esclavos, fue negociado y suscrito por el secretario Mi­
chelena y el Encargado de Negocios Robert Ker Porter el 10 de mayo 
de 1837. El martes 2 de mayo de 1837, Sir Robert escribió en su Diario 
que ese día se había reunido con Santos Michelena, en la primera con­
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ferencia sobre el Tratado para la abolición de la Trata. Dijo que inter­
cambiaron los plenos poderes y había puesto en sus manos el proyec­
to de tratado que se iba a discutir. El miércoles 17 confiesa que trabaja 
intensamente a fin de terminar el tratado, “antes de que Santos Mi­
chelena vuelva a dejar el cargo”. Fue enviado, en efecto, a Bogotá para 
ponerle punto final a las negociaciones sobre la deuda tripartita, ya 
acordada por Nueva Granada y Ecuador. El viernes 19, escribió:

Firmé el Tratado de abolición de la esclavitud, concertado entre esta República y la Gran 

Bretaña. El señor Santos Michelena, ministro de Finanzas y Relaciones Exteriores, fue mi 

colega plenipotenciario. Los capítulos y condiciones fueron los siguientes: Declarar la trata 

finalmente abolida en todas partes del mundo. Tomar medidas efectivas para impedir que 

los ciudadanos de la República se dediquen a ello [la trata] bajo una ley penal que inflija el 

más severo castigo a las personas que se descubran dedicándose a este tráfico. Que la ley de 

piratería será aplicable al dicho tráfico por la legislación de los países respectivos, dentro de 

los dos meses siguientes al intercambio del Tratado. Que los cruceros de una u otra potencia 

podrán visitar los navios de las dos naciones, que sean sospechosos, sobre bases razonables, 

de estar dedicados a la trata, podrán detenerlos o alejarlos, a fin  de que se les sentencie, etc., 

etc., y que se acuerde mutuamente cierto acto o instrumento sobre la base del Tratado pro­

puesto, relativo a las instrucciones para los navios de ambas naciones destinadas a evitar la 

trata, cosa que se hizo debidamente en el anexo letra A. Habiéndose firmado debidamente el 

Tratado, el período de intercambio se fijó en 10 meses después de la fecha de la firma, o sea 

el 10 de mayo de 1837, en Caracas, fecha de nuestra última conferencia.

El domingo 25 de marzo de 1838, Sir Robert registra que la comisión 
del Senado encargada de estudiarlo y recomendar si lo aprueba o no, lo 
remitió a la plenaria y remitido a la cámara de diputados lo pusieron 
en manos de otra comisión “para su estudio”. El 19 de marzo expiraba 
el plazo para su ratificación. Molesto, Sir Robert escribió el domingo 25: 
“Este retraso, irrespeto e indiferencia hacia la causa de la humanidad 
no pasó sin protestas, verbales y escritas por mi parte al ministro de 
Relaciones Exteriores, pero el Gobierno ya fuera por temor al Congreso 
o por no sentir mucho interés en el asunto no pasó de trasmitir mis 
comunicaciones oficiales a ese organismo, y allí quedó, letra muerta”.

El jueves 14 de febrero de 1839, el diplomático inglés recibió una nota 
donde se le hacía saber que el Congreso rechazaba el tratado: “Venezue­
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la... ha cooperado y cooperará eficazmente en la abolición de la trata 
dentro de los límites de su poder y, por falta de recursos será imposible 
cumplir algunas de las estipulaciones del Tratado por lo cual las insti­
tuciones del país dificultan que la representación nacional pueda com­
prometerse a cumplir algunas de las demás...” El Congreso, en efecto, lo 
negó inicialmente, alegando que no existía ese tráfico en Venezuela, pro­
hibida como estaba la introducción de nuevos esclavos, y, porque además 
el país “no tenía barcos suficientes para contribuir a la persecución de la 
trata en alta mar”. Se trataba de algo definitorio de políticas, necesario 
para la abolición de la esclavitud en el mundo. La negativa del Congreso 
y el absurdo de que el país carecía de barcos, carecía de lógica.

Con José Santiago Rodríguez, designado para negociar con el Encarga­
do de Negocios se inicia un periodo de revisión del texto. El venezolano 
le confia que a los parlamentarios les incomoda la idea de un segundo 
intento. “Esto me huele mal”, le confía el inglés a su Diario. Habla con José 
Vargas, presidente del Congreso. Finalmente, el 4 de mayo, el Congreso 
ratificó el Tratado (revisado) sobre la abolición del tráfico de esclavos. Un 
calvario para Sir Robert. En cuanto a la expresión “tráfico de esclavos” que 
suscitó algunos resquemores, se explicó diciendo “que se entendía por tal 
el que se hacía con los negros traídos de Africa para venderlos en otras par­
tes del mundo, y no el transporte de un punto a otro de la República de los 
esclavos existentes en ella, para venderlos o para otro objeto no prohibido 
por sus leyes”. Detrás de la retórica alentaban los intereses creados.

No todo era armonía con los ingleses. Tras el interés en las rela­
ciones entre Estados, desde 1822, y en tiempos de la Gran Colombia, 
ya el ministro de Relaciones Exteriores Pedro Gual había planteado 
el dilema que dominaría todo el siglo entre la primera potencia del 
mundo y Venezuela. Gual instruyó al representante en Londres, José 
Rafael Revenga, para que denunciara ante el gobierno de Su Majestad 
la ocupación del territorio venezolano en la margen izquierda del río 
Esequibo. Retengamos las palabras del ministro Gual:

Los colonos de Demerara y Berbice tienen usurpada una gran porción de tierra que se­

gún los últimos tratados entre España y Holanda nos pertenece, del lado del río Esequi­

bo. Es absolutamente indispensable que dichos colonos, o se pongan bajo la protección y 

obediencia de nuestras Leyes, o se retiren a sus antiguas posiciones.
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En 1834, Gran Bretaña envió al prusiano Robert Schomburgk para ex­
plorar la colonia guayanesa. Pasó allá varios años y en 1840 fijó unilate­
ralmente y sin autorización inglesa, los límites, despojando a Venezuela 
de la mitad del territorio, y el mapa del explorador se convirtió en dogma 
del imperio. Páez relata que, según informe de Fortique, Lord Aberdeen, 
secretario de Relaciones Exteriores le había asegurado que Schomburgk 
“no estaba autorizado para ocupar ninguna parte del territorio de Vene­
zuela”. Pero, sin embargo, fue permanente referencia inglesa.

Venezuela persistió en la defensa de su integridad territorial. Así se 
inició una larga historia. Fortique y Lord Aberdeen convinieron en un 
tratado que reconocía a Venezuela, en palabras de Gil Fortoul, “toda 
la costa comprendida entre la boca del Orinoco y la del Moroco”. La 
muerte inesperada del enviado venezolano en Londres paralizó el pro­
ceso, a pesar de que urgía al Ejecutivo y al Congreso que aprobara aquel 
proyecto. Sucedió como con el tratado de Michelena y el Golfo de Vene­
zuela. El tren sólo pasó una vez. Medio siglo después, vino el despojo 
del Arbitraje de París en 1899.

Pendientes las negociaciones con España por la frustrada misión de 
Montilla, en 1835 fue enviado a Madrid el general Carlos Soublette con 
igual encargo. La intransigencia de Madrid que condicionaba el reco­
nocimiento ál pago de compensaciones por daños de la guerra a sus 
naturales, e, incluso, al propio Estado español, impidió la negociación, 
en tanto Soublette regresaba a Venezuela para asumir la presidencia de 
la República. En 1845, Alejo Fortique negoció firialmente el tratado, y 
un año después, Fermín Toro culminó la misión.

La cuestión territorial fue abordada paralelamente en el oeste con 
Nueva Granada, en el este con Gran Bretaña, y al sur con Brasil. En 
1843 llegó a Caracas el Encargado de Negocios de Brasil, Luis María de 
Lisboa. Se iniciaron conversaciones informales porque Lisboa no tenía 
los plenos poderes, pero en todo caso, Venezuela sostuvo que los límites 
debían ser los que resultaran de los tratados de España y Portugal de 
1750 y 1777. Lisboa regresó a su país y diez años después, designado 
plenipotenciario suscribió el tratado el 25 de noviembre de 1852.

Cuando el secretario de Estado John Forsyth dio instrucciones a John 
G. A. Williamson, antiguo Cónsul y ahora Encargado de Negocios en
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Venezuela, sobre su misión, le leyó una cartilla sobre sus deberes y obje­
tivos, como sobre su conducta. Los Estados Unidos deseaban un tratado 
de comercio con ventajas no incluidas en el suscrito con la Gran Co­
lombia. Forsyth aconsejó a Williamson no apresurar ninguna reclama­
ción de ciudadano norteamericano hasta que fuese cuidadosamente 
examinada. Por otra parte, “sea usted firme y luche por el derecho de 
los ciudadanos norteamericanos. No se mezcle en la política local. Esto 
es de absoluta necesidad para el éxito de su misión”. Como escribió 
Benjamín Frankel, Williamson llegó a Venezuela, en junio de 1835, en 
vísperas de la Revolución de las Reformas.

En su Diario el Encargado de Negocios registró su sorpresa. Al ama­
necer del 8 de julio, divisó desde su ventana el pelotón de soldados 
que con un ruido como de trueno se dirigía hacia la casa del Presiden­
te Vargas, que vivía muy cerca. Relata que salió a comprar un perió­
dico y los vecinos le informaron que se trataba de algo que no tenía 
en su imaginación: un golpe de Estado. Consultemos el Diario de Mr. 
Williamson, ese amanecer del 8 de julio:

Un día memorable para Caracas. Me levanté a eso de las 630, y media hora después, 

cuando fu i a abrir el balcón, o í un extraño redoble de tambor que descendió por mi calle en 

dirección de la Palma. Descubrí inmediatamente que se trataba de un bando, o sea un gru­

po, de veinte soldados que se para en cada esquina para leer un decreto u orden del gobierno. 

Las puertas de todas las casas permanecían cerradas, circunstancia extraordinaria que no 

me podía explicar. Un conocido que cruzaba en ese instante me contó detalladamente y en 

breves minutos que había estallado una revolución. Fue un golpe inesperado para mí; no 

me imaginaba que hubiera ni siquiera el más remoto desacuerdo. Es fácil comprender mis 

sentimientos, pero sería difícil describirlos. E  conocido me informó que un grupo de hombres 

se encontraba en la casa del Presidente; que nadie podía visitarlo y que, de hecho, tenía de 

prisión a su propia casa, custodiado por veinte soldados y el coronel Carujo.

Inmediatamente salí a buscar un periódico y me encontré con que todo era confusión, 

gente asombrada y congregada “apaciblemente” en las esquinas vecinas a la casa del Pre­

sidente y a la  casa de gobierno. Contemplaban todo con el mismo estupor que yo, sin hacer 

el menor esfuerzo por detener la usurpación m ilitar que había derrocado al Presidente y 

al vicepresidente, trastornando así la Constitución, Leyes y Gobierno de Venezuela.

El problema de los extranjeros y las revueltas militares y las subsi­
guientes reclamaciones se agudizaron con la Revolución. Los barcos eran
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abordados y confiscadas sus mercaderías. Estos fueron los primeros plan­
teamientos del Encargado de Negocios al secretario Michelena, pero de 
manera que no estorbaran las negociaciones sobre la prioridad, según el 
secretario Forsyth, que era el tratado. En las ciudades de Puerto Cabello y 
Maracaibo, donde la revuelta tuvo éxitos prolongados, a los cónsules de 
Estados Unidos se les violaron sus prerrogativas e inmunidades, según 
reportaban a Washington. De modo que era un panorama complicado.

Como lo refiere el Encargado Williamson, ya Michelena había renun­
ciado a su cargo ministerial, pero fue designado plenipotenciario para 
negociar con él el Tratado de amistad, comercio y navegación que am­
bos suscribieron el 20 de junio de 1836, al año de su llegada a Caracas. 
Remitámonos a Benjamín Frankel, en su obra Venezuela y  los Estados U n i­
dos, 1810-1888:

El prim er tratado de amistad, comercio y navegación firmado entre Venezuela y los Es­

tados Unidos se parecía al tratado de Colombia de 1824. El acuerdo incluía la acostumbra­

da cláusula de nación más favorecida, privilegios comerciales iguales para los ciudadanos 

de cada país y protección del barco y la carga contra la captura militar. Las naciones 

firmantes prometían proteger cada una a los ciudadanos de la otra y ponían las cortes 

de justicia a su disposición. Eran enfáticas las estipulaciones que comprendían la libertad, 

de religión y el derecho de enterramiento. Importante para los intereses norteamericanos 

era la cláusula “barco libre hace libres las mercancías". Faltaba al tratado una clara de­

finición del status diplomático de ministros y cónsules. El privilegio diplomático habría 

de acordarse sólo sobre la base de la cláusula de nación más favorecida y la reciprocidad. 

Las estipulaciones relativas al status consular, espina en las relaciones entre las naciones, 

ampliaban los privilegios de los cónsules, pero guardaban silencio en cuanto a concederles 

ningún rango diplomático. Los cónsules tenían también ahora el derecho de apelar a las 

autoridades locales para que les ayudasen a detener a los desertores de los buques. El 

tratado, al ser ratificado, habría de permanecer en vigor por doce años.

El 22 de marzo de 1841, Venezuela y el reino de Suecia y Noruega 
suscribieron el Tratado de amistad, comercio y navegación, negocia­
do por los plenipotenciarios Juan José Romero y el Conde Federico 
Tomás de Adlercreutz.

Sobre este periodo de negociaciones exteriores de los primeros años 
de la República independiente, sin duda dinámicos y, en general, inteli­
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gentes, el general Páez escribió en sus memorias: “Cabe la gloria de ha­
ber contribuido a formar tan brillante cuadro a los señores Soublette, 
Michelena, Smith, Urbaneja, Quintero, y a cada uno de aquellos hom­
bres de una generación que parece haberse extinguido con ellos”.
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No se prolongó en exceso la ausencia de Santos Michelena de la ad­
ministración pública, a pesar de los contratiempos y razones políticas 
de su renuncia. Al iniciar sus sesiones el Congreso de 1837, y realizado 
el escrutinio de los votos de los Colegios electorales, resultó elegido 
vicepresidente de la República con la casi totalidad de los votos el 
general Carlos Soublette, a la sazón en España. El 11 de marzo llegó a 
Caracas y esa misma noche el Congreso le tomó juramento, y quedó 
Encargado de la Presidencia de la República para concluir el periodo 
del presidente Vargas.

Muy poco después, Soublette designó a Santos Michelena secretario 
de Hacienda y Relaciones Exteriores, y de manera interina, de Guerra 
y Marina. De modo que volvió con mayores poderes. Al confiársele 
este último despacho, Michelena asumía riesgos poco gratos a su ta­
lante de negociador diplomático. Soublette fue acogido con general 
beneplácito, pero el conflicto no resuelto de la Revolución de las Re­
formas no esperó en manifestarse.

Desde Haití se reportó que los “proscritos” solicitaban armas para 
invadir a Venezuela. Una rápida gestión diplomática ante aquella na­
ción conjuró el peligro, pero de inmediato se supo que el coronel José
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Francisco Farfán se había alzado en armas en Guayana. El jefe del 
Ejército, guardián de la estabilidad del Gobierno, se puso en marcha. 
Como todos los revoltosos sin causa, también Farfán proponía la resu­
rrección de la Gran Colombia, el restablecimiento de los fueros mili­
tar y eclesiástico, y la proclamación de Mariño como jefe supremo.

Otra revolución de las reformas, pero en pequeño. En San Juan de 
Payara, con 60 lanceros descritos como fieros, Páez enfrentó los 800 
guerrilleros de Farfán. Casi con entusiasmo, González Guinán des­
cribió la hazaña. La pequeña columna del General se movía con una 
fuerza infernal, animada por su voz de trueno. “Aquellos sesenta lan­
ceros se precipitaron furiosos sobre los despavoridos revolucionarios, 
matando a cuantos alcanzaban” . El campo quedó sembrado de cadá­
veres y el caudillo de la revolución, José Francisco Farfán, dijo el his­
toriador, “pudo salvarse casi solo por la velocidad con que corría la 
bestia que montaba”.

Al hombre de la Hacienda y de las Relaciones Exteriores, ahora le 
tocó recibir y procesar los partes de guerra. Un Michelena que escapa 
de su propio retrato congratula al General Páez en términos que no le 
son habituales, y que algunos entendieron como golpes de pecho por 
su conducta intransigente en los tiempos de la clemencia, aunque, en 
efecto, lo hacía en nombre del Poder Ejecutivo. Este es el mensaje que 
el 8 de mayo le envió al pacificador el secretario interino de Guerra y 
Marina:

Acción tan distinguida y tan brillante es digna de Vuecencia; y Venezuela admirán­

dola y agradeciéndola, se felicita y se complace en poseer tan Esclarecido Ciudadano, 

héroe tan generoso, que todo lo olvida, todo lo pospone, siempre que la patria lo invoca 

en sus necesidades. Parecía que era imposible añadir nada más a los títulos que Vue­

cencia tenía a la gratitud pública, al amor de sus conciudadanos; y Vuecencia acaba 

de probar que de cada conflicto sale Vuecencia más glorioso. El olvido de sí mismo y de 

su reputación, de una reputación fru to  de tantos sacrificios, con que Vuecencia acom­

pañado de un puñado de héroes, se lanzó sobre el grueso de la facción que acaudillaba 

Farfán, guiado del solo interés de la patria, lo coloca a Vuecencia en el más eminente 

grado de gloria a que puede aspirar un venezolano. Alguna temeridad hubo de parte 

de Vuecencia en aquel momento, y  aun se sorprende el Poder Ejecutivo al contemplarla, 

bien que conozca que Vuecencia llevaba en sí solo la formidable fuerza que le da su
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nombre, que basta para aterrar a cualquiera que intente turbar la paz de este Estado, 

al cual Vuecencia ha consagrado sus servicios sin la menor reserva.

No le falta trabajo al titular de tres carteras ministeriales. El 5 de 
mayo, el Congreso aprueba la primera Ley venezolana de Crédito Pú­
blico. Se centraliza la deuda y se regulan los pagos. Una prioridad de 
la administración. El 8, se aprueba la Ley que crea las Juntas Econó­
micas de Hacienda, en las capitales de provincia, en Puerto Cabello y 
La Guaira, integradas por la autoridad civil del lugar, dos represen­
tantes de los concejos municipales, más dos ciudadanos designados 
por los mismos concejos, y del tesorero en la capital, y en las regiones 
por el administrador de las rentas nacionales. Eran funciones de estas 
Juntas: proponer al Gobierno todas las iniciativas convenientes para 
evitar el contrabando, facilitar la recaudación de las rentas, investi­
gar cuáles eran los terrenos y propiedades pertenecientes a la nación, 
estudiar las propuestas sobre arrendamiento de éstas y contratarlas 
con la aprobación del Gobierno. Otras: vigilar el mantenimiento de 
las propiedades nacionales e informar sobre ellas. Oír proposiciones 
para el suministro de vestuarios, provisiones, armamento, equipo y 
munición del Ejército y Marina, construcción y reparación de los bu­
ques y edificios del Estado, y para cualquier otro gasto que deba hacer­
se siempre que exceda de 200 pesos.

Como se puede observar, las Juntas Económicas de Hacienda fueron 
una iniciativa compatible con las ideas de organización de la admi­
nistración pública de Michelena que garantizaban equidad en la so­
ciedad, participación ciudadana, y consignémoslo con énfasis, trans­
parencia. Es probable que afectaran intereses creados, y gozaran de 
relativo respaldo. Una revisión de las leyes aprobadas por el Congreso 
de 1837 indica la diversidad de problemas que quisieron atenderse y 
resolverse, entre ellos el de la inmigración.

Mientras se persistía en la organización y bases del Estado, la cues­
tión política presionaba fuertemente al Presidente Soublette, al Con­
sejo de Gobierno y a los secretarios del despacho. No cesaban las 
llamas de la Revolución de las Reformas. Con la venia del Consejo, 
el Presidente decretó la amnistía aTtodos los comprometidos en la
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revolución de 8 de julio de 1835 que se encontraran en el territorio 
de la República, estuvieran o no encausados”. El intento de concordia 
desató otra vez la tempestad, frente a un Soublette impasible. Llegó 
a Caracas el general Páez y los ánimos tendieron a calmarse. Nadie 
atacó su antigua política de clemencia. “Ya el vulgo no lo veía como 
valiente, ni como heroico, pues había comenzado a verlo como sobre­
natural”, anota un historiador.

El infatigable Michelena suscribió el 27 de mayo de 1837 con el En­
cargado de Negocios de las Repúblicas y Ciudades Libres de Lubeca, 
Bremen y Hamburgo, llamadas Ciudades Hanseáticas, el señor Geor- 
ge Gramlich, un Tratado de amistad y comercio y navegación.

Santos Michelena renunció a la secretaría. Designado Enviado Ex­
traordinario y Ministro Plenipotenciario en Nueva Granada, a media­
dos de agosto de 1837, viajó a Bogotá con toda su familia, casi todo el 
tiempo por tierra, “lo cual parece imposible, anota Tomás-, dada la 
falta casi absoluta de caminos, de fondas y de todo lo más indispensa­
ble para la vida en tan larga y penosa peregrinación”.

Los Michelena llegaron a Bogotá el 22 de enero de 1838. Iba con la mi­
sión de concluir el asunto de la deuda con Nueva Granada y Ecuador. Por 
retardo del plenipotenciario ecuatoriano Francisco Marcos la comisión 
tripartita sólo se instaló el 25 abril de 1838 y el 16 de mayo de 1839 conclu­
yó sus trabajos. Sobre las negociaciones escribió el historiador Restrepo:

Los ministros plenipotenciarios trabajaron con asiduidad e inteligencia, y sobre todo 

con una armonía que hará siempre honor a su tino, prudencia y circunspección. Ningu­

na cuestión desagradable se suscitó entre las tres Repúblicas hermanas sobre la división 

de los créditos pasivos de Colombia.

El reparto de la deuda quedó así: Nueva Granada, $ 51.699.143.34. 
Venezuela $ 29.468.511.70. Ecuador: $ 22.230.631.64. Concluida la mi­
sión, Michelena le presentó las cartas de retiro al Presidente de la Re­
pública en solemne ceremonia, representados los poderes del Estado. 
Michelena le dijo al jefe de Estado:

V. E. se persuadirá que si bien la vuelta a mi patria debe serme bajo muchos respectos 

placentera, no es posible, sin sentir profundo pesar, separarme para siempre de un país
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naturalmente amigo y aliado de Venezuela, donde he residido largo tiempo en diferen­

tes épocas; cuyos altos funcionarios me han honrado con su aprecio y estimación, y al 

cual me unen vínculos de estrecha amistad. Si algo puede templar tan justa pena es la 

consideración de que la paz y la buena correspondencia entre los dos países se hallan 

sólidamente establecidas, y que la Nueva Granada recobrando la calma interior, necesa­

ria para la actividad del trabajo y desarrollo de la industria, continuará progresando 

a la sombra de sus instituciones políticas, y bajo la vivificativa influencia del saber y del 

patriotismo de sus primeros magistrados.

El Presidente a su turno, le respondió:

Al regresar a vuestra patria, señor Ministro, después de haber llenado con franqueza 

y lealtad los graves objetos de vuestra importante legación, y procurado estrechar los 

vínculos entre ambas Repúblicas, lleváis, no sólo el testimonio de una conciencia recta, 

sino también la seguridad de que dejáis en esta tierra fieles amigos y sinceros apre­

ciadores de vuestras virtudes.

Estando Michelena en Bogotá, el General Páez fue elegido Presidente 
de Venezuela por segunda vez, para el periodo 1839-1843. Regresa a una 
ciudad que no ceja en la pasión política, pero que en esta ocasión tiene 
la peculiaridad de que un gran movimiento propiciaba la creación del 
Partido Liberal, cuyos líderes eran Tomás Lander y Antonio Leocadio 
Guzmán. Un nuevo periódico llamado a hacer y deshacer historia, El 
venezolano, postulaba la creación de partidos políticos. Al poco tiempo 
se llevaron a cabo las elecciones para vicepresidente de la República, y 
Michelena decidió lanzar su candidatura y competir con otros aspiran­
tes como Diego Bautista Urbaneja y Francisco Aranda.

El nombre de Michelena se destacó desde el primer momento. Sir 
Robert Ker Porter confía a su D ia rio  el lunes 5 de octubre: “Santos 
Michelena se perfila como vicepresidente”. El historiador González 
Guinán al describir el cuadro de las candidaturas dijo que la de Mi­
chelena era la más popular de todas, lo cual juzgaba justo por la rele­
vancia del personaje que venía de cumplir tan importante misión. El 
historiador tenía fundamentos para su apreciación, e invocó el juicio 
de Antonio Leocadio Guzmán publicado en El Venezolano en su núme­
ro 3 del 7 de septiembre de 1840. No cabe duda de la significación
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del perfil del estadista escrito por quien había sido su compañero de 
gabinete y quien probablemente discrepaba de Michelena en muchos 
asuntos, como era comprensible. No era Michelena su candidato para 
vicepresidente, sino Diego Bautista Urbaneja, y esto le da mayor valor 
al juicio de Guzmán que registraremos in extenso:

El señor Michelena se debe todo a la hacienda nacional. No hay que equivocarnos: 

él es para Venezuela lo que un Necker para la Francia, un P itt para la Gran Bretaña: 

verdaderos fundadores de su hacienda y de su crédito, y de los inmensos bienes que de 

aquí se derivan. Pues que es necesario decirlo, lo diremos. No son detalles, ni versación 

en la contabilidad, las dotes de un Ministro de Hacienda. Es saber grande y  profundo en 

la ciencia difícil, abstracta y metafísica de la economía política: son vastos conocimien­

tos estadísticos del país que se administra, y de aquellos con quienes trata y comercia: 

es ventajosa instrucción diplomática y sobre todo, aquel poder de alma, extenso y fuerte 

que se llama talento, con el cual se alcanzan todos los objetos necesarios, se penetran y 

se comparan, para form ar juicios importantes, combinar planes complicados y luego 

conducirlos y desarrollarlos. Se necesita también un poder parlamentario, que requiere 

instrucción y genio, para introducir, apoyar y llevar al cabo en el cuerpo legislativo las 

concepciones y combinaciones del Ministerio; y en fin, se necesita estar en los antece­

dentes verdaderos, científicos, políticos y  económicos del estado de la hacienda pública. 

Todo esto lo vemos reunido en el señor Michelena. Él centralizó la cuenta de la Tesorería 

nacional, organizó cuanto corresponde a ella, redujo a presupuesto las entradas y los 

gastos, metodizó las rentas, moralizó la administración, puso las bases del crédito, resu­

citó la deuda pública, creó valores y cambios, condujo por en medio de m il dificultades 

el empeño sagrado de dividir la deuda de Colombia, la clasificó y distribuyó, y es hoy el 

hombre de la hacienda nacional. Si en esta República hay un ciudadano necesario, para 

un puesto determinado, es en el concepto nuestro, y sin ninguna excepción anterior, el 

señor Michelena para el despacho de Hacienda.

Quien tenía tan grandes conocimientos como hombre de Estado, 
¿cómo no calificar para vicepresidente de la República? El 28 de enero 
de 1840 el Congreso escrutó los votos de los Colegios electorales. Los 
resultados fueron abrumadores para Michelena, quien obtuvo 154 vo­
tos, Diego Bautista Urbaneja 54 y Francisco Aranda, 6. Con todo, no 
eran suficientes, y después de cuatro escrutinios entre Michelena y 
Urbaneja, el primero triunfó con 43 votos del Congreso. Páez Presi­
dente, Michelena vicepresidente. Una buena combinación, sin duda,
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para enfrentar los avatares de un Estado en formación, que aún tran­
sita su primera década.

Ese año Páez le dice al Congreso que el orden público ha sido inal­
terablemente conservado. Ni amagos ni temores han asomado para 
turbarlo. Los milagros, en una palabra, de “la primera lanza del mun­
do”. Los venezolanos, exclamó el General, son felices bajo la autori­
dad impasible y benéfica de sus instituciones, y su amor al orden, su 
respeto a las leyes, y su dedicación al trabajo, son garantías sólidas y 
duraderas de la permanencia y desarrollo de los innumerables bienes 
consiguientes a la paz doméstica. Ella será firme, con la ayuda del 
Todopoderoso. Pero Dios estaba de espaldas.

El mensaje de 1841, breve, lo ocupan la crisis agrícola y el acuerdo 
al que se ha llegado con los acreedores de Londres. Temas del dominio 
del vicepresidente. Las cosechas han sido escasas, y a la importación de 
granos conviene liberarla de los derechos. Se concluyó un tratado con 
Suecia. Es sólido el crédito exterior. “El rendimiento de las rentas nacio­
nales en el último año económico ha excedido a nuestros cálculos”.

El mensaje de 1842 abunda en referencias a la política exterior. Es­
paña anda complicada con sus problemas nacionales y no ha tenido 
ocasión para atender los asuntos de la negociación pendiente con Ve­
nezuela. La nota discordante: con Gran Bretaña, se dice, ha ocurrido 
un “suceso desagradable”. Es preciso registrarlo:

Un suceso desagradable pareció afectar nuestras relaciones con Gran Bretaña, llamó la 

atención del Gobierno y produjo inquietud en los ánimos de nuestros conciudadanos. El 

Gobierno de S. M. B. deseando deslindar sus posesiones de la Guayaría Inglesa, despachó 

una comisión para explorar su territorio y señalar la línea que en su concepto debe divi­

dirla de la de sus confinantes. Pero el comisionado, no sólo estableció dicha línea dentro 

del territorio de Venezuela, sino que lo hizo con tal aparato de solemnidad, y empleando 

signos de tal respetabilidad que más bien pareció que tomaba posesión y ejercía actos 

de soberanía que el que se ocupase en una indagación preparatoria, o en una operación 

puramente provisional, guiado sólo de sus conocimientos y  opinión particular, como ha 

resultado ser en efecto, así por las explicaciones quedio el gobernador de la Guayana 

Inglesa, como por las contestación que nuestro plenipotenciario en Londres ha recibido 

del Gobierno Británico. Blas no dejan duda de que cualquiera que haya sido el exceso del 

comisionado, ha estado lejos del ánimo del Gobierno de S. M. el ocupar ninguna parte
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del territorio venezolano; y que la fijación de Im ites está sujeta a discusión entre los dos 

gobiernos y a pruebas admisibles. Semejante resultado, que ha debido tranquilizar a 

nuestros compatriotas, hace esperar también que la justicia con que la República sostiene 

sus derechos será atendida y reconocida en el tratado que ha de celebrarse por término 

de este negocio.

En 1843 Páez presenta su último mensaje. Venezuela es un país 
en paz, una paz que presagia felices tiempos. Que “nos ha permiti­
do contraernos al arreglo de nuestras rentas, a hacer economías en 
nuestros gastos y a atender a todos los acreedores de la República”. 
El crédito goza de buena reputación, “porque se ha visto ya práctica­
mente que Venezuela no ofrece más de lo que puede cumplir y llena 
religiosamente sus compromisos”. Es la disciplina del vicepresidente. 
Sucede igual con los tratados internacionales y su cumplimiento. Los 
enumera uno a uno. Ofrece, puesto que se está despidiendo, algunos 
consejos: “Mantened la libertad de comercio con todas las naciones. 
Agente de la riqueza y vehículo de civilización, el comercio es amigo 
constante y útil de las instituciones libres”. No hay duda, la voz es de 
Páez, el mensaje de Michelena. Y, finalmente, unas máximas del cate 
cismo del buen republicano, según los principios de Michelena:

Atended a la hacienda nacional, estableciendo los impuestos con el tino y prudencia 

con que lo habéis hecho hasta ahora. En el estado de las rentas y de la riqueza del país, 

la mayor economía en los gastos será lo más recomendable, y la persecución del comer­

cio clandestino que desnivela el comercio legal y disminuye los ingresos del Estado en be­

neficio sólo de algunos malos ciudadanos, es una necesidad que nunca debe olvidarse.

El crédito público reclama toda vuestra consideración. Ninguna privación, ningún 

sacrificio debe excusarse si lo exigiere el cumplimiento de los compromisos que por él 

ha contraído la nación. M iradlo como un gran recurso, a la vez que como una obliga­

ción sagrada del Estado. El influye política y económicamente en la prosperidad de 

la patria: m il bienes se derivan de él para los individuos también; pero tened siempre 

presente que no consiente ninguna falta.

Michelena se encargó de la Presidencia de la República en varias 
ocasiones, pero en una se produjo particular ruido, según lo refiere 
el anecdotario. Ocurrió que un reo común de nombre Domingo Cha­
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cón, que había sido enemigo de Páez, fue condenado a muerte. Páez 
decidió viajar a sus posesiones, y dejó a Michelena en la presidencia 
porque le correspondía al Ejecutivo la última decisión. El vicepresi­
dente conmutó la pena del condenado por diez años de prisión, y se 
armó el gran escándalo alimentado por el implacable Ángel Quinte 
ro, ministro del Interior y Justicia. La tormenta en el vaso de sangre se 
calmó cuando el General retomó el cargo. El vicepresidente demostró 
que no hacía suplencias de conveniencia.

Volvió a encargarse después, y fue él quien le entregó el poder al Pre­
sidente electo, Carlos Soublette, en febrero de 1843. Tres candidatos 
compitieron por la presidencia, Diego Bautista Urbaneja, Michelena y 
Soublette. “Entre ellos no había diferencias doctrinarias, simplemen­
te eran candidatos con personalidades distintas”, tal como lo anota 
Lucía Raynero. A Michelena se le trató de cuestionar su candidatura 
alegando que como vicepresidente no podía concurrir. No se había 
encargado de la presidencia sino por breves periodos. La oposición 
no presentó candidato, y vio una buena opción en Michelena como 
civil. “Se pretendía repetir el infortunado ensayo de 1835, pero con la 
convicción, dice Raynero, de que ninguna espada se levantaría con­
tra la personalidad de Michelena. Él representaba a los ojos de los 
liberales de la oposición y también de algunos liberales godos, “una 
garantía de orden, una seguridad de paz y una hermosa promesa de 
progreso”.

En 1846 el Presidente Soublette lo designó Enviado Extraordinario 
y Ministro Plenipotenciario ante las cortes de Gran Bretaña, Francia 
y España, pero le negaron la designación de secretario. No aceptó y 
se refugió en su hacienda de Onoto, en Aragua. En 1846, Santos Mi­
chelena fue elegido, para su desgracia, representante por Caracas al 
Congreso Nacional.

En 1845, el jurista Francisco Aranda, secretario de Hacienda y Rela­
ciones Exteriores, al iniciar su periodo el Presidente Soublette, presen­
tó el proyecto de creación del Instituto de Crédito Territorial, según 
el cual el Estado se responsabilizaba de las deudas de los agricultores, 
comprometiendo las finanzas públicas sin calcular ni sus consecuen­
cias ni sus implicaciones.
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El Ejecutivo sería autorizado para contratar un empréstito de cinco 
millones de pesos, y el Instituto emitiría títulos hasta igualar la can­
tidad metálica que se pudiera obtener, y otorgaría créditos hasta por 
20.000 pesos sobre las propiedades ofrecidas en hipoteca, y en condi­
ciones de producir. El crédito no podría exceder de la mitad del valor 
libre de la hipoteca. El valor de los hatos sería apreciado por peritos, 
abriéndoles crédito a sus dueños hasta por el valor de las tierras. El 
proyecto suscitó apoyos, dudas y oposición frontal. “Eso de dar dinero 
del Estado o del Banco a 5% y pagar deudas inmensas de agricultores 
atrasados para que estos satisfagan a los diez o veinte años, me parece 
muy dificultoso...” , le escribió el general Mariano Montilla al secreta­
rio de Guerra y Marina, Rafael Urdaneta.

No obstante, de tanto apoyo disfrutó el Instituto que fue aprobado 
por el Congreso, pero no tuvo igual fortuna en el Ejecutivo. El Presi­
dente Soublette lo devolvió con observaciones tan sólidas que al votar­
se de nuevo no contó con los votos requeridos.

Santos Michelena desplegó toda su capacidad de persuasión y argu­
mentación hasta desarmar a quienes lo apoyaban.

La nación, expresó, no debe prestar su garantía para el estableci­
miento del Instituto porque siendo como es para personas de ciertas y 
determinadas cualidades, la nación degenera en un caprichoso padre 
de familia que prodiga su riqueza entre una parte de sus hijos con 
perjuicio de los demás. La renta de Venezuela, alegó el hacendista, se 
forma con lo que todos y cada uno contribuyen y no debe comprome­
terse sino en lo que redunda en bien de todos y cada uno. De modo 
que invocaba paralelamente razones económicas y razones morales.

Este documento de Michelena, “Movilización del crédito territorial”, 
puede inscribirse entre las más lúcidas expresiones de su pensamien­
to económico. Concluyamos con fragmentos de sus razonamientos:

Pero aun en la hipótesis que dejo negada, de que la nación deba abrir sus arcas a 

los ciudadanos que tengan sobre sí compromisos pecuniarios, la nación no puede, o no 

está en capacidad de hacerlo; y no lo está: 1 °. Porque ella no cuenta hoy, ni contará por 

muchos años, sino con los eventualísimos productos de sus aduanas, productos que mil 

quinientas circunstancias pueden decrecerlos; y 2- y más poderoso todavía,• que antes 

que terminen las operaciones del Instituto y muy próximo al vencimiento del plazo para



Vuelta a la arquitectura del Estado 113

pagar los millones que éste pide prestados, los intereses de la deuda exterior suben por  

lo menos a un millón, que unido a los intereses de la deuda doméstica, que, aunque lim i­

tada hoy a un millón y medio, no faltan conatos a cubrirla hasta el finiquito, según los 

proyectos se han dejado ver en la Cámara, yo no sé con qué pagará Venezuela todo esto; 

y si el Instituto se establece y se pierde, como es natural que se pierda, porque valiéndo­

me de la expresión de un honorable representante, no es sino un diamante montado al 

aire, las dificultades de la nación serán mayores, y ocurrirá necesariamente en su ago­

nía, al fatal y oneroso medio de imponer altas contribuciones sobre el consumo de los 

artículos de primera necesidad; y  he aquí realizado el temor tantas veces manifestado, 

de que todos los venezolanos vamos a pagar lo que unos pocos disfrutaron. Es preciso 

haber perdido la cabeza para proponer una cosa semejante.

¿Qué tal si quienes después ocuparon el sillón de Michelena se hu­
bieran orientado por sus ideas, su rigor de hombre de Estado y su 
moral política?

Entre quienes abogaron por el Instituto estuvo el Marqués de Rojas. 
En su esbozo biográfico de “El licenciado Francisco Aranda”, sostuvo 
que él rechazo de la ley había tenido graves consecuencias políticas 
y económicas. Entre las primeras, los agricultores se afiliaron resuel­
tamente al Partido Liberal en 1846, dándole la fuerza que le faltaba 
para asegurar su triunfo. Entre las últimas, rl prolongado malestar 
económico llevó al Congreso de 1849, dominado por los liberales, a 
dictar una ley sobre juicios de espera, en virtud de la cual los jueces 
podían acordarla por nueve años a despecho de los acreedores, y con 
efecto retroactivo. “Esta ley, escribió José María de Rojas, costó al Teso­
ro Público unos cuantos millones de pesos, pues el Gobierno nacional 
se vio obligado a pagar a los Gobiernos extranjeros las sumas de que 
fueron desposeídos sus nacionales en virtud del efecto retroactivo de 
la ley...”

El Marqués concluyó de manera sofística al admitir que, en el caso 
de que el Instituto de Crédito Territorial hubiera fracasado, quedando 
el Estado comprometido con grandes deudas, la catástrofe se habría 
postergado. Sentenció: “Hasta la tempestad a veces, en un momento 
de calma, sirve al navegante para arribar a puerto”. No pensaba así 
Michelena, ni se refugió nunca en las metáforas. Nadie logró refutar 
su argumentación final: “Todos los venezolanos vamos a pagar lo que
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unos pocos disfrutaron”. El problema es que la tempestad del Estado 
recién creado no tendría “calma”. Según Rojas, el crédito que el Go­
bierno debía solicitar para financiar el Instituto ascendía a 20 millo­
nes de francos que se le sumarían a la deuda de 38 millones de pesos 
que Venezuela heredó de la Gran Colombia.
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Por primera vez he lamentado haber nacido en una tierra donde 

a nombre de la libertad se cometen tan abominables atrocidades.

José A n ton io  Páez a José Tadeo Monagas, 

El Rastro, 31 de enero de 1848

Pocos sucesos presentan los anales de Venezuela de mayor reso­

nancia y más dilatadas consecuencias que el asalto cumplido, el 24 

de Enero de 1848, contra la Cámara de Representantes del Congreso 

nacional por la turba de Caracas y un grupo de milicianos, reuni­

dos y armados con la complicidad del poder público.

Caracciolo Parra Pérez, 

El 24 de Enero. Marino y las guerras civiles. 1960

Páez no encuentra palabras para explicar por qué respaldó en 1846 
la candidatura presidencial de José Tadeo Monagas. Tal vez fue el más 
grave error de su vida y el que le trajo mayores infortunios. Al abordar 
el asunto en la A utob iogra fía  da vueltas en torno a las candidaturas y 
a su deseo de permanecer neutral. La primera vuelta la da en torno 
a su propio nombre: “...muchos ciudadanos respetables de la capital 
y de las provincias creyeron conveniente que yo ascendiese otra vez a 
la silla del Gobierno”. Con una pincelada describe el ambiente: había 
muchos héroes de la Independencia dispuestos a acusar de desagrade­
cido al pueblo venezolano si trataban de buscar “un hombre nuevo”.

Además, la buena suerte que yo había tenido en acabar con los facciosos, las amistosas 

relaciones que mantenía con muchos jefes militares, propensos por hábito y carácter al al­

zamiento y rebelión, la espontánea cooperación que siempre estuvieron dispuestos a darme 

los patriotas inteligentes en los diversos ramos de la administración pública, hicieron que 

muchos creyeran necesario que fuese elevado por tercera vez a la Presidencia del Estado.

No obstante, Páez comprendió al mismo tiempo que su nombre 
era un grito de guerra, un trapo rojo, y que sería utilizado por los
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“enemigos públicos”. Quiso dar un ejemplo, y  manifestó de manera 
irrevocable su posición a través de La Revista de La Guaira, y de una 
carta a Rafael Acevedo, editor del A m igo  del pueblo. Reitera que no sería 
candidato y que no es cierto que haya dicho que la República debe 
ensayar la elevación de un civil a la presidencia. Que él consideraba al 
Presidente de Venezuela un magistrado esencialmente civil, cualquie­
ra que fuese la profesión del ciudadano que obtuviese la magistra­
tura, que es la Nación la que debe escogerlo, sin que a él le resultase 
lícito inclinar su voluntad a la exclusión de ninguno de los diferentes 
órdenes o profesiones. Lo que a él le corresponde, lo que lo obliga 
como ciudadano, “es vivir sometido a la Constitución y a las leyes, y 
respetar a los magistrados, y como militar, a obedecer y cumplir las 
órdenes del Presidente de la República, sea quien fuere la persona 
escogida por la Nación para esta alta magistratura” .

En la carta a Acevedo, el general hace consideraciones pertinentes 
sobre los daños que causan a sus países aquellos proceres que se per­
petúan en el poder. Sostuvo Páez:

La historia de los nuevos Estados de América testifica que casi todas las revoluciones han 

provenido de que sus proceres se han perpetuado en el mando, y aunque muchos de ellos lo 

han hecho legalmente, es decir, por elección popular, con todo han excitado con ello los celos y 

la envidia de los ambiciosos, o la desconfianza de los buenos patricios que han sabido poner en 

juego todas las pasiones revolucionarias a fin  de desalojar a aquellos de sus altos pueblos.

Quizás estas reflexiones eran del desterrado en Nueva York, cuan­
do escribía sus memorias y encontraba una explicación conveniente 
para el retiro. El país tranquilo, en el camino del progreso que descri­
bió en su último mensaje al Congreso, ya pertenecía a la historia. La 
crisis económica, la terrible agitación de El Venezolano y de políticos 
como Antonio Leocadio Guzmán, habían hecho de Venezuela un país 
de futuro impredecible. Desde 1845 los agricultores se habían sentido 
representados por el partido liberal y confiaban en sus prédicas. La 
aguda polarización tuvo una promesa de avenimiento cuando sur­
gió la idea de una entrevista entre Páez y Guzmán en 1846, con el 
repatriado Santiago Mariño como gran árbitro. Fracasó el intento, se 
alzaron algunos seguidores del demagogo, y el ambiente político se
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caldeó para siempre. Eliminar a Guzmán fue la consigna, y de ahí 
vino su prisión, juicio y su condena a muerte.

Probablemente, Páez pensó dos veces, y prefirió dejar pasar el tren. No 
fue tan neutral en el proceso, como quiso hacer ver. Lo confiesa en la Auto- 
biografia, como algo que lo incomoda pero no puede negar de manera ab­
soluta. A  varios amigos del general José Tadeo Monagas, que solicitaban le 
prestase su apoyo como candidato presidencial, contestó: “Que mé sería 
muy satisfactorio ver a aquel jefe sirviendo a su patria a la cabeza del Go­
bierno”. Y luego de ciertas consideraciones sobre el récord político y con­
tradicciones de Monagas, concluyó: “Por mi parte, yo quise aprovechar 
la feliz ocasión de manifestarle deferencia, amortiguando una ojeriza, 
cuya causa nunca he podido averiguar, pues jamás le hice mal alguno, y 
siempre lo traté con mucha generosidad”. Páez, según González Guinán, 
renunciaba a una tercera presidencia, pero no a la hegemonía política. 
Entre quienes discreparon de la decisión de Páez estuvo Santos Michelena 
que pensaba que el general oriental continuaría siendo el mismo de 1831 
y 1835. Un militar en quien no se podía confiar.

El I o de octubre se llevaron a cabo las elecciones en condiciones 
inequitativas. Los conservadores votaron por Monagas, 107 votos. Los 
fusionistas por Bartolomé Salom, 97 votos. Los liberales por Antonio 
Leocadio, 57 votos. José Félix Blanco, 46 votos. José Gregorio Monagas,
6. Manuel Felipe de Tovar, 2. Páez, 2. Santiago Mariño, 1, y Santos 
Michelena, 1. Las cifras traducían el general desconcierto. Ninguno 
obtuvo la mayoría necesaria. En el país reinaba un estado de guerra.

El sábado 23 de enero el Congreso perfeccionó la elección de pre­
sidente. Fue excluido Guzmán, a pesar de sus 57 votos. El escrutinio 
arrojó 62 votos para Monagas, 9 para Salom, y 7 para Blanco. “Un 
grito de universal aprobación, apuntó González Guinán, resonó en 
la Asamblea. El contento se pintó en todos los semblantes. El partido 
conservador celebró entusiasmado su definitiva victoria y creyó ase­
gurada su estabilidad en el campo de la política” .

En suma, Páez apoyó a Monagas. Es probable que Páez haya pensado 
que no había otra opción para detener a Guzmán, como caudillo po­
pular. El 28 de febrero al amanecer, Páez bajó a La Guaira para recibir 
al Presidente Electo que navegaba desde Barcelona en una falúa. Gon­
zález Guinán describe la escena:
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Subió el General Monagas las gradas del muelle para caer en los brazos del General 

Páez, que allí lo esperaba ansioso, abrazo que fue tomado por los espectadores como 

un símbolo y protesta de la estrecha unión que debía ligar para siempre a los dos altos 

ciudadanos de quienes Venezuela esperaba su consolidación y  prosperidad.

La madrugada del 1° de marzo los generales abordaron un carruaje 
y acompañados de gran séquito, de los comisionados del Congreso, 
de los otros poderes del Estado, partieron para la capital. Páez alojó a 
Monagas en La Viñeta, su residencia personal. El Congreso, reunido 
en el templo de San Francisco, recibió a Monagas a las 4 y 30 de la 
tarde. Venían otra vez juntos.

El Presidente electo se sentó a la diestra del presidente del Congreso y 
Páez al otro lado. El Ilustrísimo obispo de Caracas, doctor Mariano Forti- 
que, como Presidente del Congreso, tomó el juramento con un discurso 
que quiso ser pedagógico. Respondió el general Monagas con palabras 
que debieron crear ciertas incomodidades en unos y alarma en otros:

Desde que Venezuela en 1830, consultando sus propios intereses, se abrió paso por 

entre las preocupaciones y los hábitos y se constituyó en nación libre e independiente, 

jamás le ha llegado una época ni más difícil ni más peligrosa. La Representación Nacio­
nal, a quien tengo la honra de hablar hoy, más impuesta que yo del verdadero estado 

de la República, se penetrará de la justicia y fundamento de mis asertos. Desquiciado 

de todo punto el orden público, en anarquía los pueblos, rotos por el funesto espíritu de 

partido los diques sociales, desencadenado frenéticamente el pensamiento desde la tri­

buna de la prensa, contagiada la mayor parte de los pueblos del vértigo de las pasiones 

que las corruptoras y anarquistas doctrinas predicadas engendraron, teñido, en fin, el 

país en sangre venezolana, humeante aún; he aquí el triste cuadro, el teatro desconsola­

dor en que voy a aparecer, por primera vez rigiendo los destinos de la patria.

Desde el Congreso, Monagas y Páez, siempre juntos en el carruaje, 
fueron a la Casa de Gobierno. Habló el Encargado del Poder Ejecutivo. 
Habló Monagas, en un aparte se dirigió a Páez, y le dijo:

Sí, Excelentísimo Señor, de Vuecencia que tantas pruebas ha dado de un amor al or­
den, de respeto a la Constitución y a las leyes, de Vuecencia repito, que más de una vez 

ha pospuesto su vida, su salud y su reposo por la paz y la dicha de Venezuela, (...) yo no 

puedo menos que contar en Vuecencia mi más firme apoyo, y que ayudará a conservar 

la paz y el sosiego público, bajo cuyos auspicios Venezuela será feliz.
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El General Presidente y el General Jefe del Ejército regresaron a La 
Viñeta porque Monagas no tenía casa, y Páez quiso tenerlo cerca y 
cercado. El oriental, astuto, se sintió sobreprotegido y, el gesto a Páez 
le resultó contraproducente. Trató de domar a Monagas, pero fue un 
fiasco. El éxito de los conservadores fue momentáneo. Resultó en un 
búmeran. Páez impuso al doctor Ángel Quintero como secretario de 
Interior y Justicia, una especie de primer ministro que comenzó a ac­
tuar por su cuenta y a darle rienda suelta a sus pasiones que no cono­
cían límites. Propuso leyes restrictivas del sistema electoral, contra la 
libertad de expresión, péro lo más escandaloso de todo fue su orden 
al juez de primera instancia, Isidro Vicente Osío, para que dictara la 
sentencia de pena capital contra Antonio Leocadio Guzmán.

Al día siguiente, el obediente juez sentenció a muerte al director de 
El Venezolano acusado de conspiración. Quintero había ido demasiado 
lejos. El 24 de abril, la Corte Superior confirmó la sentencia. Cuando 
la esposa del condenado, puesta de rodillas, le suplicó clemencia al 
Presidente de la República, la tomó de las manos y le dijo: “Señora, 
levántese usted, por Dios, y váyase persuadida de que yo no he venido 
a este puesto a servir de instrumento a las pasiones de nadie”.

Renunció el doctor Quintero, y las aguas comenzaron a separarse y 
a enturbiarse y convertirse en torbellino con tal rapidez que la rup­
tura fue inevitable y violenta. Para medir la crisis bastan las palabras 
con que Páez inicia el último capítulo de la Autob iografía . Un tono de 
indignación, del tormento de algo que le era ajeno, comprobar que su 
lanza vacilaba en el aire:

Con pesar y disgusto entro en la narración de sucesos que. habrán de recordarme la 

debilidad e infidencia de los amigos en los momentos de prueba, la saña y  encono de ad­

versarios poco generosos, y más que nada, porque no podré en modo alguno disculpar 

la conducta seguida entonces por el hombre que recientemente y en sus últimos días de 

existencia, ha redimido las faltas o errores cometidos, con un gran servicio prestado a 

la patria en época de ruinosa situación.

Con los días subió la marea de los rumores sobre la ruptura de los genera­
les. Ahora se habían cambiado los papeles y quien aplicaba las políticas de 
magnanimidad con los condenados a muerte, era el antiguo amnistiado.
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“El hecho de que jefes rebeldes como Guzmán y Zamora no fueran ejecuta­
dos, escribió Robert Paul Matthews en Violencia rural en Venezuela, 1840-1858, 
prácticamente escandalizó a los conservadores”. No había, en efecto, más 
desafiante señal de ruptura y de emancipación del paraguas paecista.

Páez trató de entrevistarse con Monagas (a instancias del general 
Juan José Flores, visitante entonces de Caracas). El Presidente rehusó 
el diálogo. Páez escribió en su Autobiografía que la prensa daba el grito 
de alarma, sin temor ninguno a las consecuencias que consigo trae la 
falta de templanza en momentos de gran excitación, y comenzaron a 
correr rumores de que el Presidente se preparaba a romper sangrien­
tas hostilidades con el Poder Legislativo. “Poca fe dieron algunos a 
estas amenazas y el señor Santos Michelena, a quien se advertía del 
peligro que iba a correr el Congreso en sus próximas sesiones, contes­
taba: “Iré a Caracas para ver ese 18 Brumario”.

Entre esa prensa a que alude Páez estaba La prensa de Juan Vicente 
González, periodista y diputado conservador que, al despuntar enero, 
revelaba el plan de procesar al Presidente por violación de la Consti­
tución, (lo que implicaba su destitución), y el traslado del Congreso a 
otra ciudad que le garantizara actuar sin las presiones del Ejecutivo. 
Antes de que el Congreso debatiera el asunto, ya la gente había to­
mado posición y se celebraban asambleas de ciudadanos en pro y en 
contra, con los ánimos al rojo vivo. Para el 20 de enero fue convocado 
el Congreso, pero no habiendo el quorum se declararon en comisión 
preparatoria bajo la dirección del Obispo de Guayana los senadores, y 
de Santos Michelena los representantes. El 23 en la tarde se instalaron 
ambas cámaras. Los representantes se declararon en sesión secreta 
para sustituir al secretario por Simón Camacho, y designar como jefe 
de la guardia al coronel Guillermo Smith. De inmediato acordaron 
el traslado del Congreso a Puerto Cabello. No se había cerrado la re­
unión a las 5 pm cuando ya en la ciudad se conocían sus resultados.

A las 8 am se reunió la cámara de representantes. A  las 12 merídiem 
volvieron a sesionar. De inmediato consideraron un memorándum del 
secretario de Interior y Justicia, Tomás José Sanavria, donde se cuestio­
naba la facultad del Congreso para decidir sobre asuntos de policía, y 
denunciaba una oposición que pretendía derrocar al Presidente. Parale­
lamente sesionaban en secreto los senadores y consideraban el acuerdo
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de los representantes sobre el traslado a Puerto Cabello. A  las 2 pm hizo 
su entrada el secretario Sanavria, quien venía a consignar el mensaje 
anual del Presidente. Pronto se echó a andar el rumor de que el secre­
tario estaba preso en la cámara. Fue como el santo y seña que detonó 
la violencia. El vicepresidente José María de Rojas sacó rápidamente 
un puñal y amenazó a Sanavria, diciéndole: “Nos van a asesinar, usted 
es la causa y usted perece aquí con nosotros”. Santos Michelena, Pedro 
José Rojas, José Hermenegildo García se interpusieron para evitar una 
desgracia. Rojas le gritaba a de Rojas: “No ensucie usted este salón con 
la sangre de un canalla”. Entre tanto, afuera, tronaban los disparos de 
fusil. Se oían voces: “Salga el ministro para asesinar a esos malvados 
que quieren deponer al Presidente”. El secretario accidental de la cá­
mara, Simón Camacho, testigo, dejó un relato que recoge in extenso el 
historiador Parra Pérez, y del cual estos son algunos fragmentos:

Los representantes salieron; unos se escaparon por los tejados, otros fueron asesina­

dos, los honorables José Antonio Salas y Juan Garda Argote. Este último habló en aquel 

momento a su compañero el honorable presbítero Quintero para que lo confesase, y 

después de haber llenado este acto religioso salió a recibir la muerte. A l encontrarse con 

los asesinos le exigieron un “Viva el Presidente”y él contestó con un denuedo admirable 

“¡Viva la Constitución!” En el acto mismo lo atravesaron a estocadas.

El honorable señor Michelena, hombre de grandes talentos y muy respetable por sus 

servidos a la Patria como vicepresidente de la República, como representante, como m i­

nistro de Haríenda y de Reladones Exteriores en varios períodos, no le valieron de nada 

tantos títulos y los asesinos le llenaron de estocadas. Aun no ha muerto, pero es muy 

dudosa su vida. El coronel Smith, ex ministro de Hadenday director del Banco Nacional, 

había merecido la confianza del Congreso encargándole la custodia del local: fue también 

mortalmente (sic) herido de un bayonetazo. El honorable señor Fermín Toro, ex ministro 

plenipotendario cerca de Franda, España e Inglaterra y orador elocuente, acababa de 

pronunciar un famoso discurso contra los escándalos del Presidente; y al concluir, entre los 

aplausos de la gente decente, fue a su casa a ver a su señora que había dejado enferma, y 

al regresar para la Cámara, se encontró con las tropas. A l momento gritaron: “¡Tiren ese, 

que es representante!”, pero oportunamente se escapó al favor de un poderoso asilo.

“La escena del 24 no tiene ejemplo en la historia de los crímenes” , 
escribió Camacho. Y tampoco lo que siguió al “fusilamiento del Con­
greso”. Páez exclamó:
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¡Compatriotas! Se ha perpetrado un crimen inaudito en la historia de las naciones: un 

crimen que debe espantar a la sociedad, y armarla para vengarlo. La sangre de losRepre- 

sentantes del pueblo ha corrido en el santuario mismo de las leyes: la espada homicida se­

paró las cabezas del cuerpo de las ilustres víctimas, y  a la ferocidad se añadió el escarnio. 

Los asesinos se gozaron en su obra, y el general José Tadeo Monagas se presentó en el teatro 

de la carnicería, cuando ya estaba consumada. Los miembros del Congreso expusieron sus 

vidas por salvar las instituciones de la República: toca a la República en masa volver por 

el honor que le han arrebatado sus enemigos, y castigarlos de una manera ejemplar.

A Monagas lo persuadieron de que no podía sobrevivir sin Congreso, e 
hizo todo lo posible por reunirlo, y, en efecto, lo reunió a las 4 pm del 25 
porque él mismo en persona buscó a senadores y representantes, pero fal­
taba uno para el quorum. En el Bosquejo histórico de Venezuela, se lee:

El General Monagas en persona fue a la Legación Británica y pidió al señor José Ma­

ría de Rojas que fuese a completar el quorum de los diputados, lo que rehusó el señor 

Rojas sin vacilación alguna. El General Monagas entonces pid ió al señor Santos Miche­

lena que interviniese con su consejo y el venerable herido, sin vacilar, llamó a su íntimo 

amigo, y llorando y  sollozando, le pidió que asistiera a aquella sesión, en nombre de la 

Patria, que de otro modo iba a ensangrentarse.

Del brazo de Monagas fue Rojas a formar quorum y del brazo del 
general regresó a la Legación que lo asilaba. Cómico o tragicómico 
espectáculo el de un Presidente buscando un voto para reunir un Con­
greso que estaba perdiendo toda su representación. Michelena estaba 
gravemente herido, y no se sabe si tenía tantas fuerzas para “sollozar” 
y convencer al representante que parece justificar su aquiescencia por 
los ruegos del amigo malherido. Este es el momento de anotar que Ro­
jas tenía apenas 20 años de edad. El asalto al Congreso del 24 de enero 
fue el 18 Brumario de que habló Santos Michelena, según Páez.

Michelena era un hombre polémico, sin duda, de personalidad fuer­
te y de posiciones inflexibles cuando las juzgaba bien fundadas, pero 
de talante caballeresco y cordial. Su actitud frente al perdón de Páez 
al general Monagas y a los conspiradores de la Revolución de las Re­
formas no pasó inadvertida. Cuando fue candidato a la Presidencia 
de la República reapareció la polémica de 1835 y fue acusado de anti­
militarista, y su candidatura de “inconveniente” para los militares.
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Triunfó su amigo Carlos Soublette. Michelena le transfirió el poder, 
como vicepresidente Encargado de la Presidencia, porque Páez prefi­
rió irse antes y no estar presente en la ceremonia de entrega.

Es obvio que sucesos dictados por las pasiones políticas y humanas 
como los de 1848 tengan interpretaciones antagónicas y diversas. Para 
unos, dice Enrique Bernardo Núñez, el 24 de Enero es el “fusilamiento” 
del Congreso ordenado por Monagas. El fin de la República. El punto de 
partida de todas las desdichas de Venezuela. Para otros es día de victo­
ria popular. Día en que la oligarquía conservadora recibió un golpe de 
muerte. El historiador formula una pregunta pertinente: “¿Hasta qué 
punto calcularon los conservadores el desenlace de la iniciativa de la 
Cámara de Representantes de enjuiciar a Monagas y rectificar de modo 
tan sofista el error de Páez, al escogerlo como Presidente?”.

Augusto Mijares calificó al 24 de Enero de “fecha nefanda en nues­
tra historia”, “ ...por primera vez, escribió, se modifica la Constitución 
con fines desvergonzadamente personalistas, y sólo le quedará a la 
nación, para salir del indefinido predominio familiar de los Monagas, 
el azaroso recurso de la rebelión armada”.

Como lo refiere Parra-Pérez, el asalto al Congreso fue motivo de escán­
dalo y de especulaciones en el mundo: los representantes diplomáticos 
llenaron sus informes de noticias y versiones contradictorias, según su 
adhesión o su animadversión frente a Monagas. El coronel Conde de 
Adlercreutz informó de esta manera al ministro de Relaciones Exterio­
res de Suecia, el 7 de febrero: “Personas dignas de fe me han asegurado 
haberle oído decir al Presidente, durante el tiroteo, que él tenía necesi­
dad de cinco cabezas de las que se hallaban en la Cámara de Diputados, 
y que las contaba fríamente por sus nombres con los cinco dedos”.

Difícil o, simplemente, temerario conjeturar si entre esas “cinco cabezas” 
estaba la de Santos Michelena, pero en todo caso, era la personalidad de 
mayor rango y, sin duda, el más antiguo y persistente adversario de Mona- 
gas, desde el famoso “perdón” de 1835. Su fama de antimilitarismo que se 
le enrostró cuando fue candidato presidencial en 1842, contribuía a darle 
alguna verosimilitud a las sospechas de que sus heridas no fueron produc­
to del azar. Los militares, en todo caso, lo vieron siempre con desconfianza: 
su política liberal parecía rescatar al Estado del control de los héroes. El 
historiador Gil-Fortoul enriqueció los pormenores del episodio cuando re
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cordó que Michelena había recibido una nota anónima, momentos antes 
del ataque, que le decía: “Retírese de la Cámara con cualquier pretexto”.

Cuando Santos Michelena murió tenía apenas 50 años de edad y su 
historia personal se había realizado de manera tan singular que es difí­
cil encontrar en los anales venezolanos del siglo, alguien que lo supere 
en el arte complejo de la negociación diplomática y en el dominio de 
las finanzas públicas. Estas fueron justam ente las áreas de su acción en 
la política, asumidas con tanto dominio de la teoría como de la praxis y 
con tanta pasión, rectitud y convicción que su pensamiento constituye 
uno de los grandes legados referenciales de su tiempo.

Santos M ichelena m urió el 12 de marzo de 1848, a los 48 días del 
asalto al Congreso, refugiado, m alherido, en la m isión británica, don­
de fue atendido con esmero, pero sin fortuna, por los doctores José 
Vargas y Elíseo Acosta. Como escribió en su Diario el británico Robert 
Ker Porter, era el único hom bre con capacidad, rectitud y conocim ien­
tos suficientes para desempeñar las com plejas carteras de Hacienda y 
Relaciones Exteriores, en los primeros años de la República.

José Tadeo M onagos
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La biografía es un género que concita 
siempre una gran atracción entre los 
lectores, pero no menos cierto es el he­
cho de que muchos venezolanos nota­
bles, más allá de su relevancia, carecen 
hasta ahora de biografías formales o 
han sido tratados en obras que, por lo 
general, resultan de difícil acceso.

Todo lo que contribuya a reducir la des­
memoria de los venezolanos se me antoja 
como tarea principal de los tiempos que 
corren. Si nos cuesta relacionarnos con el 
pasado porque lo desconocemos, 
lo malinterpretamos o lo explotamos a 
nuestro antojo, una manera de volverlo 
diáfano y plural es recorriendo las vidas de 
quienes lo han forjado. Allí yace un múltiple 
espejo donde nuestro rostro se refleja en 
mil pedazos, tan variados como compleja y 
fascinante ha sido nuestra hechura de país. 
Antonio López Ortega

Para entender nuestra historia, hay que 
conocer a sus protagonistas. Son ellos los 
que dieron forma a nuestra identidad ac­
tual. De ahí el estimable valor de poder leer 
sus biografías.
Isaac Chocrón

Antes que tratar de adivinarlo mediante 
ilusorios horóscopos, el verdadero futuro 
hay que aprender a leerlo en las obras y 
logros del pasado. Nada mejor, por tanto, 
que una colección de biografías de venezo­
lanos distinguidos, de vidas esenciales de 
nuestra historia, para entrever el porvenir 
del país que nos espera.
Eugenio Montejo



Santos
Michelena

Antonio Leocadio Guzmán, el más fiero detractor del 
Paecismo luego de haber danzado como uno de sus más 
encumbrados ministros, no dejó títere con cabeza a la hora 
de juzgar al elenco que rodeaba al jefe llanero. A casi todos 
los procesó y fusiló en un mismo artículo bajo el título de 
"Juicio sumario a la Oligarquía reinante". Hubo, empero, 
una curiosa excepción en esta piedra de sacrificio ante la 
cual oficiaba Guzmán. Se trata de Santos Michelena, el más 
emblemático de todos los paecistas, si acaso hubo alguno. 
De él apuntó lo siguiente, sin el menor dejo de ironía: "No 
hay que equivocarnos: él es para Venezuela lo que un Nec- 
ker para' Francia o un Pitt para Gran Bretaña".

I f l

Esta biografía pretende explorar la aptitud administrativa 
y rectitud de juicio que hicieron de Michelena el artífice 
de las finanzas y de la política exterior del Estado que 
emergía a partir de 1830. Pero también invita a explorar 
el porqué -o los porqués- que hicieron posible que el 
estadista liberal se salvara de los dardos de Guzmán.

Simón Alberto Consalvi conoce al dedo a su biografia­
do; no en vano le dedicó su discurso como Individuo de 
Número de la Academia Nacional de la Historia. Para 
esta biografía, examinó sus decisiones ministeriales y 
confrontó, a través la consulta de obras especializadas, 
la polémica que suscitó su arreglo limítrofe con Colom­
bia o la Ley sobre Libertad de Contratos.
En suma, esta inteligente biografía escruta el alma de 
Michelena como hábil negociador diplomático y mo- 
dernizador de la hacienda pública; pero también hurga 
en la aspereza del contexto, o sea, en el laberinto de la 
política que jamás dejó de conspirar contra los planes 
del primer reformador y cerebro hacendístico de la 
República promovida por Páez.

Edgardo Mondolfi Gudat
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